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Resumen ejecutivo  

En Colombia persisten barreras institucionales, socioeconómicas, culturales, 

participativas y de revictimización que limitan la reconstrucción de los proyectos de vida de 

la población desplazada, restringen su autonomía frente al Estado e impiden su integración 

sostenible en los territorios de asentamiento. Entre las principales causas asociadas a las 

barreras institucionales se encuentran la débil coordinación intersistémica, la fragmentación 

entre los distintos niveles de gobierno y la baja capacidad de gestión y generación de 

información sobre la población desplazada. En relación con las barreras socioeconómicas, 

estas se encuentran asociadas a deficiencias en el acceso y en la calidad de distintos servicios 

esenciales, tales como la subsistencia mínima, la generación de ingresos, el acceso a la 

tierra, la vivienda y el hábitat, así como la educación y la salud. Finalmente, las barreras de 

tipo cultural, participativo y de revictimización se explican principalmente por la persistencia 

de hechos discriminatorios, de exclusión y de violencia, que debilitan el tejido social y limitan 

las capacidades comunitarias, tanto de las personas desplazadas como de las comunidades 

de acogida. 

En este sentido, el presente Documento CONPES Política de Soluciones Duraderas para 

Víctimas de Desplazamiento Forzado en Colombia tiene por objetivo superar las barreras 

institucionales, socioeconómicas, culturales, participativas y de revictimización, para 

fortalecer la reconstrucción de los proyectos de vida de la población desplazada, fomentar 

su autonomía frente al Estado y garantizar su integración sostenible en los territorios de 

asentamiento, a 2035. 

 Esto se hará a través del enfoque de soluciones duraderas1, que consiste en garantizar 

que la población desplazada deje de necesitar asistencia y protección específica del Estado 

en atención a su condición de desplazamiento, goce sus derechos y ejerza su ciudadanía de 

manera autónoma. Para materializar este enfoque y cumplir con el objetivo de política, el 

documento plantea 66 acciones relacionadas con tres ejes estratégicos relacionados con: (i) 

la superación de barreras institucionales mediante el fortalecimiento de la coordinación 

intersistémica, la articulación institucional a nivel nacional y entre niveles de gobierno, y la 

gestión y generación de información sobre desplazamiento forzado; (ii) la superación de las 

barreras socioeconómicas para garantizar la disponibilidad y el acceso efectivo a los 

servicios sociales de subsistencia mínima, generación de ingresos, formalización y tenencia 

de tierras, vivienda y hábitat, educación y salud; y (iii) la superación de las barreras 

 
1 Entendido conforme a los criterios y orientaciones del IASC sobre Soluciones Duraderas para las Personas 

Desplazadas Internas. 
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culturales, participativas y de revictimización, con el fin de fortalecer el tejido social y las 

capacidades comunitarias de la población desplazada y de las comunidades de acogida. 

En desarrollo de estos ejes, la política se materializa en un conjunto de acciones 

orientadas a fortalecer la articulación institucional, avanzando en la definición de 

lineamientos técnicos para las Estrategias Integrales de Intervención Territorial, el 

fortalecimiento de la corresponsabilidad entre la Nación y los territorios, y la adopción de 

un proceso único y estandarizado de focalización y priorización territorial. Asimismo, se 

implementarán acciones dirigidas a la generación de soluciones socioeconómicas, como la 

puesta en marcha de subsidios temporales de arrendamiento, el desarrollo de una estrategia 

nacional de generación de ingresos rurales con enfoque de soluciones duraderas, la 

implementación de un modelo de oferta para el acceso a tierras de los sujetos de reforma 

agraria en territorios priorizados y el cierre financiero para la adquisición de vivienda nueva 

y usada. Finalmente, se fortalecerán las acciones de prevención del desplazamiento forzado 

y el confinamiento mediante la adopción de lineamientos específicos, la difusión de productos 

comunicativos a nivel nacional a través del Sistema de Medios Públicos y el fortalecimiento 

de las capacidades comunitarias en veeduría, seguimiento, control social y participación en 

la planeación municipal, así como en la incidencia en las políticas públicas. 

Estas acciones involucran a 24 entidades que han acordado una inversión indicativa 

de 10.161.727 millones de pesos para el logro de los objetivos propuestos. Entre las 

principales entidades se destacan el Departamento de Prosperidad Social, la Unidad para 

las Víctimas, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, el Ministerio de Trabajo, el 

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 

el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio del Interior, el Ministerio de Justicia, entre 

otras. Asimismo, se destaca la participación de la Defensoría del Pueblo, en el marco de la 

colaboración armónica entre las ramas del poder público.  

 

 

Clasificación: I31 -Bienestar general; Necesidades básicas; Nivel de vida; Calidad de vida; 

Felicidad 

Palabras clave: Soluciones duraderas; Víctimas; Desplazamiento forzado; Coordinación 

interinstitucional; Articulación nación-territorio; Enfoque intersistémico; Cohesión social y tejido  
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1. INTRODUCCIÓN  

Colombia enfrenta una de las crisis de desplazamiento interno más prolongadas y 

complejas del mundo. Con 9.041.369 de personas desplazadas, que corresponde al 17,04 

% del total de la población nacional, el desplazamiento forzado ha desestructurado 

comunidades enteras, exacerbado desigualdades preexistentes y profundizado condiciones 

de pobreza y exclusión (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 

[UARIV], 2025)  (DANE, 2025)2. Este fenómeno ha afectado tanto a las zonas rurales como 

urbanas, dejando a su paso rezagos en la garantía de derechos fundamentales como la 

vivienda, la educación, la salud, la generación de ingresos y el acceso a tierras. A pesar de 

los avances normativos e institucionales para su atención, aún persisten barreras 

institucionales, socioeconómicas, culturales, participativas y de revictimización, que 

limitan la reconstrucción de los proyectos de vida de la población desplazada, restringen 

su autonomía frente al Estado e impiden su integración sostenible en los territorios de 

asentamiento. 

Esta situación impacta negativamente en el desarrollo de sus proyectos de vida y 

evidencia la necesidad urgente de una política pública orientada a la transformación de 

estas condiciones. El análisis realizado muestra que estas barreras se expresan en tres 

dimensiones que se traducen en los ejes problemáticos de la política. En primer lugar, se 

encuentran las barreras institucionales relacionadas con la débil coordinación intersistémica 

y entre entidades a nivel nacional, la fragmentación operativa con las autoridades territoriales 

y la baja capacidad de gestión y generación de información en materia de desplazamiento 

forzado. En segundo lugar, las barreras socioeconómicas que limitan el acceso y la calidad 

de los servicios sociales relacionados con subsistencia mínima, generación de ingresos, 

formalización y tenencia de tierras, vivienda y hábitat, educación y salud, dirigidos a la 

población desplazada; y finalmente, las barreras culturales, participativas y de 

revictimización, que debilitan el tejido social, las capacidades sociales y comunitarias de las 

personas desplazadas y de las comunidades de acogida en los territorios donde deciden 

asentarse.  

En el marco de esta realidad, el presente documento CONPES propone una Política de 

Soluciones Duraderas para la población desplazada que parte de los aprendizajes y 

experiencias de implementación de políticas que se han dado en los últimos 30 años.  

Entre los principales antecedentes de esta política se encuentran los desarrollos 

normativos y jurisprudenciales que han estructurado la respuesta del Estado colombiano frente 

 
2   El cálculo se hizo a partir de las cifras de población desplazada que reposa en el RUV con corte a 31 de 

octubre de 2025, en relación con la población total de Colombia es la proyección del DANE para 2025. 
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al desplazamiento forzado interno. La Ley 387 de 19973 y la Sentencia T-025 de 2004 

de la Corte Constitucional reconocieron el carácter estructural del desplazamiento 

forzado y declararon el Estado de Cosas Inconstitucional (ECI), ordenando la adopción 

de medidas integrales, coordinadas y sostenidas para la garantía de derechos. En 

desarrollo de dicho seguimiento, el Auto 383 de 2010 identificó, como uno de los principales 

obstáculos persistentes, la débil coordinación entre los niveles nacional y territorial, así como 

la rigidez de la oferta institucional, señalando la necesidad de flexibilizar las intervenciones 

y adaptarlas a las realidades locales para asegurar la sostenibilidad de estas. La Ley 1448 

de 20114, junto con los decretos ley étnicos 46335, 46346 y 46357 de 2011, consolidó un 

marco jurídico integral de atención, asistencia y reparación a las víctimas con enfoque 

diferencial, el cual fue reglamentado a través del Decreto 1084 de 20158. En este contexto, 

el Auto 373 de 2016 realizó una valoración técnica del ECI y concluyó que, pese a los 

avances normativos e institucionales, persistían barreras estructurales en ámbitos como 

vivienda, generación de ingresos, retornos, reubicaciones, integración local, prevención y 

protección, evidenciando la necesidad de fortalecer la articulación interinstitucional y de 

orientar la acción estatal hacia resultados sostenibles. Estos desarrollos fueron posteriormente 

actualizados mediante el CONPES 4031 Política Nacional de Atención y Reparación Integral 

a las Víctimas9 de 2021 y profundizados con la Ley 2421 de 202410, que incorpora de 

manera expresa el enfoque de soluciones duraderas como eje orientador de la política 

pública. 

Todas estas apuestas y sus aprendizajes permiten llegar a un nuevo modelo en la 

generación de respuestas institucionales y abordajes del desplazamiento forzado en el país; 

sin embargo, estas se basan en modelos asistencialistas. El valor agregado de este 

documento CONPES radica en el tránsito de estos modelos asistencialistas a estrategias 

 
3 Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, 

consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de 

Colombia. 

4 "Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 

interno y se dictan otras disposiciones." 

5 Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de derechos 

territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas. 

6 Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y restitución de tierras a las víctimas 

pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano. 

7 Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de tierras a las 

víctimas pertenecientes a NARP. 

8 l Sector de Inclusión Social y Reconciliación" 

9 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4031.pdf 

10 "Por la cual se modifica la ley 1448 de 2011 y se dictan otras disposiciones sobre reparación a las víctimas 

del conflicto armado interno" 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=43043#1448
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de estabilización sostenibles que fortalezcan la autonomía, el arraigo territorial y la 

reconstrucción del tejido social a partir del direccionamiento de la respuesta del Estado 

en áreas específicas del territorio nacional.  

Adicionalmente, este documento recoge las voces de 2.550 personas víctimas de 

desplazamiento forzado y de otras organizaciones de la sociedad civil que constituyen 

las comunidades de acogida, quienes, de manera presencial en 14 encuentros 

territoriales, y de forma remota mediante la consulta virtual, hicieron 128 propuestas, 

que en su mayoría están recogidas en este documento, tanto en el diagnóstico como en 

las acciones presentadas en el Plan de Acción y Seguimiento (PAS). Además, se realizaron 

3 reuniones con el Comité de Desplazamiento Forzado de la Mesa Nacional de Participación 

Efectiva de las Víctimas, en las cuales se discutió de manera detallada el documento y las 

acciones propuestas que buscan garantizar los derechos de las víctimas de desplazamiento 

forzado en el país.   

De esta forma, esta política adopta como principio rector la articulación 

intersistémica, territorial y comunitaria y se fundamenta en cinco elementos catalizadores: 

generación de ingresos; vivienda y hábitat; tierras y desarrollo rural; educación y salud; 

y cohesión social. Para llevar a cabo su objetivo, este documento plantea tres objetivos 

específicos: (i) Superar las barreras institucionales a través del fortalecimiento de la 

coordinación Intersistémica, la articulación institucional a nivel nacional y entre niveles de 

gobierno, y la gestión y generación de información sobre desplazamiento forzado, para 

garantizar una implementación efectiva y coherente de la política de atención a la población 

desplazada; (ii) superar las barreras socioeconómicas para garantizar la disponibilidad y el 

acceso de los servicios sociales de subsistencia mínima, la generación de ingresos 

sostenibles, la formalización y tenencia de la tierra, la vivienda digna, el hábitat, la educación 

y la salud; y (iii) superar las barreras culturales, participativas y de revictimización para 

fortalecer el tejido social y las capacidades comunitarias de la población desplazada y de 

las comunidades de acogida en los territorios de asentamiento.  

Este documento se organiza en seis secciones, incluida la presente introducción. La 

segunda sección expone los antecedentes normativos y de política pública asociados a la 

respuesta del Estado para atender a la población desplazada, así como la justificación de la 

necesidad de construcción de este documento. En la tercera sección, se desarrolla el marco 

conceptual construido sobre seis principios que guían la definición de la política de soluciones 

duraderas en Colombia. La cuarta sección presenta el diagnóstico, en el que se consolidan 

las principales problemáticas relacionadas con el desplazamiento forzado en Colombia y los 

desafíos estructurales que enfrenta la población desplazada lo que justifica la elaboración 

de este documento. La quinta sección define la política en relación con sus objetivos, las 
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líneas de acción y las estrategias orientadoras para su implementación. Finalmente, la sexta 

sección plantea las recomendaciones al Consejo Nacional de Política Económica y Social 

(CONPES). 

2. ANTECEDENTES Y JUSTIFICACIÓN 

2.1. Antecedentes 

Desde 1993 Colombia ha venido desarrollando un conjunto amplio de instrumentos 

normativos, programáticos e institucionales dirigidos a la atención, asistencia y 

reparación de la población desplazada por la violencia11. Estos esfuerzos han estado 

marcados por hitos importantes que han definido la evolución de la política pública, desde 

sus primeras respuestas humanitarias hasta el desarrollo de sistemas más complejos de 

atención integral, restitución de derechos y garantías de no repetición.  

Con el propósito de ofrecer un balance riguroso y coherente de los antecedentes 

relevantes para la formulación de esta política pública, este apartado se estructura en 

cuatro bloques cronológicos. Cada uno de ellos identifica los desarrollos normativos y 

programáticos más significativos, analiza sus alcances y limitaciones, y destaca los 

aprendizajes clave que justifican la necesidad de un nuevo marco de política pública. Esta 

revisión inicia con el período 1993-2004, centrado en la consolidación del marco jurídico 

inicial; continúa con el período 2004-2010, caracterizado por el fortalecimiento institucional 

y la intervención de la Corte Constitucional; luego, se aborda el período 2011-2016, en el 

que se realizó una transformación sustantiva en la arquitectura normativa, institucional y 

programática del Estado colombiano frente al desplazamiento forzado; seguido del periodo 

 
11 No obstante, es importante destacar que el problema público de las personas afectadas por la violencia puede 

rastrearse desde el año 1948, cuando tras el 9 de abril se crea una Junta Informadora de Daños y Perjuicios con 

hubo cientos de reclamaciones de comerciantes, propietarios, miembros de partidos políticos y la iglesia católica 

 ni se consideró de 

importancia. Durante el periodo comprendido entre 1953 y 1962, en el marco de crecimiento de la violencia 

bipartidista, se crea una Oficina Asesora de Rehabilitación y Socorro que tuvo como propósito atender a personas 

desplazadas, comunidades en territorios donde hubo procesos de pacificación (recordar los procesos de entrega 

de armadas de las guerrillas del Llano) bajo un enfoque higienista, asistencialista y de caridad. En el 58 se crea 

la Comisión Especial de Rehabilitación para operar en cinco departamentos donde se había establecido el Estado 

de Sitio y tenía rubros para obras públicas, educación, obras para comunidades campesinas, vivienda, 

colonización y parcelaciones. Finalmente, entre 1970 y 1991, y tras procesos de represión y el crecimiento de 

la violencia estatal y el conflicto armado, se constituyen voces testimoniales que tuvieron repercusión en el 

acogimiento de marcos internacionales, el surgimiento del movimiento por la defensa de los derechos humanos y 

la consolidación del sujeto víctima  asociado a casos de desaparición forzada, homicidio y desplazamiento 

forzado (Espinosa, 2021). 
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2016-2021 que aborda el acuerdo de paz y nuevos instrumentos de transformación 

territorial; finalmente, se incluye el período 2021-2024, en el que se empieza a consolidar 

una agenda hacia la implementación de Soluciones duraderas.  

 

2.1.1. Primeros desarrollos normativos e institucionales (1993 - 2004) 

Si bien la población desplazada no fue contemplada explícitamente como sujeto 

de un instrumento normativo e institucional específico antes de 1997, ciertos desarrollos 

previos constituyeron una base fundamental para la construcción posterior de políticas 

dirigidas a este grupo. La Ley 70 de 199312, conocida como Ley de Comunidades Negras, 

es un hito jurídico que, aunque no formulado en clave de desplazamiento forzado, permitió 

sentar precedentes sobre el reconocimiento de derechos territoriales colectivos, 

particularmente relevantes en contextos de despojo y migración forzada. A través de esta ley 

se habilitó la titulación colectiva de tierras para comunidades afrodescendientes, lo cual fue 

utilizado posteriormente por comunidades desplazadas para mitigar los impactos del 

conflicto armado y garantizar procesos de permanencia o retorno dignos en varias regiones 

del país. Asimismo, la creación de la Red de Solidaridad Social en 1994, aunque orientada 

a la atención de población en situación de pobreza extrema, debió ajustar su intervención 

ante el aumento de desplazamientos forzados, atendiendo de manera emergente 

necesidades humanitarias y facilitando mecanismos de apoyo en alimentación, vivienda y 

empleo para una población que, si bien no estaba reconocida como tal, comenzaba a 

visibilizarse como un nuevo grupo sujeto de atención diferencial. Estos desarrollos, aunque 

incipientes, marcaron los primeros acercamientos institucionales y normativos que, más 

adelante, darían paso a la consolidación de un marco legal específico para la atención a 

víctimas del desplazamiento forzado. 

Entre 1997 y 2004, Colombia dio los primeros pasos para la configuración de una 

política de atención al desplazamiento forzado, reconociéndolo como un hecho 

victimizante derivado del conflicto armado. La Ley 387 de 1997 fue el principal hito 

normativo de este periodo, al establecer el marco para la prevención, atención, protección y 

estabilización socioeconómica de la población desplazada. Esta ley también introdujo 

principios rectores para la acción del Estado en esta materia e impulsó la creación del Sistema 

Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada (SNAIPD) y de manera particular 

la herramienta de reconocimiento denominada Registro Único de Población Desplazada, 

 
12 "Por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Constitución Política. El Congreso de Colombia" 
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reglamentado mediante el Decreto 2569 del 200013 y que sirvió de base para el actual 

Registro Único de Víctimas (RUV). 

Durante este periodo, la respuesta estatal estuvo caracterizada por un enfoque 

predominantemente asistencial, centrado en la entrega de ayuda humanitaria de 

emergencia y con limitadas capacidades institucionales para avanzar hacia la 

estabilización socioeconómica de la población desplazada, que, para la década de los 

90, creció considerablemente14. Se crearon algunas instancias de coordinación 

interinstitucional, pero sin claridad sobre competencias y sin mecanismos de seguimiento 

robustos. La acción estatal careció de articulación territorial y de un enfoque de derechos, y 

las víctimas fueron atendidas bajo un modelo que las concebía principalmente como 

beneficiarias pasivas de asistencia. Al finalizar esta etapa, aunque se había avanzado en el 

reconocimiento normativo del fenómeno, persistían importantes brechas en la coordinación 

institucional y en la respuesta integral a los derechos fundamentales de la población 

desplazada. 

2.1.2. Fortalecimiento institucional en respuesta al Estado de Cosas Inconstitucional 

declarado por la Corte Constitucional (2004 - 2010) 

Durante este periodo la Corte Constitucional emitió la Sentencia T-025 de 2004 y 

sus respectivos autos de seguimiento, pronunciamiento que marcó un hito fundamental 

para el desarrollo de la política pública hacia la población desplazada en Colombia. 

Esta sentencia declaró el ECI frente a la respuesta del Estado a la crisis humanitaria del 

desplazamiento forzado, y marcó un punto de inflexión al posicionar de manera estructural 

y jurídica los derechos de esta población en la agenda pública.  

En el plano de política pública, durante este periodo se expidió el CONPES 100 

Lineamientos Para La Focalización Del Gasto Público Social15 de 2006, que estableció 

lineamientos para la focalización del gasto social, con criterios de identificación, 

selección y asignación que permitieron encaminar la oferta institucional hacia la 

población desplazada, reconociéndola como población en condición de vulnerabilidad. 

Aunque no se centra exclusivamente en esta población, el documento contribuyó a que 

programas sociales como subsidios, alimentación escolar, atención a la infancia y adultos 

mayores se dirigieran de forma prioritaria a la población desplazada. No obstante, se 

 
13 Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 387 de 1997 y se dictan otras disposiciones.  

14 El final de esta década estuvo marcado por una alta intensidad del conflicto armado y gravísimas afectaciones 

a poblaciones en todo el territorio nacional, según el Registro Único de Víctimas entre 1997 y 2005 se presentó 

el desplazamiento forzado de 4.343.284 personas, cerca del 50 % del total de víctimas registradas desde 1985 

a 2024.  

15 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Social/100.pdf  

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Social/100.pdf
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mantuvo también el enfoque asistencialista que la institucionalidad le brindó a este tipo de 

entrega de bienes o servicios estatales. 

Por su parte, el Auto 092 de 2008 representó un hito específico en la garantía de 

derechos de las mujeres desplazadas, al documentar los impactos diferenciados del 

conflicto armado sobre ellas mediante la identificación de diez riesgos de género y 

dieciocho facetas de género del desplazamiento. Este auto exigió al Estado el diseño de 

políticas específicas que abordaran los patrones de violencia, victimización, exclusión 

económica y social, y las barreras para el ejercicio pleno de derechos. No obstante, los 

desarrollos institucionales y programáticos posteriores han sido insuficientes para revertir de 

manera efectiva esta situación, perpetuando la desigualdad de esta población en los 

territorios de acogida de población desplazada 

A partir del fallo de la Sentencia T-025 de 2004 mencionada anteriormente, la Corte 

emitió una serie de autos que no solo reconocieron las deficiencias estructurales del Estado 

colombiano para atender integralmente a esta población, sino que también exigieron el 

diseño de políticas con enfoque diferencial, mayor asignación de recursos y ajustes 

institucionales para lograr su plena inclusión y reparación. Uno de los avances más 

significativos fue el desarrollo progresivo del enfoque diferencial, evidenciado en autos 

como el 251 de 2008, que ordenó medidas específicas para la protección de los 

derechos de Niños, Niñas y Adolescentes (NNA) desplazados como el acceso efectivo a 

salud, educación, alimentación, vivienda y recreación, reconociendo que son las víctimas 

más indefensas y que enfrentan riesgos estructurales que afectan su desarrollo integral . 

En 2009, se emitieron tres autos estratégicos: el Auto 004 orientado a pueblos indígenas y 

que advierte riesgos de exterminio físico y cultural; el Auto 005 centrado en comunidades 

afrodescendientes y los impactos del desplazamiento en estas; y el Auto 006, que abordó la 

situación de las personas desplazadas con discapacidad y la necesidad de reforzar su 

protección. Cada uno de estos fallos visibilizó la necesidad de una respuesta ajustada a las 

condiciones particulares de estos grupos, señalando que la atención brindada hasta ese 

momento no contemplaba de manera efectiva sus derechos ni sus formas organizativas y 

culturales. A pesar de estas orientaciones jurisprudenciales, el enfoque diferencial mantuvo 

un carácter más normativo que operativo, sin lograr una transformación estructural de la 

oferta institucional, razón por la cual, a la fecha, el ECI aún se mantiene. 

 Más adelante, el CONPES 3616 Lineamientos de la Política de Generación de 

Ingresos para la Población en Situación de Pobreza Extrema y/o Desplazamiento16 de 

2009 se constituyó en el primer esfuerzo explícito por formular una política pública para 

 
16 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3616.pdf 



 

 

 

 

18 

 

 

 

la generación de ingresos y la estabilización socioeconómica de la población 

desplazada. Este documento reconoció la interrelación entre las políticas de tierras, vivienda 

y empleo, y planteó una estrategia articulada con enfoque territorial y de inclusión productiva. 

Sin embargo, tal como lo señaló posteriormente la Corte en el Auto 395 de 2015, la 

implementación de este CONPES fue limitada, sin avances significativos en la armonización 

sectorial, ni en la sostenibilidad de la oferta. La política propuesta no logró articularse con 

los marcos institucionales que surgirían tras la Ley 1448 de 2011, y quedó relegada en la 

transición institucional posterior. 

Finalmente, el Auto 383 de 2010 abordó de forma directa la débil coordinación 

entre los niveles nacional y territorial, señalando la necesidad urgente de flexibilizar la 

oferta institucional y adaptar los mecanismos de atención a las realidades locales . Esta 

falta de articulación ha sido uno de los principales obstáculos estructurales que ha persistido 

en el tiempo, dificultando la sostenibilidad de los procesos de retorno, reubicación o 

integración local. 

Este periodo fue crucial para posicionar de forma definitiva a la población desplazada 

como sujeto de especial protección constitucional, para avanzar en la adopción formal del 

enfoque diferencial, y para generar instrumentos de política que intentaran responder a sus 

necesidades de estabilización socioeconómica. Sin embargo, los desarrollos en este 

periodo adolecieron de una débil implementación, escasa articulación interinstitucional 

y limitada apropiación territorial, dejando pendientes asuntos que se esperaba se 

solucionaran con los instrumentos creados en el siguiente periodo.  

2.1.3.  Transformación sustantiva en la arquitectura normativa, institucional y 

programática del Estado colombiano frente al desplazamiento forzado (2011 - 

2016) 

La expedición de la Ley 1448 de 2011, conocida como la Ley de Víctimas y 

Restitución de Tierras fue producto de un proceso político y social que, tras varios intentos 

legislativos fallidos, logró consolidar un marco jurídico que reconoce a las víctimas del 

conflicto armado interno, estableciendo mecanismos de reparación integral y, por 

primera vez, incorporando de forma transversal un enfoque de derechos. Esta ley introdujo 

la restitución de tierras como componente central de la reparación y amplió la noción de 

daño para las víctimas, reconociendo no solo perjuicios individuales, sino también colectivos 

y estructurales. Esta norma fue reglamentada inicialmente mediante el Decreto 4800 de 

201117, que organizó el funcionamiento del Sistema Nacional de Atención y Reparación 

 
17 Por el cual se reglamenta la Ley 1448 de 2011 y se dictan otras disposiciones. 



 

 

 

 

19 

 

 

 

Integral a las Víctimas (SNARIV) y estableció los principios de corresponsabilidad entre 

niveles de gobierno. 

De manera complementaria, los Decretos Leyes 4633, 4634 y 4635 de 2011 

reconocieron las especificidades étnicas de los pueblos indígenas, Rrom y comunidades 

negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras (NARP), estructurando mecanismos 

diferenciados de atención, asistencia y reparación colectiva e individual. Aunque su 

adopción supuso un avance normativo sin precedentes en materia de enfoque diferencial, la 

implementación ha estado marcada por la lentitud institucional, la limitada asignación de 

recursos y los desafíos en el reconocimiento efectivo de las autoridades étnicas como 

interlocutores válidos. 

Por otro lado, con el propósito de asegurar la viabilidad financiera del nuevo marco 

normativo, el CONPES 3712 Plan de Financiación para la Sostenibilidad de la Ley 

144818 de 2011 proyectó escenarios de gasto y fuentes de financiación para garantizar 

la sostenibilidad fiscal de las medidas de atención y reparación. Posteriormente, el 

CONPES 3726 Lineamientos, Plan de Ejecución de Metas, Presupuesto y Mecanismo de 

Seguimiento para el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a Víctimas19 de 2012 

definió el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, con metas 

específicas, presupuesto y un mecanismo de seguimiento. No obstante, una evaluación 

realizada por el Departamento Nacional de Planeación (DNP) en 2021 identificó múltiples 

deficiencias como la baja calidad de los reportes institucionales, la ineficiencia en la 

ejecución presupuestal, el solapamiento de competencias, la falta de articulación entre niveles 

de gobierno y la ausencia de criterios robustos de focalización (DNP, 2021). Estas fallas 

impactaron negativamente el cumplimiento de metas en estabilización socioeconómica y 

generación de ingresos, poniendo en evidencia las tensiones entre la ambición normativa y 

la capacidad operativa del Estado. 

En el ámbito del enfoque de género, el CONPES 3784 Lineamientos de Política 

Pública para la Prevención de Riesgos, la Protección y Garantía de los Derechos de las 

Mujeres Víctimas del Conflicto Armado20 de 2013 buscó articular la Ley 1448 con la Ley 

1257 de 200821, incorporando instrumentos como guías, protocolos y acciones 

formativas. Sin embargo, su enfoque operativo fue limitado, dado que solo una tercera parte 

 
18 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3712.pdf  
19 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3726.pdf  
20 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3784.pdf  

21 Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación 

contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras 

disposiciones 

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3712.pdf
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3726.pdf
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3784.pdf
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=6388#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5387#0
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de sus acciones implicaban intervenciones directas. A pesar de su existencia, la Corte 

Constitucional advirtió en el Auto 009 de 2015 que las medidas adoptadas no habían tenido 

un impacto sustantivo en la prevención y atención de la violencia sexual, persistiendo así el 

incumplimiento de la orden tercera del Auto 092 de 2008. 

Durante este periodo también se desarrollaron los primeros esfuerzos institucionales 

para medir de manera objetiva la Superación de la Situación de Vulnerabilidad (SSV) de las 

personas desplazadas. El Capítulo 5 del Decreto 1084 de 2015 definió criterios técnicos 

para evaluar esta superación dentro de procesos de retorno, reubicación o integración 

local. Esta iniciativa fue complementada por la Resolución 1126 de 201522 de la Unidad 

para las Víctimas, que estableció una medición sobre siete derechos fundamentales 

(identificación, educación, salud, alimentación, vivienda, reunificación familiar y generación 

de ingresos), más una valoración de condiciones de seguridad y un indicador global de 

restablecimiento. No obstante, estas herramientas fueron objeto de crítica por parte de 

organizaciones sociales y sentencias judiciales, debido a la falta de integralidad en sus 

indicadores y la ausencia de un marco participativo robusto en su aplicación. 

El Auto 373 de 2016 constituye otro hito en este periodo, al realizar una valoración 

técnica del ECI. Este auto diferenció entre el análisis de resultados, centrado en indicadores 

de goce efectivo de derechos, y el análisis de procesos, enfocado en el cumplimiento de 

órdenes estructurales, definiendo umbrales de comparabilidad y sistematizando las 

principales barreras institucionales. La Corte concluyó que, si bien se habían registrado 

avances en ciertos componentes, persistían obstáculos estructurales en los ejes de retornos, 

reubicaciones, integración local, vivienda, generación de ingresos, prevención y protección. 

Estas falencias evidenciaron que los esfuerzos institucionales, aunque relevantes, no habían 

sido suficientes para transformar estructuralmente las condiciones de vida de la población 

desplazada. 

El SNARIV no logró consolidarse como un sistema de gobernanza efectivo, y las 

entidades continuaron operando de manera sectorizada, con lógicas de intervención no 

convergentes. La planificación seguía estando disociada de los sistemas de inversión 

territorial, y no se consolidó una estrategia clara de medición de resultados. A pesar de la 

voluntad política y del marco normativo avanzado, la falta de articulación y las limitaciones 

operativas debilitaron la capacidad transformadora de la política. 

2.1.4.  El Acuerdo Final de Paz y nuevos instrumentos de transformación territorial (2016 

- 2021) 

 
22 Por la cual se adoptan los criterios técnicos de evaluación de la superación de la situación de vulnerabilidad y 

el índice Global de Restablecimiento Social y Económico de las víctimas de desplazamiento forzado 
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La firma del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto en 2016 trajo consigo 

una serie de instrumentos orientados a transformar estructuralmente los territorios más 

afectados por la violencia, la pobreza y el abandono estatal. Entre estos se destacan los 

Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), el Plan Marco de Implementación, el 

Fondo Colombia en Paz y el Programa Nacional Integral de Sustitución de cultivos de uso 

ilícito. 

Estos instrumentos tenían un potencial transformador significativo para la población 

desplazada. Sin embargo, su desconexión con la política de víctimas impidió generar 

sinergias efectivas. Se identificaron superposiciones normativas, ausencia de 

interoperabilidad de sistemas de información, y duplicidad de esfuerzos en el territorio. No 

se contaba con un mecanismo de coordinación efectivo que articulara el SNARIV con los 

instrumentos del Acuerdo, ni se definió una estrategia de convergencia entre los objetivos 

de verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición, y las intervenciones en clave 

de desarrollo territorial. 

Por otra parte, y relacionado con uno de los elementos centrales de la estabilización 

socioeconómica de la población desplazada como lo es la inclusión productiva, el 

CONPES 4011 Política Nacional de Emprendimiento23 de 2020 identificó barreras 

estructurales que enfrentan las unidades económicas de población víctima del conflicto 

armado, como el bajo desarrollo de habilidades blandas, la ausencia de 

acompañamiento psicosocial y la falta de lineamientos claros para integrar este enfoque 

en los programas de generación de ingresos. También evidenció obstáculos relacionados 

con la focalización deficiente, la desinformación y la rigidez de los requisitos de acceso a 

programas productivos. En respuesta, se formularon acciones específicas dirigidas a esta 

población, tales como el diseño de estrategias de acompañamiento psicosocial, el 

fortalecimiento de iniciativas de desarrollo productivo, y la implementación de herramientas 

tecnológicas para impulsar el emprendimiento, aunque sin mecanismos diferenciados de 

seguimiento. 

Por su parte, el CONPES 4031 Política Nacional de Atención y Reparación Integral 

a Las Víctimas24 de 2021, aunque aprobado al final del periodo, fue resultado de un 

proceso interinstitucional iniciado en años anteriores y constituyó un instrumento clave 

para la actualización de la Política Pública de Víctimas (PPV) hasta el 2031. Este 

documento introdujo acciones para prevenir nuevas afectaciones, mejorar condiciones 

socioeconómicas y optimizar el acceso a medidas de reparación integral. Además, planteó 

el fortalecimiento de la estrategia de corresponsabilidad como mecanismo de articulación 

 
23 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4011.pdf  
24 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4031.pdf  

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4011.pdf
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4031.pdf
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entre niveles de gobierno. Sin embargo, su implementación ha enfrentado limitaciones en el 

seguimiento técnico y financiero, dificultades metodológicas y debilidades en los reportes 

periódicos, lo que ha restringido su capacidad transformadora en los territorios. 

2.1.5. Consolidación de una agenda técnica hacia las Soluciones Duraderas (2021 - 

2024) 

Durante el periodo más reciente, Colombia ha consolidado avances fundamentales 

para el desarrollo de una política pública de soluciones duraderas, en respuesta a los 

llamados de la Corte Constitucional y al mandato establecido en el Plan Nacional de 

Desarrollo (PND) 2022 2026 Colombia Potencia Mundial de la Vida. Un primer hito fue 

el Auto 310 de 2023, en el cual la Corte sugiere al Gobierno una nueva metodología de 

seguimiento, basada en análisis estructural de obstáculos institucionales y la formulación de 

soluciones efectivas. Este ejercicio orientó el informe entregado por el Gobierno nacional en 

2024, en respuesta al auto 310 de 2023, y permitió integrar un enfoque explícito de 

soluciones duraderas a través de un plan de acción por componentes. 

Ese mismo año, la Ley 2343 de 202325 amplió los plazos para la declaración de 

víctimas, mientras que la Ley 2421 de 2024 introdujo, por primera vez en el marco 

normativo, la Estrategia Integral de Intervención Territorial de Soluciones Duraderas26. 

Esta disposición reconoce el retorno, la reubicación y la integración local como rutas válidas 

y complementarias, asignando competencias específicas a entidades nacionales, definiendo 

mecanismos de corresponsabilidad y estableciendo la necesidad de ajustes normativos en 

áreas como vivienda, ingresos, educación, salud y acceso a tierras. A su vez, plantea el 

relacionamiento con sociedad civil, cooperación y sector privado, y promueve esquemas de 

intervención basados en criterios de focalización territorial. 

En este contexto, el PND 2022-2026, Colombia Potencia Mundial de la Vida, 

incorporó el enfoque de soluciones duraderas como una estrategia de estabilización 

socioeconómica para las víctimas, especialmente en los derechos de vivienda y 

generación de ingresos. El plan define apuestas programáticas alineadas con la reparación 

transformadora, la superación de vulnerabilidad y la garantía de derechos con enfoque 

étnico y territorial. Igualmente, introdujo instrumentos novedosos como las Asociaciones 

 
25 Por medio del cual se modifican los artículos 61 y 155 de la ley 1448 de 2011, y se amplían los términos 

para declarar ante el ministerio público 
26 La Ley 2421 de 2024, en su artículo 62, señala que, el enfoque de soluciones duraderas deberá estar 

 vulnerabilidad de la población víctima de desplazamiento 

forzado, de manera que puedan construir proyectos de vida digna desde una perspectiva de sostenibilidad en 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=43043#61
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=43043#155
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=43043#1448
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Público-Populares (APPo) para facilitar la vinculación de comunidades excluidas a las 

compras públicas, reforzando mecanismos de inclusión económica. 

De igual forma, el PND 2022-2026 plantea mecanismos en materia de seguridad 

humana y reparación integral para fortalecer los procesos más rezagados y con más 

impacto en la reparación y reconstrucción de los proyectos de vida como lo son los 

procesos de retorno y reubicación, así como la restitución de tierras y de derechos 

territoriales; de tal forma que se revierta el desarraigo ocasionado por el desplazamiento 

forzado. En estos se plantea que las soluciones duraderas y sostenibles serán fundamentales 

para la identificación de necesidades, la focalización de la atención y el seguimiento a los 

resultados de la oferta del estado para la garantía de los derechos a la vivienda y la 

generación de ingresos. 

El Decreto 1470 de 202427 del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio, que 

establece el programa Barrios de Paz, articula la política de paz, la política de vivienda 

y el ordenamiento territorial, con un enfoque integral de intervención urbana y rural 

coherente con los principios de soluciones duraderas. Por su parte, la Sentencia T-105 de 

2025, relacionada con los derechos territoriales de comunidades afrodescendientes en zonas 

de baja mar, representa un hito jurisprudencial para la formalización del hábitat de 

comunidades étnicas víctimas del desplazamiento, ampliando el debate sobre el acceso y 

protección territorial. Todo lo anterior configura un momento propicio para consolidar una 

política pública que dé respuesta estructural y sostenible a los efectos prolongados del 

desplazamiento forzado en Colombia. 

 Adicionalmente, pese al importante desarrollo normativo e institucional que 

Colombia ha consolidado desde 1993 en materia de atención, asistencia y reparación 

integral a la población desplazada, reflejado en avances como el fortalecimiento del 

enfoque diferencial, la creación del SNARIV, la implementación de la Ley 1448 de 2011 

y sus decretos reglamentarios, así como la reciente incorporación del enfoque de 

soluciones duraderas en la Ley 2421 de 2024 y en el PND 2022 2026, los resultados 

obtenidos han sido insuficientes para garantizar la superación estructural y sostenible del 

desplazamiento forzado. Las políticas públicas implementadas en más de 25 años han 

evidenciado avances importantes en la visibilización del fenómeno, la creación de marcos 

de protección y la canalización de recursos, pero no han logrado revertir las causas 

profundas ni cerrar las brechas que enfrentan las personas desplazadas en su acceso a 

derechos fundamentales ni garantizar condiciones estables para su integración local, retorno 

 
27 Por el cual se reglamenta el artículo 298 de la Ley 2294 de 2023 y se dictan otras disposiciones 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=209510#298
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=209510#2294
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o reubicación, tal como puede evidenciarse en el mantenimiento del ECI por parte de la Corte 

Constitucional.  

Esta trayectoria evidencia que, si bien existe una arquitectura normativa y 

programática robusta, persisten fallas estructurales en materia de articulación 

interinstitucional, eficiencia en la implementación, focalización territorial y sostenibilidad 

de las intervenciones. En consecuencia, se hace necesario consolidar una política pública 

específica que aborde estas limitaciones desde un enfoque integral, intersectorial y basado 

en resultados, capaz de traducir el reconocimiento de derechos en transformaciones tangibles 

en la vida de las personas desplazadas y en los territorios que habitan.  

2.2. Justificación  

Colombia ha sido un referente global en la atención a la población desplazada, 

consolidando un marco normativo e institucional robusto que ha permitido avances 

significativos en asistencia, atención y reparación integral de las víctimas. Sin embargo, la 

persistencia de crisis humanitarias derivadas de la violencia en varias regiones del país, 

sumada a la prevalencia de vulnerabilidades en la población desplazada, sigue 

limitando el goce efectivo de sus derechos. Las desigualdades estructurales, la exclusión y 

la precariedad de sus condiciones de vida exigen una revisión profunda de los esfuerzos 

realizados y el diseño de estrategias más eficaces que cierren brechas y faciliten la 

construcción de soluciones duraderas. Esto implica transformar las respuestas institucionales 

y fortalecer las capacidades sociales para que las personas desplazadas puedan 

reconfigurar sus proyectos de vida, integrarse y generar impactos positivos en los territorios 

y comunidades de acogida o de retorno.  

De esta forma, los avances normativos y la evolución de las políticas públicas para la 

atención de la población desplazada, descritos en la sección anterior, han sido 

fundamentales para el reconocimiento de los derechos de las personas víctimas de 

desplazamiento forzado. No obstante, persisten retos en materia de coordinación 

institucional y en el acceso y disponibilidad de estos derechos, por lo que aún es 

necesario aunar esfuerzos que permitan superar las condiciones de vulnerabilidad de 

esta población.  

Como se mencionó antes, el documento CONPES 4031 de 2021, estableció la política 

pública de atención, asistencia y reparación para las víctimas con un horizonte temporal 

hasta el 2031, pero en su diseño persiste un enfoque asistencialista, y no se plantean 

acciones que modifiquen y profundicen las necesarias coordinaciones y armonización de 

las acciones tendientes a la superación de la dependencia de las personas desplazadas 

de subsidios estatales.  
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En este sentido, implementar el enfoque de Soluciones Duraderas en Colombia implica 

reconocer la importancia de garantizar sostenibilidad en los procesos de retorno, reubicación 

e integración local de la población desplazada, así como de promover una acción estatal 

más coherente y efectiva a partir de iniciativas estratégicas estructuradas en torno a los 

derechos que presentan mayores rezagos y suponen la agudización de las situaciones de 

vulnerabilidad y carencias de las personas desplazadas. Es así como esta política busca 

profundizar las acciones institucionales que conduzcan a la garantía plena de los 

derechos en los componentes de vivienda y hábitat, generación de ingresos; tierras y 

desarrollo rural; educación y salud y fortalecimiento del tejido social, aquellos donde 

existen bajos niveles de cumplimiento y que no han sido abordados de manera integral 

en el marco de la arquitectura institucional desarrollada para la atención a víctimas.   

De igual manera, es fundamental comprender no solamente los aspectos poblacionales 

individuales y colectivos de las personas desplazadas, sino también las dimensiones físicas 

y los contextos específicos en los que se desenvuelven y en los que buscan rehacer sus 

proyectos de vida. Sólo así será posible entender cómo las condiciones, dinámicas y factores 

externos influyen en el alcance de soluciones duraderas en Colombia. Por esta razón, esta 

política propone una combinación entre un enfoque de área28, que asume el territorio 

como unidad fundamental de intervención y permite comprender de manera integrada 

los factores poblacionales, sociales y culturales que inciden en la sostenibilidad de las 

soluciones, con una priorización de derechos clave de las personas desplazadas y sus 

comunidades de acogida. Así, se busca superar la fragmentación de la oferta institucional 

y garantizar que las intervenciones sean duraderas, estructurales y que respondan a las 

realidades y necesidades diversivas, en lugar de respuestas de carácter asistencialista y 

temporales. Con ello, esta política no solo busca cerrar las brechas históricas, sino que 

impulsa una transformación integral que garantice condiciones dignas y oportunidades reales 

para la reconstrucción de sus proyectos de vida. Además, reconoce que los cinco elementos 

catalizadores son interdependientes y deben abordarse de manera conjunta y coherente para 

garantizar una respuesta sostenible. La articulación de estos componentes permite que las 

soluciones no solo atiendan necesidades inmediatas, sino que fomenten un entorno propicio 

para el desarrollo individual, comunitario y nacional a largo plazo, fortaleciendo la 

resiliencia de las comunidades.  

El presente CONPES surge como una respuesta a los desafíos que persisten a pesar 

de los esfuerzos, proponiendo abordar las deficiencias en la articulación 

interinstitucional, la falta de sostenibilidad en los procesos de estabilización 

 
28 La definición conceptual y los alcances del enfoque de área se desarrollan en detalle en el marco conceptual 

del presente documento. 
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socioeconómica y la desconexión entre la oferta estatal y las necesidades reales de la 

población desplazada. A través del enfoque de área y la priorización de derechos clave, 

se busca superar la fragmentación de la oferta institucional y garantizar que las 

intervenciones sean sostenibles y estructurales, en lugar de respuestas temporales. Asimismo, 

permite consolidar rutas de acceso a vivienda, generación de ingresos y servicios esenciales, 

respondiendo a las principales barreras que impiden la estabilización y el desarrollo pleno 

y autónomo de la población desplazada. Con ello, esta política no solo busca cerrar las 

brechas históricas, sino que impulsa una transformación integral que garantice condiciones 

dignas y oportunidades reales para la reconstrucción de sus proyectos de vida.  

De igual manera, este documento incorpora las principales recomendaciones del 

marco internacional, de soluciones duraderas del Comité Permanente entre Organismos 

(IASC)29, adoptado como estándar de referencia para la atención del desplazamiento 

interno prolongado. En coherencia con este marco, la política enfatiza la reducción 

progresiva de la dependencia de la ayuda humanitaria, la atención estructural a los 

desplazamientos de larga duración, el fomento de la legalización de asentamientos y el 

mejoramiento del hábitat, el desarrollo de infraestructura urbana y rural, el acceso efectivo a 

servicios públicos, la defensa del espacio humanitario y el fortalecimiento de estrategias de 

integración local, retorno y reubicación. Asimismo, promueve la adopción de medidas 

estructurales orientadas a prevenir nuevos desplazamientos y a garantizar la superación 

efectiva de la condición de desplazamiento forzado, conforme a criterios internacionalmente 

consensuados y adaptados al contexto colombiano.  

Finalmente, esta política contribuye con el cumplimiento del PND 2022-2026 el 

cual incorpora el enfoque de soluciones duraderas como una estrategia central para la 

estabilización socioeconómica de las víctimas del desplazamiento forzado, con énfasis 

en vivienda y generación de ingresos. El PND articula apuestas orientadas a la reparación 

transformadora, la superación de vulnerabilidad y la garantía de derechos con enfoque 

étnico y territorial, e introduce instrumentos innovadores, como las APPo, para fortalecer la 

inclusión económica. Asimismo, plantea mecanismos de seguridad humana y reparación 

integral que robustecen procesos como el retorno, la reubicación y la restitución de tierras, 

definiendo las soluciones duraderas como fundamento para la identificación de necesidades, 

la focalización de la atención y el seguimiento a los resultados de la oferta estatal.  

 

 
29 IASC por sus siglas en inglés: Inter-Agency Standing Committee  
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3. MARCO CONCEPTUAL  

El presente marco conceptual establece las bases teóricas y analíticas que sustentan 

el diseño del CONPES para soluciones duraderas en Colombia, abordando la 

complejidad del desplazamiento forzado desde una perspectiva multidimensional.  Para 

ello, el presente marco conceptual retoma los principios establecidos en el marco de 

soluciones duraderas para Personas Desplazadas Internamente del IASC, el cual establece 

que el objetivo de las Soluciones Duraderas es garantizar que la población desplazada deje 

de necesitar asistencia y protección específica del Estado en atención a su condición de 

desplazamiento, goce sus derechos y ejerza su ciudadanía de manera autónoma (ACNUR, 

2011). Este marco se desarrolló considerando experiencias a nivel global y recoge los 

elementos claves para diseñar políticas y estrategias ajustadas a cada contexto y necesidades 

de las víctimas. 

De esta manera se definen conceptos estratégicos para la política, como el enfoque 

de derechos humanos, el enfoque de desarrollo, la ciudadanía, la coordinación 

intersistémica de políticas y, además, propone una definición de uno de sus principales 

valores agregados, a saber, el enfoque de área. Asimismo, incorpora elementos de 

espacialidad territorial, focalización estratégica y dinámicas territoriales específicas.  

Uno de los elementos centrales de esta política consiste en la adaptabilidad del 

marco IASC sobre desplazamiento forzado. Este marco constituye un estándar internacional 

de referencia que establece los criterios, principios y orientaciones operativas para lograr 

soluciones duraderas tras desplazamientos internos ocasionados por conflictos, violencia 

generalizada o desastres (Joint IDP Profiling Service , 2020). Su adaptabilidad radica en la 

capacidad de ajustarse a contextos específicos, garantizando acciones pertinentes y efectivas 

según las particularidades territoriales y sociales. En Colombia, esto implica identificar las 

condiciones locales para garantizar seguridad, acceso a derechos básicos y la autonomía 

plena de las víctimas. Particularmente, como se ha mencionado antes, esta política priorizará 

cinco elementos catalizadores que orientan el enfoque de soluciones duraderas en su 

definición, a saber, Generación de Ingresos, Vivienda y Hábitat, Tierras y Desarrollo Rural, 

Cohesión y Reconstrucción del tejido social y Educación y Salud. 

Además, el marco IASC permite establecer cuándo se alcanza una solución 

duradera, a través de la materialización de 3 escenarios: retorno, reubicación e 

integración local. Esto conlleva a que la acción estatal se oriente por criterios claros, 

medibles y consensuados internacionalmente, que sean relevantes y aplicables al contexto 

colombiano para garantizar la efectiva superación del desplazamiento. 
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Por su parte, el enfoque de derechos, género y diferencial se incorpórea en esta política 

teniendo en cuenta la definición de la Organización de las Naciones Unidas. Según la ONU 

el enfoque de derechos no solo reconoce formalmente los derechos de las personas 

desplazadas, sino que también establece mecanismos jurídicos e institucionales para su 

garantía efectiva (ONU, 2006). Este enfoque dota a la población desplazada de 

herramientas para exigir la protección y restitución de sus derechos, lo que implica el diseño 

e implementación de políticas públicas que trasciendan la asistencia humanitaria para 

abordar las causas estructurales del desplazamiento y promover la autonomía de las víctimas 

(Mendoza Piñeros, 2012). Este reconocimiento dota a la población desplazada de la 

capacidad para reclamar jurídicamente sus derechos, asegurando que la condición de 

persona desplazada cese únicamente cuando se garantice el pleno goce de sus derechos 

fundamentales.  

El enfoque diferencial y de género reconoce desigualdades estructurales 

específicas, particularmente las barreras adicionales y formas de violencia específicas 

que enfrentan mujeres (OECD, 2023) y grupos históricamente discriminados y excluidos 

(Ministerio de Justicia y del Derecho, s.f.). Ello implica que las intervenciones deben 

implementar acciones que aseguren la equidad y justicia, garantizando que el proceso de 

superación del desplazamiento sea inclusivo y equitativo. 

En cuanto al enfoque étnico, el presente documento pretende reconocer lo 

establecido en el artículo 7 de la Constitución Política de Colombia, mediante el cual el 

Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural del país (DNP, 2023). En este 

sentido se busca abordar de manera específica y particular las afectaciones que los pueblos 

étnicos han tenido por causa del desplazamiento forzado, partiendo de los impactos 

desproporcionados identificados en el marco del ECI que ha establecido que estos son sujetos 

de derechos constitucionales y que el desplazamiento ha generado riesgos de exterminio 

físico y cultural, la transformación de los territorios colectivos, la persistencia de crisis 

humanitaria y el desconocimiento de los derechos colectivos como la autonomía, 

autodeterminación, gobierno propio y derechos territoriales.  

Asimismo, el enfoque de desarrollo constituye un marco esencial en la construcción 

de políticas públicas dirigidas a la población desplazada, al situar el bienestar humano 

en el centro de las intervenciones estatales. Este enfoque trasciende la provisión de bienes 

y servicios, proponiendo un modelo que reconoce a las personas como agentes activos en la 

transformación de sus propias vidas. Amartya Sen, como lo destaca Rosales, argumenta que 

el desarrollo debe entenderse como la expansión de las capacidades humanas, es decir, la 

libertad de las personas para elegir y realizar los proyectos que valoran (Rosales, 2017). 

Bajo esta lógica, las soluciones duraderas no pueden limitarse a abordar las necesidades 
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inmediatas de las víctimas del desplazamiento forzado, sino que deben crear condiciones 

que les permitan reconstruir sus proyectos de vida en términos de autonomía, dignidad y 

sostenibilidad. 

El enfoque de desarrollo, según el Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo (PNUD), enfatiza que el progreso humano se mide no solo por indicadores 

económicos, sino por la capacidad de las personas para acceder a educación, salud, 

empleo y otros elementos esenciales para su bienestar (Asamblea General de las 

Naciones Unidas, 1997). En el contexto colombiano, la aplicación de este enfoque es 

particularmente relevante, dado que el desplazamiento forzado ha afectado profundamente 

las oportunidades de desarrollo humano, enfocado en el reconocimiento y cierre de las 

brechas de oportunidades y capacidades, centrando el énfasis en los territorios y en las 

desigualdades de la población, puesto que se muestra la tendencia a la urbanización de la 

población y al decrecimiento rural, tanto por la persistencia del conflicto como por factores 

socioeconómicos (PNUD Colombia, 2022).  

Otro concepto importante es la seguridad humana como movilizador de la política. 

Este elemento constituye un eje transversal para la formulación de la política de soluciones 

duraderas, al enfocarse en la protección integral de la vida, la integridad y la dignidad de 

la población desplazada. Este enfoque amplía la noción de seguridad más allá de los riesgos 

físicos, al integrar amenazas estructurales, sociales, económicas y ambientales que perpetúan 

la vulnerabilidad. En este marco, se promueve la construcción de entornos seguros, el 

fortalecimiento de capacidades institucionales y comunitarias, la participación activa de las 

víctimas y el acceso efectivo a derechos fundamentales, con el objetivo de crear condiciones 

sostenibles de estabilización socioeconómica y garantías de no repetición (Comisión de 

Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, 2025).  

Además, el enfoque de soluciones duraderas, centrado en la construcción de 

ciudadanía plena, subraya la necesidad de reconocer a las víctimas del desplazamiento 

forzado como titulares de derechos y agentes clave en la reconstrucción de sus vidas y 

comunidades. En este marco, se destaca la importancia del ejercicio de libertades y derechos 

fundamentales como elementos esenciales para el desarrollo participativo, democrático e 

incluyente, aspectos que contribuyen a la construcción de un tejido social sólido y diverso 

(Garay, 2024). Este enfoque exige que el Estado no solo garantice los derechos formales, 

sino que también promueva las condiciones necesarias para su ejercicio efectivo, 

fortaleciendo así la cohesión social y los procesos de reconciliación en las comunidades 

afectadas. 

En cuanto a la ciudadanía, esta debe ser entendida como un proceso activo de 

construcción de derechos en la esfera pública, más allá de una simple relación funcional 
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entre los individuos y el Estado. En el contexto del desplazamiento forzado, esta perspectiva 

enfatiza la necesidad de reconstruir las relaciones sociales y políticas fracturadas por el 

conflicto, enfrentando las desigualdades estructurales que perpetúan la exclusión de las 

víctimas (Naranjo Giraldo, 2004). Sumado a esto, la reconstrucción de la ciudadanía en 

estos contextos requiere abordar tanto los aspectos materiales como los simbólicos, creando 

espacios de participación que fortalezcan el sentido de pertenencia y el arraigo territorial 

(Ovalle Rodríguez, 2011). Este enfoque resalta la importancia de diseñar intervenciones que 

no se limiten a la asistencia humanitaria inmediata, sino que se orienten hacia soluciones 

sostenibles a largo plazo. 

Otro elemento clave de la política es el enfoque intersistémico y coherencia de 

políticas públicas. Este enfoque en la política de soluciones duraderas se basa en la 

integración de múltiples sistemas de políticas públicas para abordar de manera holística 

las diversas dimensiones del desplazamiento forzado. Este enfoque parte del 

reconocimiento de que los problemas complejos, como el desplazamiento, exigen respuestas 

que trasciendan los límites sectoriales y los niveles de gobierno, promoviendo la coordinación 

y colaboración entre actores. La coherencia en las políticas públicas implica la alineación de 

objetivos sociales, económicos y ambientales dentro de una agenda común, optimizando el 

impacto de las intervenciones y reduciendo duplicidades o fragmentación en la acción 

gubernamental (OCDE, 2023). Este marco busca no solo una mayor eficiencia en la gestión, 

sino también la generación de respuestas más sostenibles y ajustadas a las necesidades 

territoriales. 

La coherencia de políticas, además de ser un principio rector de las intervenciones 

intersistémicas, se traduce en un marco para alinear objetivos y estrategias en los niveles 

local, nacional e internacional. Cejudo y Michel plantean que la coherencia como parte de 

las políticas públicas se observa desde tres niveles: (i) Al interior, que corresponde a la 

conexión lógica y preferiblemente causal entre la definición del problema público, los 

instrumentos planteados como estrategias de intervención y las soluciones esperadas. Aun 

cuando se reconoce que algunos de los atributos de las políticas cambien, el núcleo esencial 

que le da coherencia interna no debería cambiar. (ii) Entre políticas, que corresponde a esa 

relación de distintas intervenciones para resolver problemas concretos pero relacionados, en 

donde debido a su grado de interdependencia, puede potenciar u obstaculizar. (iii) Entre 

sistemas de políticas pues, como lo muestra la experiencia, conjuntos de políticas como por 

ejemplo educación, salud y vivienda; aunque la consecución de los objetivos de uno no afecte 

al segundo, sus intervenciones pueden complementarse (Cejudo, 2016).   

Este principio implica una respuesta integral al desplazamiento, promoviendo la 

coordinación efectiva entre diferentes sistemas de políticas públicas (educación, salud, 
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vivienda, empleo). La coherencia de políticas exige una visión estratégica integrada que 

potencie sinergias, minimice duplicidades y garantice que las intervenciones sean 

complementarias y sostenibles. Este enfoque considera la planificación basada en evidencia 

y mecanismos institucionales sólidos para asegurar la coordinación operativa y la coherencia 

en la ejecución, favoreciendo así una respuesta estatal efectiva y adaptada a las necesidades 

territoriales. 

Finalmente, el enfoque de área considera al territorio como unidad fundamental de 

intervención, reconociendo sus particularidades y dinámicas diversas en términos 

poblacionales, económicas, sociales, ambientales y culturales. Este enfoque promueve 

intervenciones integrales que trascienden las divisiones sectoriales  y fortalecen 

dinámicas territoriales, beneficiando tanto a la población desplazada como a la de acogida. 

Este modelo integra criterios como la focalización estratégica y la 

participación comunitaria, generando soluciones duraderas que sean sostenibles y 

equitativas, promoviendo el desarrollo territorial integral y la cohesión comunitaria desde una 

perspectiva multidimensional. 

Los principios aquí descritos no solo constituyen la base conceptual sobre la cual 

se construye la política pública de soluciones duraderas, sino que también deben ser 

incorporados transversalmente en su diseño, implementación y evaluación. Esta 

transversalidad garantiza una acción coordinada entre todas las entidades involucradas, 

promoviendo la coherencia institucional y maximizando el impacto positivo en la vida de las 

víctimas del desplazamiento. 

4. DIAGNÓSTICO 

A pesar de los esfuerzos, en Colombia persisten barreras institucionales, 

socioeconómicas, culturales, participativas y de revictimización que limitan la 

reconstrucción de los proyectos de vida de la población desplazada, restringen su 

autonomía frente al Estado e impiden su integración sostenible en los territorios de 

asentamiento. De esta forma, el presente diagnóstico se estructura en tres ejes problemáticos 

que desarrollan y explican las causas asociadas a estas barreras. En primer lugar, se 

encuentran las barreras institucionales relacionadas con la baja coordinación intersistémica 

y de articulación entre entidades del orden nacional, la fragmentación operativa con las 

autoridades territoriales y la baja gestión y generación de información en materia de 

desplazamiento forzado. En segundo lugar, las barreras socioeconómicas caracterizadas por 

la escasa disponibilidad y el limitado acceso de la población desplazada a servicios sociales 

relacionados con subsistencia mínima, generación de ingresos, formalización y tenencia de 

tierras, vivienda y hábitat, educación y salud. Finalmente, las barreras culturales, 
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participativas y de revictimización que debilitan el tejido social, las capacidades sociales y 

comunitarias de las personas desplazadas y de las comunidades de acogida en los territorios 

donde deciden asentarse. 

Los elementos del diagnóstico recogen de manera directa los aportes, 

preocupaciones y recomendaciones expresadas por las personas víctimas de 

desplazamiento forzado, las comunidades de acogida y las organizaciones de la 

sociedad civil que participaron en el proceso participativo de formulación de la política, 

el cual permitió orientar su construcción y desarrollar una lectura compartida sobre los 

principales retos estructurales que deben ser abordados por la política de Soluciones 

Duraderas. En los espacios de diálogo territorial y nacional se identificaron cinco 

problemáticas estructurales recurrentes (Viva la Ciudadanía, 2025). En primer lugar, la 

persistente falta de articulación institucional y de coordinación entre entidades del orden 

nacional y territorial, señalada como un obstáculo central para la efectividad de la oferta 

pública en los territorios. En segundo lugar, las barreras para garantizar el derecho a la 

vivienda y al hábitat digno, tanto en contextos rurales como urbanos, particularmente 

asociadas a la informalidad, la ausencia de rutas claras de legalización y el limitado acceso 

a subsidios y suelo adecuado. En tercer lugar, se evidenciaron dificultades estructurales para 

el acceso efectivo a los derechos a la salud y la educación, relacionadas con problemas de 

cobertura, calidad, pertinencia territorial y continuidad de los servicios. En cuarto lugar, las 

personas participantes resaltaron las barreras para la generación de ingresos sostenibles, la 

estabilización socioeconómica y la autonomía, destacando la necesidad de superar enfoques 

asistencialistas y avanzar hacia estrategias productivas con acompañamiento y pertinencia 

territorial. Finalmente, se identificaron preocupaciones reiteradas frente al deterioro de las 

capacidades sociales y comunitarias, asociado a la persistencia del conflicto armado, la 

discriminación, la exclusión social y la limitada participación efectiva de las víctimas en los 

asuntos que afectan sus territorios  

Estos aportes fueron incorporados en el ejercicio técnico de construcción del 

diagnóstico y se alinean con las problemáticas que se desarrollan a continuación, 

asegurando coherencia entre el análisis participativo y la formulación de la política. 

4.1. Persisten barreras institucionales asociadas a la baja coordinación intersistémica y 

de articulación entre entidades del orden nacional, la fragmentación operativa entre 

niveles de gobierno y la baja capacidad de gestión y generación de información 

sobre desplazamiento forzado 
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Las causas asociadas a las barreras institucionales han sido determinantes en que 

las acciones de las entidades del ejecutivo nacional y las entidades territoriales no logren 

resultados transformadores sobre las situaciones de vulnerabilidad de la población 

desplazada. Estas han sido diagnosticadas por la corte constitucional en el marco del 

seguimiento del ECI30 y en estudios31 realizados por órganos de control, sociedad civil y 

representantes de las víctimas, quienes coinciden en señalar que las debilidades 

institucionales inciden en la atención y garantía de derechos de la población desplazada.  

De igual manera, este diagnóstico tiene en cuenta los elementos identificados por 

el Gobierno nacional en la respuesta dada al Auto 310 de 2023, mediante el cual se 

abordaron las principales barreras para la superación del ECI y la adopción de un 

enfoque de Soluciones Duraderas. El análisis crítico realizado por el gobierno proporcionó 

información sobre problemas como: (i) la desarticulación de oferta nacional y territorial de 

programas y acciones, (ii) el desconocimiento de las características diferenciales de las 

Entidades Estatales del nivel Territorial frente a la implementación de la PPV; (iii) la baja 

convergencia de competencias institucionales y, (iv) falencias en la operatividad de los 

principios de concurrencia y subsidiariedad  (Gobierno de Colombia, 2024). 

Según lo anterior, este eje desarrolla tres causas que, desde el ámbito institucional, 

impiden la correcta implementación de la política de atención a población desplazada 

del nivel nacional y territorial. En primer lugar, la baja coordinación intersistémica y entre 

 
30 La Corte Constitucional ha identificado las problemáticas en coordinación y corresponsabilidad desde el 

origen de su jurisprudencia en seguimiento del ECI, en este sentido ha identificado como problemas 

fundamentales: (i) la falta de coordinación entre entidades del nivel nacional (Autos 008 de 2009, el 373 de 

2016 y el 737 de 2017, 894 de 2022, 310 de 2023), (ii) la baja convergencia entre las entidades nacionales 

y territoriales que ha implicado fallas en la operatividad de los principios de concurrencia y subsidiariedad y se 

manifiestan en la inacción y falta de respuesta ante solicitudes de entidades con bajas capacidades, (iii) la 

ausencia de una estrategia de intervención que comprenda y atienda las características de los territorios y la 

población (Auto 004 de 2009, 005 de 2009, 314 de 2009, 092 de 2008, 251 de 2009, 383 de 2010, 373 

de 2016, autos 859 de 2022, 1869 de 2022 y 310 de 2023), (iv) descoordinación para definir y organizar la 

oferta institucional, (v) la rigidez y multiplicidad de sistemas de información y seguimiento que no dan cuenta del 

goce efectivo de los derechos, (vi) la falta de armonización de los instrumentos de planeación en el marco de la 

política de víctimas y (vii) la falta de coherencia entre recursos asignados, la magnitud de la población a atender 

y los ritmos y tiempos de implementación para el alcance progresivo de derechos y superación de la vulnerabilidad 

(Auto 373 de 2016). 

31 Estas valoraciones son realizadas por diferentes actores: las víctimas y representantes de la población 

desplazada, la Corte Constitucional, el Ministerio Público y la Sociedad Civil convergen en el marco del 

seguimiento al ECI sobre los derechos de la población desplazada y aportan lecturas, análisis técnicos, 

percepciones, estudios y testimonios para los exámenes periódicos en los que se han identificado las falencias 

estructurales en materia de articulación, coordinación y corresponsabilidad. Para este ejercicio se han tenido en 

cuenta los informes de percepción construidos por representantes de las víctimas en el marco de la Comisión de 

Seguimiento y Monitoreo a la Ley de Víctimas, los informes de las entidades del Ministerio Público, y por su puesto 

las respuestas que el Gobierno Nacional ha entregado a la corte en atención a la jurisprudencia reciente.   
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entidades del orden nacional que han causado la dispersión de acciones para la atención 

de la población desplazada. En segundo lugar, la fragmentación operativa entre entidades 

nacionales y territoriales en la implementación de las estrategias que impliquen 

corresponsabilidad, lo que limita su aplicación efectiva frente a las capacidades 

diferenciadas de los territorios y las necesidades específicas de la población desplazada. 

Finalmente, la baja capacidad de gestión y generación de información y datos que permitan 

la toma de decisiones adecuadas, pertinentes y sostenibles sobre desplazamiento forzado.  

 

4.1.1. Débil desarrollo del enfoque intersistémico de política y de la articulación entre 

entidades del orden nacional que obstaculizan la planeación y la respuesta 

efectiva a las necesidades de la población desplazada 

 

La coordinación de las entidades del ejecutivo nacional ha resultado limitada y se 

manifiesta en al menos cinco dimensiones. (i) Existe una falta de integralidad de la oferta 

de políticas nacionales en materia de atención, reparación integral y estabilización de las 

víctimas y población desplazada; (ii) existen dificultades para generar sincronías y acuerdos 

de intervención en los procesos de planeación nacional; (iii) se constatan dificultades de 

efectividad de las instancias de coordinación nacional;  (iv) persiste una limitada aplicación 

de un enfoque intersistémico y de coherencia de políticas; (v) los Planes de Retornos y 

Reubicación (PRR) presentan grandes rezagos en su implementación debido a falencias de 

coordinación entre entidades nacionales. Todo lo anterior, redunda en la fragmentación y, 

en consecuencia, en los impactos limitados en la estabilización y protección integral de los 

derechos de la población desplazada (Gobierno de Colombia, 2024).  

De esta forma, los bienes y servicios ofrecidos por las entidades en el marco de la 

política de víctimas no se articulan, generando una fragmentación de la oferta 

institucional, la falta de complementariedad y limitaciones para atender las necesidades 

de la población en los territorios. El Gobierno nacional comprende la integralidad de la 

oferta como el conjunto articulado de bienes y servicios que se ofrecen a las víctimas y la 

población desplazada en el marco de la política de víctimas. Sin embargo, dichos bienes y 

servicios no logran interconectarse generando una baja convergencia de las acciones 

institucionales y una falta de complementariedad que se manifiesta directamente en que no 

se generan impactos ni transformaciones en la vida de las personas desplazadas (Gobierno 

de Colombia, 2024). 

Además, las entidades del ejecutivo nacional cuentan con metas, recursos y 

estrategias que, aunque convergen en el plan de acción del CONPES 4031, tienen 
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recursos e impactos limitados, con alcances territoriales y tiempos de ejecución e 

implementación heterogéneos. Ésta limitada coordinación y concatenación de ofertas 

sectoriales se presenta en los componentes de prevención y protección, atención y asistencia, 

y reparación integral, e impacta derechos como vida, seguridad, libertad e integridad, 

generación de ingresos, restitución de tierras y reparación colectiva. 

Por su parte, las instancias de coordinación en el nivel nacional no han sido 

efectivas para fortalecer la operatividad y articulación de la oferta de programas, así 

como la definición de criterios comunes de focalización y priorización de acciones en 

los territorios. Los esfuerzos del SNARIV para generar procesos de articulación para la 

acción conjunta y el concurso sincrónico de las entidades que hacen parte del sistema, no 

han sido suficientes para tomar decisiones estratégicas sobre el abordaje de la falta de 

convergencia de la oferta institucional y los bajos impactos en el avance del restablecimiento 

de derechos de las víctimas de desplazamiento. A pesar de contar con un diagnóstico 

reciente sobre las capacidades y ofertas institucionales, la instancia de coordinación nacional 

ha tenido solo dos sesiones de alto nivel entre 2023 y 2024 (Gobierno de Colombia, 2024). 

Esto dificulta la discusión y planeación de acciones coordinadas y complementarias, y la 

atención de las problemáticas identificadas asociadas a los avances de la implementación 

de la política de víctimas y la superación del ECI. Durante 2024 se impulsaron otras instancias 

nacionales de coordinación como el Gabinete por la Dignificación por las víctimas, cuyas 

funciones no están definidas en la ley y no hay claridad sobre su alcance para la 

coordinación del ejecutivo nacional (UARIV, 2024C).  

Asimismo, los procesos de planeación en el nivel nacional son desarticulados y 

limitan la complementariedad de las ofertas sectoriales y potencialidades de articulación. 

A pesar de los esfuerzos del SNARIV por estandarizar los procesos de planeación de las 

entidades que hacen parte del Sistema con el objetivo de lograr sinergias, 

complementariedad y metas comunes, los instrumentos como los Planes de Acción y 

Fortalecimiento Institucional (PAFI)32, diseñados para orientar la incorporación del enfoque 

de soluciones duraderas y promover la articulación entre las entidades del Sistema enfrentan 

dificultades para su operativización y el seguimiento (UARIV, 2023). A la fecha la UARIV 

reporta que entre 2023 y 2024 brindó asistencia a entidades del SNARIV para estructurar 

36 planes PAFI33, sin embargo, no cuentan con herramientas para el seguimiento y avance 

 
32 UARIV emitió la Circular Externa 00023 del 5 de septiembre de 2023 que contiene los criterios técnicos para 

la formulación de los PAFI.  

33 10 de estos planes incluyen acciones estratégicas para la implementación de las medidas de los planes de 

reparación colectiva, 14 planes incluyen acciones estratégicas para la implementación de las medidas planes de 

retorno y reubicación, 24 planes incluyen acciones estratégicas para la implementación de los Decretos Ley 

étnicos, 31 planes incluyen acciones estratégicas la inclusión del enfoque diferencial 
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en el cumplimiento de sus indicadores y no se ha considerado su diseño y contenidos como 

base para la adecuación institucional al enfoque de Soluciones Duraderas (UARIV , 2024D). 

Además, existe un limitado desarrollo del enfoque intersistémico34 para la atención 

y garantía de derechos de la población desplazada, debido a el debilitamiento del 

SNARIV y a las dificultades de coordinación de entidades responsables de la política de 

víctimas en el nivel nacional. Este limitado desarrollo del enfoque se puede evidenciar 

especialmente en la forma en que se han dado las interacciones entre los sectores de vivienda 

y generación de ingresos entre los cuales no se concibe su interdependencia y 

complementariedad. Esto ha generado que las ofertas y programas sectoriales dirigidos a 

asegurar el acceso a vivienda como créditos, subsidios y programas de ahorro exijan a las 

víctimas de desplazamiento condiciones socioeconómicas estables, sin embargo, los niveles 

de vulnerabilidad de esta población en relación al derecho a la generación de ingresos 

suponen una barrera. Por ejemplo, las Políticas de Vivienda de Interés Prioritario y de 

Vivienda de Interés Social establecen valores de acceso por 90 y 135 salarios mínimos 

legales mensuales vigentes, pero dado que el 62 % (4.831.130 personas) de las personas 

desplazadas tiene ingresos inferiores a la línea de pobreza monetaria, el acceso a este tipo 

de ofertas resulta limitado, de tal forma que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio ha 

señalado que el Programa de Interés prioritario para ahorradores desarrollado por el Fondo 

Nacional de Vivienda y las Cajas de Compensación Familiar ha desembolsado apenas 

6.793 subsidios entre 2014 y 2022 a hogares que demostraban ingresos de hasta 2 SMLMV 

o habían ahorrado el 5 % del valor de la vivienda  (Gobierno de Colombia, 2024).   

Por su parte, las barreras para el desarrollo del enfoque intersistémico también se 

presentan en la deficiente articulación entre las iniciativas PDET y la política de víctimas, 

lo que genera la dispersión de esfuerzos institucionales y falta de coordinación para 

fortalecer procesos de reparación y retornos de población desplazada. De acuerdo con 

la Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la Ley de Víctimas (CSMLV), la UARIV reportó 

que, con corte al 30 de abril de 2024, de más de 33 mil iniciativas de los Planes de Acción 

para la Transformación Territorial, solamente se identificaron 1.553 iniciativas que coincidían 

con acciones de los PRR de comunidades no étnicas, los cuales cuentan 21.497 acciones en 

total. Los pilares y componentes donde hay relación entre planes de retornos y los Planes de 

Acción para la Transformación Regional (PATR) son educación rural y primera infancia, 

adecuación de tierras, reactivación económica y producción agropecuaria, salud rural y 

reconciliación, convivencia y construcción de paz. A pesar de las coincidencias, y de la 

 
34 El enfoque intersistémico busca la integración de múltiples sistemas de políticas públicas para abordar de 

manera holística las diversas dimensiones del desplazamiento forzado, comprendiendo que la complejidad de 

los problemas a atender desborda las capacidades de la política de víctimas y del SNARIV, requiriendo de la 

coordinación y colaboración entre actores de diferentes sectores y sistemas de políticas.   
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potencialidad de articular las iniciativas de los PATR con los procesos de retorno, el 73 % 

(1.132) de las iniciativas que coinciden se encuentran sin ejecutar. Estas coincidencias se 

identificaron solamente en 9 de las 16 subregiones PDET y en los casos de Chocó; Pacífico 

medio; Pacífico y Frontera Nariñense y Arauca habría una total ausencia de coincidencias. 

Esta baja convergencia entre instrumentos de la política de víctimas y el Acuerdo de Paz y 

los rezagos en implementación y ejecución de las acciones dan cuenta de la fragmentación 

y dispersión de los esfuerzos institucionales y de la baja eficiencia y coordinación.  

En relación con lo anterior, los Planes de Retornos no se han articulado con 

iniciativas de desarrollo territorial, reforzando la falta de convergencia institucional y 

provocando falta de coherencia en las intervenciones que se desarrollan desde el nivel 

nacional. Actualmente, de la totalidad de comunidades acompañadas a través de Planes de 

Retorno y Reubicación, 410 comunidades (40 %) se encuentran ubicadas en municipios 

priorizados por los PDET. De ellas, 305 corresponden a comunidades no étnicas y 105 a 

comunidades étnicas. Sin embargo, de acuerdo con el Gráfico 1 se revela una baja 

capacidad de implementación, ya que solo 6 planes de comunidades no étnicas se han 

ejecutado al 100 %.  

Gráfico 1 Estado de Planes PRR que se encuentran en municipios PDET 

 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Unidad para las Víctimas, 2024. 

 

De igual forma, la restitución de tierras es un elemento fundamental para que las 

personas que retornan puedan reconstruir sus proyectos de vida, sin embargo, no existe 
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un mecanismo de coordinación y seguimiento que permita fortalecer el cumplimiento e 

implementación de medidas establecidas en órdenes judiciales de restitución y garantizar 

el restablecimiento de personas y comunidades restituidas. De acuerdo con la Unidad de 

Restitución de Tierras (URT), con corte al 31 de diciembre de 2024, existen 329.869 órdenes 

judiciales que involucran a 124 instituciones, en 8.476 sentencias, éste amplio universo de 

órdenes ha desbordado las capacidades de seguimiento de los despachos judiciales de 

restitución y ha generado rezagos en la implementación de las medidas y la coordinación 

entre entidades del nivel nacional y territorial que tienen obligaciones en la atención de 

ordenes relacionadas con medidas en materia de vivienda, generación de ingresos, 

proyectos productivos, protección ambiental y territorial, (URT, 2025).  

En relación con lo anterior, el cumplimiento de las órdenes judiciales de restitución 

de tierras enfrenta ineficiencias operativas estructurales derivadas de su gestión 

individualizada y fragmentada. La Corte Constitucional ha advertido que no existen 

mecanismos efectivos que permitan conocer y gestionar de manera integral el grado de 

cumplimiento de las órdenes judiciales de restitución, y que la priorización institucional se ha 

concentrado en la emisión de sentencias (Corte Constitucional, 2024). Esta situación ha 

generado congestión, duplicación de esfuerzos y demoras prolongadas en la ejecución de 

las órdenes, afectando la eficacia real de las decisiones judiciales y evidenciando el desafío 

operativo que permita la gestión colectiva y articulada de los sujetos y órdenes de restitución 

en los territorios, en relación con la puesta en marcha del enfoque de soluciones duraderas. 

 

4.1.2. Persiste una fragmentación operativa entre las entidades del nivel nacional y 

territorial que limita la aplicación efectiva de la estrategia de corresponsabilidad, 

dadas las capacidades institucionales diferenciadas de los territorios y a las 

necesidades específicas de la población desplazada 

 

La estrategia de corresponsabilidad35 presenta fallas que responden a debilidades 

estructurales en los procesos de planeación y de la articulación entre la Nación y los 

Territorios. Esto ha impedido definir claramente el alcance y las competencias de la oferta 

institucional en materia de prevención, protección y reparación integral. En materia de 

 
35 La corresponsabilidad ha sido concebida en la política de víctimas como el proceso fundamental de gestión 

pública que permite la articulación entre niveles de gobierno para la implementación de la política de prevención, 

protección, atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto, su desarrollo ha estado enfocado 

en promover rutas precisas y eficaces de los principios de concurrencia, subsidiariedad y complementariedad, 

para que en el marco de las competencias institucionales de las entidades del nivel nacional y territorial se 

implementen acciones que garanticen los derechos de las víctimas y la población desplazada. 
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atención de situaciones de crisis humanitaria la ruta de corresponsabilidad ha enfrentado 

problemas como la falta de previsión de los municipios para prepararse en la atención de 

emergencias. En ella se enmarcan las respuestas tardías de parte de los departamentos ante 

los llamados de concurrencia y apoyo de las entidades territoriales que enfrentan crisis que 

superan sus capacidades, 36 la alta rotación de funcionarios que implica continuos procesos 

de formación y dificulta el diálogo entre niveles de gobierno y la desarticulación en instancias 

de coordinación como los Comités de Justicia Transicional. Esto ha provocado la demora en 

la atención de situaciones de desplazamiento masivo y la entrega oportuna de medidas de 

atención y asistencia, causando la agudización de las carencias de las personas desplazadas 

(Procuraduría General de la Nación, 2022). La Corte Constitucional identificó en el Auto 894 

de 2022, que la falta de respuesta a solicitudes de concurrencia y subsidiariedad es uno de 

los principales obstáculos en la atención de emergencias humanitarias y la prevención del 

desplazamiento forzado. 

En esta línea, la estrategia de asistencia técnica territorial desarrollada por la 

UARIV, que buscaba armonizar la planificación territorial, no ha sido suficiente para 

generar sincronías entre la oferta nacional y las competencias de las entidades 

territoriales. Tampoco lo ha sido para garantizar la eficacia de las instancias de 

coordinación y la adecuada disposición de oferta y recursos para atender las necesidades 

de la población desplazada. Así, la metodología utilizada para la implementación de la 

estrategia no ha generado apropiaciones y cambios en la atención por parte de las entidades 

territoriales. Esto se debe, entre otros aspectos, a que el conjunto de orientaciones técnicas, 

metodológicas y operativas que constituyen la estrategia de asistencia técnica territorial 

llegan al territorio de manera descoordinada. El CONPES 4091 Política para la asistencia 

técnica territorial 37de 2022 identificó que las limitaciones de las estrategias de asistencia 

técnica son: (i) La descoordinación de los actores que intervienen en el proceso de 

planeación, ejecución y caracterización de la oferta y demanda de asistencia; (ii) la 

desarticulación de las orientaciones técnicas, metodológicas y operativas para la prestación 

de asistencia técnica diferencial, compartida, homologable, adaptable y eficiente; (iii) los 

limitados mecanismos que permitan realizar seguimiento y evaluación a la asistencia técnica 

prestada a Entidades Territoriales; y (iv) la limitada consolidación de procesos de gestión de 

 
36 Los departamentos que tienen competencia en concurrencia y complementariedad para las entidades de sexta 

categoría tardan en la atención de solicitudes y también presentan problemas fiscales. 23 departamentos 

generaron déficit fiscal y 9 superávit, los mayores déficits se presentaron en Cesar, Atlántico y Cundinamarca y 

los más altos superávits en Risaralda, Bolívar y Quindío. Entre tanto, 22 alcaldías capitales registraron déficit y 9 

superávits, destacándose los balances negativos en Bogotá, Barranquilla y Cali, y los saldos en verde más 

pronunciados en Cartagena, Medellín y Cúcuta (Ministerio de Hacienda, 2022)  

37 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4091.pdf 
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conocimiento orientados a fortalecer las capacidades institucionales en el marco de la 

asistencia técnica. De esta forma, el Gobierno Nacional tiene un interés particular por 

reformular la estrategia de asistencia técnica territorial para orientarla en clave de fortalecer 

la operatividad de las instancias de coordinación, la identificación de características 

diferenciales de los territorios, promover la construcción de una estrategia integral de 

intervención territorial y alinear los mensajes claves que faciliten el diálogo e interacción entre 

niveles de gobierno (Gobierno de Colombia, 2024).  

Adicionalmente, los Planes de Desarrollo Territorial no incorporan el enfoque de 

Soluciones Duraderas y por tanto no permiten el desarrollo de acciones para la atención 

de la población desplazada. Este problema no está siendo solucionado por la estrategia de 

Asistencia Técnica llevada a cabo desde el nivel nacional, y por el contrario supone una 

sobrecarga y desborde de las capacidades administrativas y técnicas de las entidades 

territoriales. Por ejemplo, la formulación del Plan de Acción Territorial no coincide con la 

formulación de los Planes de Desarrollo Territorial lo que genera la falta de líneas de 

convergencia y una adecuada incorporación de las acciones para la garantía de derechos 

de las víctimas y la población desplazada (Gobierno de Colombia, 2024).  

De igual forma, las entidades territoriales deben desarrollar en cada vigencia la 

actualización de algunos de los instrumentos de planeación que no resultan coherentes 

ni articulados entre sí. Anualmente las entidades territoriales deben elaborar Planes 

Integrales de Prevención, el Plan de Contingencia, el Plan Operativo de Sistemas de 

Información, que a pesar de tener como sustento información sobre la dinámica territorial del 

desplazamiento forzado y las necesidades de las víctimas, no se integran ni comparten 

objetivos comunes. Otros planes como los Planes departamentales y municipales de Acción 

Integral Contra Minas Antipersonal (AICMA), el Plan de prevención de reclutamiento, 

utilización/uso y violencia sexual contra NNA por grupos armados al margen de la ley y 

grupos delictivos organizados, se realizan al margen y de forma dispersa, por lo que sus 

contenidos resultan duplicados o simplemente no logran alinearse para responder oportuna 

y efectivamente a riesgos o situaciones que puedan generar violaciones a los derechos 

humanos y afectar la sostenibilidad de Soluciones Duraderas. 

Además, los PRR, y los Planes de Reparación Colectiva no son tenidos en cuenta en 

los procesos de Planeación Territorial lo que causa la falta de recursos y acciones 

concretas para impulsar e implementar acciones de competencia de las entidades 

territoriales y conllevan al eventual rezago y falta de cumplimiento con comunidades 

retornadas y sujetos de reparación colectiva. El grupo de retornos y reubicaciones encontró 

que las entidades territoriales que concentran los planes con acciones que presentan mayor 

complejidad son entidades de categorías 5 y 6, por lo que no cuentan con suficientes recursos 
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financieros y técnicos para avanzar en la implementación. Asimismo, se evidencia que se 

descarga la responsabilidad de atención en la UARIV y es esta la única entidad que termina 

por acompañar y brindar oferta para la sostenibilidad de los retornos (Grupo de Retornos y 

Reubicaciones, 2025). Adicionalmente, esta falta de articulación y desarrollo de medidas de 

corresponsabilidad para la atención de derechos fundamentales como vivienda, generación 

de ingresos, tierras y educación dispuestos en los planes de retornos y los planes de 

reparación colectiva, requieren de condiciones habilitantes, esfuerzos financieros y 

planeación estratégica que depende de las entidades territoriales.  

Adicional a lo anterior, la ruta de planes de retornos comunitarios también presenta 

rezagos debido a una falta de articulación y coordinación de las entidades nacionales y 

territoriales. La implementación de los PRR sigue dependiendo de lógicas presupuestales de 

corto plazo y sin una ruta clara de articulación que permita atender la inestabilidad 

administrativa, financiera, técnica y social para fortalecer y dar sostenibilidad a los procesos 

de retornos comunitarios. A diciembre de 2024 se han aprobado y se acompañan 988 

planes de retorno (225 son étnicos y 763 no étnicos), sin embargo, para el caso de planes 

de comunidades no étnicas, de un total de 21.497 acciones solo se han ejecutado 5.043, 

mientras que 15.705 se encuentran sin ejecución y apenas 669 se encuentran en ejecución 

(Tabla 1). El grupo de Retornos y Reubicaciones de la UARIV ha identificado como algunas 

de las barreras asociadas al rezago una falta de capacidad financiera y técnica de las 

entidades territoriales involucradas en la implementación de acciones y una falta de 

articulación y coordinación que delega toda la responsabilidad del acompañamiento y 

disposición de la oferta en la UARIV, a pesar de que la estabilización socioeconómica, la 

generación de ingresos, el acceso a tierras y la garantía de otros derechos esenciales en los 

retornos compete a otras entidades del ejecutivo nacional y a las entidades territoriales 

(Grupo de Retornos y Reubicaciones, 2025). 

Tabla 1. Análisis Planes de Retorno No étnicos a diciembre de 2024 

Estado Ejecutada En ejecución No ejecutada En revisión Total, general 

NO 2.801 318 9036 34 12189 

SI 2.242 351 6670 45 9308 

Total, general 5.043 669 15.706 79 21.497 

Fuente: Elaboración propia con información del Grupo de Retornos y Reubicaciones de la UARIV a diciembre de 

2024  

 

De igual manera, las instancias de coordinación territorial en el marco de la política 

de víctimas tampoco han logrado desarrollar una gestión integrada ni adecuada a las 
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necesidades territoriales y situaciones de contingencia que afectan a la población 

desplazada. La proliferación de instancias territoriales como el Comité de Justicia 

Transicional y 10 Subcomités Técnicos por componentes de la PPV, se traslapan entre sí y 

con otros escenarios de coordinación local como los Consejos de Seguridad, Comités 

Territoriales de Prevención, Consejos Territoriales de Paz, Reconciliación y Convivencia, otras 

instancias sectoriales como Mesas de Garantías, Puestos de Mando Unificados por la Vida e 

incluso otras surgidas con el Acuerdo de Paz (Gobierno de Colombia, 2024). En todas estas 

se abordan las necesidades de los territorios y la población, se coordinan respuestas ante 

situaciones de emergencia y riesgos, o se trata de generar procesos de articulación para la 

garantía de derechos fundamentales. Esto ha generado la dispersión de esfuerzos 

institucionales y especialmente el cruce de competencias que impide una planeación 

organizada de las intervenciones institucionales y la articulación entre niveles de gobierno. 

El funcionamiento actual de las dinámicas institucionales, sectoriales y operacionales entre 

niveles de gobierno y las respuestas territoriales al desplazamiento forzado en Colombia no 

responden a los principios de coordinación, corresponsabilidad y territorialización de 

políticas públicas en el marco de soluciones duraderas para la población desplazada 

(Gobierno de Colombia, 2024).  

En adición a lo anterior, las diversas capacidades administrativas, financieras y 

técnicas de las entidades territoriales no han sido tenidas en cuenta para diseñar 

programas y ofertas, ni para definir modelos de focalización de la intervención 

institucional que integre a la población desplazada y brinde soluciones sostenibles. Un 

ejercicio de análisis realizado por ONU - Hábitat,38 permitió identificar las capacidades 

territoriales de los municipios que tienen una mayor densidad de población desplazada de 

acuerdo con las tipologías municipales para el año 2025 definidas por el DNP.39 Así, como 

se observa en la Tabla 2, se evidenció que Bogotá concentra un 7,74 % de población 

 
38 Para tener más información sobre las labores del IDSF en Colombia: 

http://data.unhcr.org/en/documents/details/114684  

39 La metodología para el reconocimiento de las capacidades de las entidades territoriales realizada por la 

Subdirección de Descentralización del DNP, responde al artículo 40 del Plan Nacional de Desarrollo el cual busca 

contar con información que permita comprender las características de las entidades territoriales y orientar políticas 

y programas, mejorar procesos de asistencia técnica, flexibilizar las competencias y esquemas asociativos 

territoriales. Esta metodología se basa en indicadores de capacidad administrativa y financiera, índices de 

densidades poblacionales y distancias, con estos se establecen 8 tipos de municipios: Bogotá como una categoría 

única, Ciudades grandes, Centros de Aglomeración y tipologías de municipios entre 1-5. De esta manera, los 

municipios de categoría 1 presentan mayores capacidades administrativas y financieras, mayor densidad de 

población y conectividad, a medida que se avanza en las tipologías los municipios presentan menores 

capacidades, menor densidad poblacional y conexión regional, así como niveles altos de pobreza y deficiencias 

en la prestación de servicios públicos y sociales (Departamento Nacional de Planeación, 2024) 

 
 

http://data.unhcr.org/en/documents/details/114684
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desplazada, las ciudades grandes (Barranquilla, Cartagena, Bucaramanga, Cali y Medellín) 

un 11,8 %, los centros de aglomeración (Armenia, Tunja, Manizales, Pereira, Cúcuta, 

Villavicencio, Pasto, Rionegro, Girardot, Sogamoso, Duitama y Tuluá) un 6,14 %; los 

municipios de tipología 1 un 9,3 %; los municipios de tipologías 2 a 4 un 61,8 % y aquellos 

de tipología 5 un 3,06 %. De esta forma, los municipios con menores capacidades deben 

atender al 65 % de personas desplazadas que presentan mayores carencias y necesidades.  

 

Tabla 2. Capacidades Territoriales vs Demanda de Población Desplazada por 

Tipologías Municipales.  

 

Tipologías 

Municipios 
Municipios 

Distribución 

PDI 
MDMa  ICTb  

Índice de 

Capacidad 

Capacidad 

de 

Inversión 

NBI 

Promedio 

Bogotá 1 7,74 % 80.2508 0,8128 88.8915 0.6364 3.4712 

Ciudades 

grandes 
5 11,88 % 76.8082 0,6637 75.9538 0.2550 7.2988 

SC- Centro 

aglomeración 
12 6,14 % 70.3680 0,5136 70.0489 0.1279 6.2264 

Municipios 

tipo 1 
77 9,37 % 66.6780 0,4932 69.1881 0.1091 8.6653 

Municipios 

tipo 2 
236 21,69 % 58.0467 0,5011 61.7903 0.0986 15.4914 

Municipios 

tipo 3 
366 19,18 % 54.7628 0,5019 57.3479 0.1156 20.2076 

Municipios 

tipo 4 
338 20,93 % 51.7153 0,5014 53.1170 0.1164 29.3118 

Municipios 

tipo 5 
67 3,06 % 52.8967 0,5147 52.8613 0.1393 39.1246 

Totales 1.102 100 % 55.5435 0,5029 57.8583 0.1145 22.1076306 

Nota: a Medición desempeño municipal (MDM); b Índice de Capacidad Territorial 

Además, las entidades nacionales carecen de mecanismos de análisis y 

comprensión de las diversas capacidades y características territoriales donde se ubica la 

población desplazada lo que limita la adaptación de las intervenciones y el desarrollo 

de acciones armónicas y articuladas entre entidades nacionales y territoriales. Las 

concentraciones de población desplazada, tienden a variar haciendo evidente que el 

desplazamiento es un fenómeno cambiante, heterogéneo y dinámico, de esta forma mientras 

para el año 2023 el 88 % de la población desplazada se concentró en 275 municipios de 
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28 departamentos, los datos municipalizados del RUV indican que para el año 2024 es el 

76 % el que se concentra en estas áreas, esto implica adaptar las respuestas institucionales 

a las características de los territorios y a la movilidad de la población, partiendo de 

información y criterios comunes que permitan reconocer las diversas capacidades de los 

territorios y las múltiples formas de vulnerabilidad y carencias que enfrentan de cara a 

proyectar y planear intervenciones integrales.    

Finalmente, la limitada interacción y articulación entre entidades territoriales en 

atención a problemáticas comunes y compartidas relacionadas con el desplazamiento 

forzado, no ha sido un incentivo para generar procesos de asociatividad que fomenten 

respuestas conjuntas y focalizadas. Aunque en el país existen 93 Esquemas Asociativos 

Territoriales,40 70 registrados y 23 sin registro formal, estos no han considerado la atención 

y estabilización de la población desplazada como una oportunidad para aprovechar las 

alianzas estratégicas y su contribución a fortalecer las capacidades de respuesta al 

desplazamiento, el desarrollo de obras de interés común, la prestación conjunta de servicios 

públicos y el desarrollo integral territorial que beneficien o transformen las condiciones de las 

personas desplazadas (Ministerio del Interior, 2024A).  

 

4.1.3.  Baja capacidad de gestión y generación de información sobre desplazamiento 

forzado, que impide la formulación y focalización de estrategias nacionales y 

territoriales orientadas a la atención de la población desplazada 

 

A pesar de los avances en el mejoramiento de la calidad de la información en 

materia de desplazamiento forzado, aún hay vacíos que impiden una toma de decisiones 

basada en evidencia que permita aumentar el impacto, coherencia y pertinencia de las 

políticas públicas. El país cuenta con un acerbo importante de información y con progresos 

considerables en el desarrollo e integración de sistemas de información relevantes como el 

RUV, la medición de SSV, los Indicadores de Goce Efectivo de Derechos (IGED), visores sobre 

pobreza, Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales 

(SISBEN), entre otros que contienen datos sobre la Población Desplazada. Estos avances han 

sido reconocidos por la Corte Constitucional que declaró en el año 2016 el levantamiento 

del ECI en materia de registro y sistemas de información, exceptuando que persisten barreras 

y falencias en el registro y sistemas de información sobre pueblos étnicos.   No obstante, la 

 
40 De estos, 6 son Áreas Metropolitanas, 60 Asociaciones Municipales, 7 Provincias administrativas y de 

planeación, 9 Regiones Administrativas y de planeación y 11 regiones de planeación y gestión. 
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falta de datos para reportar indicadores en componentes como vivienda y generación de 

ingresos, la fragmentación de las fuentes de información entre el nivel nacional y territorial, 

los retos en materia de interoperabilidad entre los sistemas existentes y la ausencia de un 

sistema de gestión de información integral son algunos de los aspectos que impiden 

consolidar un panorama preciso sobre las condiciones y necesidades de esta población (JIPS, 

2024).  

De esta forma, el limitado acceso a datos confiables y la ausencia de sistemas de 

información interoperables ha limitado la producción de análisis basados en evidencia y 

ha generado análisis fragmentados de la situación de la población desplazada, sus 

potencialidades y necesidades. La ausencia de un sistema de análisis y gestión de 

conocimiento ha impedido identificar los factores obstaculizadores y dinamizadores de la 

efectividad y la eficiencia de las acciones de política pública para cada territorio, cada sector 

y cada perfil poblacional. La información disponible basada en registros administrativos 

diseñados para la gestión de casos dificulta la comparación e integración entre fuentes de 

información. Esto dificulta la consolidación de reportes estadísticos que reflejen las 

necesidades de la población para orientar estrategias efectivas hacia soluciones duraderas 

y ajustar las existentes (JIPS, 2024).  

La ausencia de información unificada, indicadores específicos y sistemas 

consolidados de seguimiento ha limitado la capacidad del Estado para evaluar de 

manera integral el cumplimiento de las órdenes judiciales proferidas en los procesos de 

restitución de tierras. Esta debilidad estructural ha generado vacíos significativos en el 

monitoreo posfallo, dificultando conocer con precisión cuántas órdenes han sido 

efectivamente cumplidas y en qué medida estas se traducen en la garantía material de los 

derechos de las personas restituidas. La fragmentación de la información entre las entidades 

responsables del seguimiento, así como la priorización de indicadores asociados a la emisión 

de sentencias por encima de indicadores de cumplimiento, ha impedido evaluar de forma 

sistemática los resultados reales de la política de restitución. En ausencia de indicadores 

complementarios y comparables que den cuenta del cumplimiento integral de las órdenes 

judiciales, la acción estatal enfrenta limitaciones para identificar brechas persistentes, 

fortalecer las acciones de seguimiento y adoptar medidas correctivas que garanticen la 

sostenibilidad de los procesos de restitución, así como de soluciones duraderas dirigidas a 

los beneficiarios de la política, tal como ha sido advertido por la Corte Constitucional en el 

marco del seguimiento al ECI (Corte Constitucional, 2024).  

Además, aunque el mejoramiento de la atención a la población desplazada ha 

estado acompañado especialmente de avances en la identificación, documentación y 

visibilización, la información se encuentra dispersa. La multiplicidad de fuentes crea 



 

 

 

 

46 

 

 

 

dificultades de coordinación operativa y restricciones severas para la producción y el 

aprovechamiento de la información. De acuerdo con la UARIV, se ha avanzado en el 

desarrollo de 1.318 acuerdos de intercambio de información con entidades nacionales, 

territoriales, organismos de cooperación, entidades privadas y organizaciones no 

gubernamentales, además, se han identificado 1.763 fuentes de información vinculadas a la 

Red Nacional de Información. Aunque esto representa un importante avance, aún persisten 

barreras relacionadas con la dispersión de objetivos, de estrategias, tiempos y modos de 

operación de las entidades involucradas, y también de los criterios para la rendición de 

cuentas ante distintas instancias de control (Gobierno de Colombia, 2024) . Esta dispersión 

también se observa en los formatos de levantamiento de información, en la falta de 

homologación de categorías conceptuales y la definición de indicadores y en los análisis que 

se elaboran con los datos recolectados, lo cual dificulta la formalización de un panorama 

unificado y coherente. 

Asimismo, no existen estadísticas que describan a nivel socioeconómico a las 

Personas Desplazadas Internas (PDI) con representatividad nacional o territorial. Esto ha 

supuesto retos para contar con datos que orienten el desarrollo de programas y ofertas 

específicos. El RUV contiene información de línea base que permite identificar a las PDI y la 

Unidad para las Víctimas ha avanzado en la interoperabilidad de registros administrativos 

para caracterizar a las PDI a partir del acceso a ofertas institucionales. Sin embargo, los 

datos en materia de características socioeconómicas son incompletos y no representativos a 

nivel territorial, según la UARIV actualmente existe reserva estadística para el acceso a fuentes 

de información del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) que 

permitiría complementar información necesaria que contribuiría a la atención y la garantía 

de los derechos de las víctimas (Gobierno de Colombia, 2024). Por otra parte, la alta 

informalidad en el empleo y actividades económicas de la población desplazada les hace 

ser invisibles a las encuestas o instrumentos que recolectan datos sobre empleabilidad, al 

respecto el DANE y la UARIV informaron que indicaron que la pandemia tuvo un alto impacto 

en elevar los niveles de informalidad de las víctimas de desplazamiento con respecto a la 

población nacional, en 2021 la tasa de informalidad de las víctimas en la zona urbana (70,5 

%) estaba 14.5 p.p. por encima del promedio nacional de esta zona (56,0 %) (UARIV, 

2021). Algunas entidades han incorporado variables en sus registros que permiten identificar 

atenciones y ciertos elementos de caracterización de la población desplazada interna, sin 

embargo, están diseñados como sistemas de información para la gestión de casos y por lo 

tanto presentan limitaciones en términos de actualización y cobertura.  

Asimismo, la limitada caracterización en instrumentos y mecanismos que permitan 

conocer a profundidad las capacidades, expectativas y experiencias de la población 
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desplazada representa una barrera estructural en la formulación e implementación de 

programas de generación de ingresos. Actualmente, no existe un sistema interoperable que 

caracterice de manera efectiva los saberes previos y capacidades de esta población ni que 

identifique sus trayectorias productivas, lo que limita la pertinencia y el impacto de la oferta 

existente. En consecuencia, la mayoría de los programas de empleabilidad y emprendimiento 

operan sin considerar los perfiles laborales de las personas desplazadas ni sus expectativas 

en términos de orientación profesional, lo que genera baja permanencia en las iniciativas y 

dificulta la consolidación de soluciones económicas sostenibles  (Gobierno de Colombia, 

2024). 

Por su parte, las entidades del sector de generación de ingresos carecen de 

instrumentos de caracterización de la población desplazada, los mecanismos que 

permiten cruzar la información sobre las habilidades y conocimientos de la población 

desplazada con los requerimientos laborales del sector privado y del sector público son 

insuficientes. Esto reduce las oportunidades de vinculación laboral efectiva y la inclusión en 

sectores productivos estratégicos. Sin estos instrumentos, los programas de formación y 

capacitación no logran responder a las necesidades del mercado, perpetuando la 

desconexión entre la oferta institucional y las dinámicas económicas de los territorios. 

Adicionalmente, aún persisten limitaciones para el reporte de información debido 

a la inexistencia de lineamientos y estandarización de la información requerida para el 

reporte de avances y acciones desarrolladas a nivel territorial. En particular esto se 

constata en lo que concierne a la ejecución presupuestal y operativa municipal en materia 

de población desplazada y víctimas no desplazadas. En los reportes territoriales se 

encuentran, a menudo, inconsistencias de reporte y análisis, dispersión de formatos, 

multiplicidad de sistemas, debilidad en sistemas de captura y reporte de información, así 

como en las capacidades de los técnicos encargados de la gestión de información, este rasgo 

es persistente en entidades territoriales consideradas como con débiles capacidades de 

atención. De acuerdo con la UARIV, algunas alcaldías y gobernaciones han tenido que 

asumir labores de reporte extenuantes en herramientas que, en algunos casos, desconocen 

sus particularidades y evalúan aspectos que finalmente no representan valor agregado en 

términos de contribución al Goce Efectivo de Derechos de la población víctima del conflicto 

armado, las herramientas e instrumentos se han concentrado en recoger y almacenar 

información particularmente de gestión y no de resultado, lo que ha dificultado el 

reconocimiento del verdadero aporte de las entidades territoriales hacia la atención, la 

asistencia y la reparación integral de la población víctima (Gobierno de Colombia, 2024). 

Además, los mecanismos de reporte de avances y herramientas de seguimiento de 

la estrategia de corresponsabilidad son múltiples, desarticulados y presentan información 
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desactualizada, dificultando la definición de compromisos frente a los componentes y 

medidas de la PPV. Instrumentos como el Reporte Unificado del Sistema de Información de 

Coordinación y Seguimiento Territorial, el Tablero del Plan de Acción Territorial y el Formato 

Único Territorial, contienen información dispersa, desactualizada y de baja calidad,41 que 

no permite conocer las capacidades de las entidades territoriales y dificulta un ejercicio 

adecuado de implementación de los principios de concurrencia, subsidiariedad y 

complementariedad. Además, los múltiples reportes generan desgastes en las Entidades 

Territoriales, lo que va en desmedro de la calidad y la confiabilidad de la información 

reportada (Gobierno de Colombia, 2024).  

A su vez, el sistema actual de gestión de información sobre población desplazada 

en Colombia presenta ineficiencia operativa debido a la prevalencia de procesos 

manuales y fragmentados en la recolección, procesamiento y generación de reportes. 

Esta situación no solo genera una carga administrativa sobre los equipos técnicos, quienes 

deben invertir una parte significativa de su tiempo en tareas repetitivas de búsqueda, carga, 

descarga y depuración de datos, sino que también limita la capacidad institucional para 

producir análisis oportunos y técnicamente robustos que sustenten la toma de decisiones 

estratégicas. La ausencia de un flujo automatizado en la cadena de valor de los datos 

compromete la oportunidad, calidad y trazabilidad de la información, factores esenciales 

para la formulación y evaluación de las políticas públicas orientadas a la atención de la 

población desplazada. Al respecto, la UARIV ha identificado que las múltiples solicitudes de 

reportes de información ha generado cargas adicionales para las entidades territoriales que 

resuelven a través de la contratación de personal adicional que para labores operativas de 

reporte, en detrimento del presupuesto que podría orientarse a la prestación de bienes y 

servicios; los reportes capturan una gran cantidad de información que, en ocasiones, no 

resulta de verdadera utilidad a efectos del seguimiento efectuado desde el Gobierno nacional 

ni para identificar falencias existentes en todo el ciclo de política pública (Gobierno de 

Colombia, 2024) 

 
41 Se trata de autoreportes realizados por las entidades territoriales con base en instrumentos y lineamientos de 

uso proporcionados por el Departamento Nacional de Planeación, la UARIV, el Ministerio del Interior y el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en el marco de las disposiciones del numeral 2 del Artículo 2.2.8.3.8 

del Decreto 1084 de 2015. Estos reportes tienen como propósito contar con información para el seguimiento del 

gasto de las entidades territoriales en atención a las víctimas, hacer control por parte de órganos disciplinarios y 

fiscales, disponer de información actualizada sobre la situación de las entidades territoriales y orientar la toma 

de decisiones de diferentes niveles de gobierno. A pesar de su importancia estratégica y de la apuesta de 

asistencia técnica para que las entidades incorporen una cultura de reporte adecuada y oportuna, estos presentan 

falencias en la verificación de los datos proporcionados y no se han adelantado acciones de control para 

garantizar los reportes oportunos y actualizados.  
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Como resultado, la gestión de información sobre el desplazamiento forzado en 

Colombia adolece de mecanismos sistemáticos y efectivos de difusión que permitan 

transformar los esfuerzos institucionales en conocimiento técnico que sea insumo para la 

acción pública y la movilización social. La limitada accesibilidad, divulgación y 

apropiación de los análisis e investigaciones sobre los derechos, condiciones y 

potencialidades de la población desplazada obstaculiza la construcción de una agenda 

pública informada y participativa, la generación de consensos para avanzar en la 

coordinación interinstitucional y el fortalecimiento del control social. Aunque frecuentemente 

la rama ejecutiva produce información para dar cuenta de los impactos de sus acciones en 

respuesta a los autos de seguimiento de la Corte Constitucional, y en atención a los informes 

elaborados por organismos de control y la sociedad civil, no produce estudios que analicen 

periódicamente los avances y limitaciones de la política en su conjunto. Los informes 

mencionados han señalado reiteradamente la falta de información precisa y la necesidad de 

ajustar los mecanismos de medición y monitoreo para mejorar la efectividad de la política 

pública.  

Entretanto, las entidades del nivel nacional cuentan con múltiples formas de 

focalización y priorización de las intervenciones institucionales, lo que ha generado una 

dispersión de los esfuerzos y dificultades para articular respuestas integrales para la 

población desplazada. En Colombia la focalización para la atención de la población 

desplazada y vulnerable ha evolucionado de diversas formas42, en el caso de la política de 

víctimas y población desplazada se pueden identificar cuatro formas que se derivan de las 

metodologías dispuestas en el CONPES 100 de 2006 y por la demanda de acciones urgentes 

solicitadas por órganos judiciales, estas formas son: (i) instrumentos de focalización individual 

que permiten tener variables para atender individuos y hogares; (ii) los instrumentos de 

focalización por categorías en donde se tienen en cuenta múltiples variables como 

estratificación  geográfica, variables demográficas: atención por ciclo vital o género y por la 

identificación de atributos en poblaciones, como en el caso de personas registradas como 

población desplazada o con pertenencia étnica; (iii) la auto focalización en donde personas 

que cumplan con determinados perfiles pueden acceder a un tipo determinado de oferta 

social y (iv) priorizaciones asociadas a órdenes y sentencias  judiciales donde se obliga a 

las entidades a cumplir con acciones y cronogramas determinados en atención a poblaciones 

y territorios específicos (DNP, 2006A).  

 
42 El CONPES 100 de 2006 que desarrolló lineamientos para la focalización del gasto social es uno de los 

primeros esfuerzos para determinar criterios comunes de focalización y brindó elementos para desarrollar 

metodologías y mecanismos de focalización para la atención de población vulnerable.  
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Estas diversas formas de focalización han generado una falta de convergencia en 

los criterios de focalización para definir y territorializar la oferta institucional dispuesta 

para atender las necesidades de la población desplazada, causando segmentación en 

metas sectoriales y programáticas que no tienen interrelación y complementariedad, debido 

a que las entidades no cuentan con objetivos comunes y compartidos, no se consideran las 

condiciones y capacidades de los territorios43, ni las características de las poblaciones, ni las 

decisiones y voluntades de las personas desplazadas (Gobierno de Colombia, 2024). 

En materia de vivienda, la ausencia de una línea base de asentamientos informales 

a nivel nacional dificulta la planificación y el monitoreo de estos procesos de 

asentamiento. Esto impide un diagnóstico preciso sobre la magnitud del problema y la 

identificación de la población en mayor situación de vulnerabilidad, entre ellos, los hogares 

desplazados que han recurrido a estos asentamientos como única alternativa de vivienda. 

Sin este insumo fundamental, la legalización de asentamientos sigue avanzando de manera 

dispersa y sin una visión de largo plazo que garantice su impacto en la mejora de las 

condiciones de vida de la población afectada. 

Por otro lado, el sistema de monitoreo asociado a la Política de Víctimas no se 

encuentra integrado e interoperable con indicadores poblacionales e institucionales que 

permita evaluar la pertinencia de la oferta institucional y medir, en tiempo real, la 

evolución de las condiciones de las PDI. Las herramientas de monitoreo administradas por 

la Unidad para las Víctimas a nivel nacional: Medición de Superación de SSV, los IGED y el 

Modelo de Intervención Territorial Integral (MITI), aportan al análisis de barreras de acceso 

con enfoque de derechos. Sin embargo, no reemplazan la necesidad de un sistema de 

información de gestión de casos que permita monitorear el acceso efectivo a la oferta 

institucional con un enfoque de soluciones duraderas a nivel territorial. Además, estas 

mediciones no permiten comprender con suficiente precisión cómo los contextos territoriales 

afectan el acceso a soluciones duraderas ni qué factores limitan su materialización, a pesar 

de los esfuerzos institucionales.  

La fragmentación de los sistemas de medición y seguimiento impide evaluar de 

manera integral y comparativa el acceso a derechos de la población desplazada bajo el 

enfoque de soluciones duraderas, teniendo en cuenta también la tendencia comparable 

con población no desplazada. Los IGED miden la garantía de derechos en el marco del 

ECI, mientras que SSV evalúa la estabilización socioeconómica de la PDI a partir de un 

conjunto específico de indicadores. Sin embargo, la forma como estos instrumentos recolectan 

información presenta limitaciones para una desagregación de datos a nivel territorial con 

 
43 Al respecto, sobre las capacidades territoriales y la ausencia de mecanismos que permitan la comprensión de 

estas capacidades revisar contenidos de las páginas 47 a 49 de este documento.  
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representatividad. Frente a su metodología, estas mediciones se alinean con estándares 

internacionales en materia de soluciones duraderas, pero requieren ajustes para garantizar 

una comparación con población no desplazada en indicadores clave como seguridad, 

acceso a servicios básicos, vivienda y empleo. Esta medición debe ir acompañada de un 

análisis contextual y un componente de percepción que permita conocer las intenciones de 

la población desplazada (JIPS, 2024). 

4.2. Persisten barreras socioeconómicas que limitan la disponibilidad y el acceso de los 

servicios sociales dirigidos a la población desplazada, relacionados con subsistencia 

mínima, generación de ingresos, formalización y tenencia de tierras, vivienda y 

hábitat, educación y salud 

Las personas desplazadas en Colombia continúan enfrentando barreras 

significativas para el pleno ejercicio de sus derechos, pues siguen viviendo en situaciones 

de pobreza y vulnerabilidad en los contextos urbanos y rurales donde se asientan o 

donde han decidido continuar con sus proyectos de vida. De acuerdo con las mediciones 

de SSV el 82 % de las víctimas de desplazamiento no ha logrado superar su situación de 

vulnerabilidad,44 con rezagos significativos en vivienda, generación de ingresos, 

alimentación y atención psicosocial. En términos de generación de ingresos, el 65 % de la 

población desplazada sigue enfrentando dificultades para acceder a oportunidades 

laborales estables, lo que limita su capacidad de autosuficiencia y profundiza la dependencia 

de ayudas humanitarias. La falta de acceso a empleo formal, a oportunidades de 

emprendimiento y la baja inserción en sectores productivos dificultan la recuperación 

económica de los hogares desplazados, especialmente donde la informalidad laboral es 

predominante. En materia de seguridad alimentaria, el 55 % de las víctimas reporta carencias 

significativas, lo que impacta directamente en su bienestar y desarrollo. La insuficiencia de 

ingresos y la inestabilidad económica reducen su acceso a alimentos en cantidad y calidad 

adecuadas, lo que afecta particularmente a niños y mujeres gestantes. En cuanto a la atención 

psicosocial, el 57 % de la población desplazada no ha recibido intervenciones adecuadas 

para el manejo del trauma y el restablecimiento de sus proyectos de vida, a partir de 

 
44 Los niveles de cumplimiento en los derechos y superación son mayores en el marco de la Resolución 2200 de 

2018, en comparación con la Resolución 0349 de 2024, esta última tuvo en cuenta nuevos indicadores e 

información actualizada que permite tener datos más precisos de la situación actual de las víctimas. De esta forma 

mientras que con los criterios de la Resolución 2200 se estableció que 3.238.402 personas superaron la 

vulnerabilidad (42 %), las mediciones actualizadas con la Resolución 0349 dan cuenta que solo 887.188 víctimas 

superaron la vulnerabilidad (12 %) para el año 2023. Estas variaciones dan cuenta que la inclusión de nuevas 

fuentes e indicadores evidencian la persistencia de un escenario de alta vulnerabilidad de las personas 

desplazadas.   
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estrategias de atención integral que reconozcan las secuelas emocionales y sociales del 

desplazamiento (UARIV, 2025A). 

De esta forma, los derechos y componentes catalizadores de las Soluciones 

Duraderas presentan altos niveles de incumplimiento. Los mayores rezagos se presentan en 

acceso a vivienda, generación de ingresos, alimentación y atención psicosocial, lo que 

evidencia la necesidad de priorizar estos componentes para avanzar en la garantía de 

soluciones duraderas (UARIV, 2025A). Estos no sólo coinciden con algunos de los derechos 

que la Corte Constitucional ha considerado con mayor rezago para el alcance de su goce 

efectivo, sino que también son condiciones básicas que dinamizan el alcance de las 

soluciones duraderas en su integralidad. La experiencia en la implementación de políticas 

públicas ha demostrado que las soluciones parciales y fragmentadas no logran responder a 

la complejidad del desplazamiento forzado ni a las condiciones estructurales de exclusión 

que enfrentan las personas desplazadas (Corte Constitucional , 2016). Para avanzar en la 

consolidación de soluciones duraderas, es necesario articular de manera coherente las 

estrategias de generación de ingresos, acceso a tierras, vivienda, educación y salud, 

asegurando su complementariedad y pertinencia en cada contexto territorial y poblacional. 

Además, la oferta de las entidades del nivel nacional para atender los derechos 

con mayor rezago no se corresponde con la magnitud y la complejidad de las carencias 

existentes, no reconoce las características especiales de la población desplazada y de 

otros grupos de especial protección, no se adecúa a las condiciones y dinámicas de los 

territorios y resultan poco flexibles para lograr estas adaptaciones. Por ejemplo, en el 

marco de la política de vivienda, el Ministerio de Vivienda informó en el Informe del Auto 

310, que ha legalizado 109.723 subsidios de diferentes programas45 para la garantía del 

derecho a la vivienda y atender las situaciones de déficit habitacional de la población 

desplazada. Sin embargo, la magnitud de población con déficit es de 3.476.293 hogares, 

de esta manera el impacto de los programas en el periodo 2011-2024 sería solamente del 

12 % sobre el total de población con necesidades y carencias habitacionales (Gobierno de 

Colombia, 2024). 

La persistencia de enfoques asistencialistas limita el impacto de la política pública 

en la superación de la pobreza y la desigualdad de la población desplazada. Las 

estrategias actuales no fortalecen suficientemente la autonomía de las personas, ni ofrecen 

una respuesta sostenida a las condiciones específicas de cada territorio. La oferta institucional 

 
45 Entre los programas se encuentran: De bolsas anteriores (2011-2024) 15.868 subsidios, Programa de 

Vivienda Gratuita I (2011-2024) 6.843 subsidios, Programa Vivienda Gratuita II (2017-2024) 17.140 subsidios, 

Programa Vivienda Prioritaria para ahorradores (2014-2022) 6.793 subsidios, Semillero de Propietarios I (2019-

2020) 1.183 subsidios y Semillero de propietarios II (2020-2023) 303 subsidios.  
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carece de un enfoque diferencial y territorial que atienda de manera efectiva las necesidades 

de quienes han sido afectados por el desplazamiento (Gobierno de Colombia, 2024).  

Adicionalmente, la población desplazada enfrenta niveles desproporcionadamente 

altos de pobreza monetaria y multidimensional, con brechas marcadas por género, edad 

y ubicación geográfica. Entre 2019 y 2022, la pobreza monetaria en la población 

desplazada aumentó del 43,8 % al 51,6 %, mientras que la pobreza extrema se ubicó en 

21,9 %, afectando especialmente a mujeres y NNA (UARIV, 2024A). De acuerdo con el 

DANE, en el año 2022, se observó una incidencia del 21,4 % de pobreza multidimensional 

entre las víctimas de desplazamiento con una brecha de 8,5 puntos porcentuales respecto 

del total nacional, además de una amplia brecha de 16,2 puntos porcentuales entre las 

víctimas ubicadas en áreas rurales (31,8 %) y urbanas (15,6 %)  (DANE, 2023).  

A continuación, se desarrollan las causas asociadas a la limitada disponibilidad y al 

insuficiente acceso de la población desplazada, a los servicios sociales relacionados con 

subsistencia mínima, generación de ingresos, formalización y tenencia de tierras, vivienda y 

hábitat, educación y salud. 

 

4.2.1. Limitado acceso al derecho a la subsistencia mínima de la población desplazada 

 

La PPV enfrenta dificultades tanto para garantizar una atención oportuna a las 

personas desplazadas como para generar medidas de subsistencia mínima, lo que 

aumenta la vulnerabilidad de la población desplazada. En el año 2023 solo el 8 % de las 

personas desplazadas recibieron Ayuda Humanitaria Inmediata por parte de las entidades 

territoriales receptoras. Este déficit relacionado con la falta de atención en contextos de 

emergencia genera un mayor deterioro de las condiciones de vida de las personas 

desplazada y las expone a un ciclo de vulnerabilidad que puede ser difícil de romper por la 

falta de acceso oportuno a medidas de subsistencia mínima y una posterior dependencia de 

las ayudas humanitarias por tiempos prolongados. De esta forma, un 51 % de la población 

(276 mil familias) que recibieron ayudas humanitarias en el 2023 por medio de 

transferencias en efectivo llevan más de 7 años desplazados y requieren asistencia debido a 

sus condiciones extremas de vulnerabilidad y persistencia de carencias para la subsistencia 

mínima (Blumont, 2024).  

Por otra parte, el Programa de Alimentación Escolar (PAE) enfrenta limitaciones 

asociadas a la alta movilidad de la población desplazada, lo que evidencia la necesidad 

de ampliar su cobertura y adaptar su implementación para garantizar el mínimo vital y 



 

 

 

 

54 

 

 

 

acceso a alimentación por parte de estudiantes víctimas de desplazamiento forzado. El 

acceso a los programas de alimentación escolar resulta un importante aporte complementario 

para la población en edad escolar víctima de desplazamiento forzado e incide en la 

permanencia, atención y bienestar de NNA. De acuerdo con los IGED el 81,2 % de la 

población desplazada matriculada entre 5 y 17 años recibe alimentación por el PAE. Sin 

embargo, la movilidad de NNA desplazados hacia cabeceras urbanas y las barreras y 

restricciones para el acceso a zonas rurales en contextos de conflicto, requiere fortalecer el 

alcance del Programa y su ajuste a las necesidades específicas en materia de garantía de la 

cobertura y permanencia en el sistema educativo y también de la adecuación de la 

alimentación a las dietas y alimentos que consumen los pueblos étnicos. 

Finalmente, no se han desarrollado mecanismos de atención temprana de las 

necesidades de alojamiento y vivienda de las personas desplazadas que puedan hacer 

la diferencia en mitigar los impactos del desarraigo y prevenir la agudización de las 

necesidades y carencias que conducen a situaciones de pobreza y vulnerabilidad.  De 

acuerdo con Blumont, organización que brinda asistencia humanitaria y apoya medidas de 

estabilización en Colombia, en el marco de la implementación del programa Cerrando 

Brechas que brinda apoyo de arrendamiento para que víctimas de desplazamiento forzado 

accedan a alojamiento durante la fase de emergencia, 46 este tipo de intervenciones 

tempranas han mostrado impactos en un mejoramiento de capacidades para la subsistencia 

mínima, una menor dependencia de la asistencia humanitaria por parte de quienes reciben 

soluciones tempranas y una mayor preponderancia en la generación de ingresos (Blumont, 

2023). Esta experiencia muestra que alternativas como medidas de arrendamiento, pueden 

transformar de manera temprana las condiciones de las personas desplazadas.  

4.2.2. Insuficientes estrategias de generación de ingresos sostenibles dirigidas a la 

población desplazada 

El alcance de la oferta institucional para atender los rezagos de la población 

desplazada en materia de generación de ingresos sigue siendo limitado y con bajos 

impactos.  De acuerdo con las mediciones de SSV para junio de 2024, 5.066.152 personas 

(62,5 % de las víctimas de desplazamiento forzado) no superan la situación de vulnerabilidad 

en el derecho a la generación de ingresos por encontrarse por debajo de la línea de pobreza 

monetaria (UARIV, 2025A). Esta gran magnitud de personas desplazadas con necesidades 

para alcanzar autonomía y estabilización socioeconómica desbordan las capacidades de 

los programas de algunas entidades del sector trabajo y generación de ingresos. De esta 

 
46 El programa tiene operación directa en Florencia, Popayán y Cali. Tienen operación de asistencia técnica en 

Cali, Montería y Sincelejo.  
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forma, el Ministerio del Trabajo en su programa de formación para el trabajo atendió para 

la vigencia 2022 a 1.820 personas, por otra parte Bancoldex, entidad encargada de 

fomentar el desarrollo empresarial otorgo en la misma vigencia 34.000 créditos; Fondo para 

el Financiamiento del Sector Agropecuario encargada de apoyar el desarrollo rural entregó 

16.683 opciones de crédito agropecuario en la vigencia 2023, de igual forma el Banco 

Agrario desembolsó apenas 98.026 créditos a víctimas del conflicto y la Agencia de 

Desarrollo Rural (ADR) estructuró en 2022 solo 64 Proyectos Integrales de Desarrollo 

Agropecuario Rural con víctimas del conflicto   (Gobierno de Colombia, 2024). 

Los programas para el acceso al empleo formal y de emprendimiento sostenibles 

para la población desplazada resultan insuficientes, lo que perpetúa su dependencia de 

la ayuda humanitaria, limita su integración económica, les expone a la pobreza y larga 

duración de situaciones de vulnerabilidad. El Estado no ha implementado una política de 

generación de ingresos y empleabilidad específica para la población desplazada, que 

permita asegurar la autonomía, evitar la dependencia, generar condiciones para la 

autosuficiencia, la reintegración económica y el alcance progresivo de soluciones duraderas. 

Esto ha causado el empobrecimiento progresivo y la ampliación de las brechas de pobreza 

en la población desplazada, limitando las capacidades de la población para la subsistencia, 

la alimentación, el acceso a vivienda digna. De acuerdo con el Ministerio del Trabajo para 

el año 2022, el programa de formación para el trabajo contó con apenas 1.844 

participantes en 30 municipios de 19 departamentos, la cifra concreta de participantes que 

encontraron empleo con posterioridad al programa es del 36,1% y corresponde a 666 

personas, evidenciando las limitaciones y bajo impacto del programa (Gobierno de 

Colombia, 2024). 

De acuerdo con la encuesta SISBEN IV47, la mayoría de la población víctima 

enfrenta serias condiciones de pobreza o vulnerabilidad lo que genera una brecha frente 

a la población no víctima. En términos de pobreza monetaria, los datos evidencian una 

brecha persistente, que tiende a ampliarse, entre la población víctima y no víctima del 

conflicto armado en Colombia. Si bien ambas poblaciones experimentaron un aumento de 

la pobreza tras la pandemia de 2020, el impacto fue más severo en las personas víctimas, 

cuya incidencia de pobreza alcanzó su punto más alto en 2024, con una diferencia de 17 

puntos porcentuales frente a la población no víctima. Aunque en los años recientes se observa 

una leve reducción, la pobreza en la población víctima sigue siendo considerablemente más 

alta, reflejando la insuficiencia de las políticas de generación de ingresos (DANE, 2023). 

Para el año 2022, la pobreza extrema también aumentó, afectando al 21,9 % de las 

 
47 Encuesta permite la clasificación de la población en cuatro grupos poblacionales, Grupo A Pobreza Extrema, 

Grupo B Pobreza moderada, Grupo C Vulnerables, Grupo D No vulnerables.  
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víctimas, mientras que la pobreza multidimensional alcanzó el 21,5 %, constatando también 

amplias brechas con la población no víctima en estas dos mediciones. Estas cifras48.  

evidencian una persistente desigualdad estructural, especialmente preocupante en el caso de 

NNA, que presentan mayores niveles de pobreza y vulnerabilidad, perpetuando ciclos 

intergeneracionales de exclusión (UARIV, 2024A)  

 

Gráfico 2. Evolución de la pobreza monetaria en la población víctima y población no 

víctima 

Fuente: Elaboración propia con datos UARIV (2024)   

Asimismo, la población étnica y afrodescendiente enfrenta desigualdades 

estructurales que limitan su acceso a oportunidades de generación de ingresos 

sostenibles, profundizando su vulnerabilidad y los niveles de pobreza. En el caso de los 

pueblos indígenas, la pérdida de sus territorios ancestrales ha generado la ruptura de sus 

formas de vida tradicionales, afectando la seguridad alimentaria, la cohesión social y la 

autonomía comunitaria. La precariedad económica en estos pueblos es evidente, con una 

pobreza multidimensional del 42,7 %, una pobreza monetaria del 60,5 % y una pobreza 

extrema del 32,1 % en 2021 (DANE, 2022). Por su parte, la población negra, 

afrocolombiana, raizal y palenquera ha sido objeto de desplazamiento masivo y otras formas 

 
48 El visor de pobreza para las víctimas de desplazamiento presenta los resultados de pobreza monetaria, extrema 

y multidimensional para las víctimas de desplazamiento forzado, producto del convenio entre el DANE y la Unidad 

para las Víctimas, con el fin de contribuir a la toma de decisiones informadas y la focalización de acciones que 

promuevan soluciones duraderas para las Víctimas.  
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de violencia en sus territorios colectivos, esta población enfrenta altos niveles de pobreza 

multidimensional, que afecta al 43 % de los hogares afrodescendientes (UNFPA, 2022).  

Además, la ausencia de enfoques diferenciales en las políticas de generación de 

ingresos ha profundizado la exclusión de las comunidades étnicas y otros grupos 

históricamente excluidos. En cuanto a los pueblos y comunidades étnicas, existe un rezago 

en el acceso a la oferta existente de generación de ingresos. El indicador complementario de 

porcentaje de hogares víctimas de desplazamiento forzado con ingresos inferiores a la línea 

de pobreza que han accedido a planes,  el 38,7 % (759.466) de hogares con pertenencia 

étnica no tuvo acceso a ningún plan o programa para la generación de ingresos, esto debido 

a la ausencia de una oferta que contemple el enfoque diferencial y las condiciones 

particulares para la generación de ingresos de los hogares pertenecientes a pueblos étnicos 

(Gobierno de Colombia, 2024) . Este rezago se constata también en hogares con personas 

con discapacidad (37,8 %) y hogares con miembros LGBTIQ+ (36.4 %), de acuerdo con el 

Informe del Gobierno en respuesta al Auto 310 (Gobierno de Colombia, 2024A). Además, 

la ausencia de enfoques diferenciales en las políticas de generación de ingresos ha 

profundizado la exclusión socioeconómica de estos grupos, perpetuando la precariedad en 

su acceso a oportunidades laborales y productivas. 

A su vez, persisten brechas económicas significativas en la población desplazada 

a nivel regional. En 2022, los departamentos con mayor proporción de víctimas de 

desplazamiento en condición de pobreza monetaria fueron Chocó (71,4 %), Bolívar (67,9 

%) y Sucre (67,3 %), mientras a nivel municipal, Quibdó, Sincelejo y Neiva registraron la 

mayor incidencia (UARIV, 2024A). Esto coincide con lo planteado por la Misión de 

Descentralización acerca de que las brechas económicas interterritoriales e 

intradepartamentales han persistido a lo largo del tiempo porque no se han configurado  

instrumentos de gobernanza, articulación y financiación que brinde a las entidades 

territoriales la posibilidad de apalancar inversiones habilitadoras y multiplicadoras de 

competitividad, productividad y crecimiento económico (formación del capital humano, 

tecnología, capital ambiental, tierras, innovación, infraestructura y conectividad, etc.) 

acordes a sus propias vocaciones y aspiraciones de desarrollo (Misión de Descentralización, 

2024) 
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Mapa 1. Departamentos y Ciudades con mayor incidencia de pobreza extrema 

  

Fuente: Informe al Auto 310 (2023)  

Adicional a lo anterior, persiste una desigualdad estructural de género que limita 

las oportunidades de las mujeres desplazadas para acceder a medios de vida sostenibles. 

Las mujeres desplazadas enfrentan una sobrecarga de responsabilidades en contextos de 

alta precariedad económica, exclusión laboral y riesgo de violencia. El 63,4 % de los 

hogares desplazados son liderados por mujeres, solo el 32,6 % de las mujeres desplazadas 

refieren estar empleadas, mientras que el 36,9 % se dedica exclusivamente al trabajo no 

remunerado del hogar esto las expone a mayores cargas económicas y responsabilidades 

sin contar con los recursos necesarios para garantizar la estabilidad de sus familias (Comisión 

Seguimiento a Políticas sobre desplazamiento, 2024). La imposibilidad de acceder a empleo 

formal y la discriminación en el mercado laboral empuja a las mujeres desplazadas a la 

informalidad, donde las condiciones laborales son inestables y desprotegidas. 

A pesar de los esfuerzos institucionales el impacto de los programas de generación 

de ingresos no es el esperado en materia de la superación de la pobreza y la 

vulnerabilidad. Según el Gobierno Nacional, el 62,3 % de los hogares víctimas de 

desplazamiento forzado con ingresos por debajo de la línea de pobreza han accedido a 
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algún plan o programa de generación de ingresos, sin que esto haya implicado mejoras 

sustanciales en sus condiciones económicas (Gobierno de Colombia, 2024). Además, entre 

2022 y abril de 2024, solo 10.833 personas víctimas del conflicto armado accedieron a 

programas de emprendimiento o fortalecimiento de negocios reflejando una baja cobertura 

y alcance de estas iniciativas, teniendo en cuenta que el 60 % (3.039.865) de las víctimas 

que no cumplen con el derecho a la generación de ingresos son personas en edades entre 

los 18 a 60 años (CSMLV, 2024).  

Por su parte, la población desplazada enfrenta mayores barreras para la 

generación de ingresos debido a altas tasas de informalidad, la precarización del empleo 

y la limitada falta de oportunidades económicas tanto en contextos urbanos como rurales. 

La caracterización sobre generación de ingresos elaborada por la Comisión de Seguimiento 

a Políticas sobre Desplazamiento Forzado en la IV Encuesta de Goce de Derechos de 2023, 

permite analizar de manera aproximada atributos clave como el acceso al mercado laboral, 

la informalidad y las condiciones ocupacionales de la población desplazada. Estos factores 

presentan dinámicas diferenciadas en los contextos rurales y urbanos, influenciadas por las 

oportunidades económicas disponibles, la estructura productiva y las barreras específicas 

que enfrentan las personas desplazadas en cada entorno. La encuesta revela que el 82 % de 

la población desplazada trabaja en condiciones informales con mayor incidencia en las 

mujeres (84 %), que en los hombres (81,3 %), lo que implica que gran parte de las personas 

laboran sin estabilidad contractual, seguridad social ni garantías de ingresos sostenibles. En 

términos de sectores de actividad económica, la población desplazada en contextos urbanos 

se concentra principalmente en el comercio (17 %), seguido por la industria manufacturera 

(11,8 %), la construcción (9 %) y el transporte (8,8 %). Sin embargo, gran parte de estas 

actividades están caracterizadas por la informalidad, el subempleo y la inestabilidad laboral, 

reflejando un mercado laboral poco accesible y con barreras estructurales para la inclusión 

socioeconómica (Comisión Seguimiento a Políticas sobre desplazamiento, 2024). 

De esta forma, el emprendimiento se ha convertido en una alternativa de 

subsistencia para la población desplazada en contextos urbanos, sin embargo, esta 

actividad enfrenta limitaciones estructurales que dificultan su consolidación como fuente 

sostenible de ingresos. La alta informalidad y la falta de acceso a financiamiento restringen 

el crecimiento de estos negocios, que en su mayoría operan en sectores de baja rentabilidad 

y con escaso acceso a mercados formales. Según la IV Encuesta de Goce de Derechos 

(Comisión Seguimiento a Políticas sobre desplazamiento, 2024), los emprendimientos 

liderados por población desplazada se concentran en actividades de comercio al por menor, 

venta ambulante y prestación de servicios básicos, caracterizados por ingresos volátiles y 

condiciones de precariedad laboral. Las estrategias de fortalecimiento empresarial y 
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acompañamiento técnico no son progresivas ni eslabonadas lo que impide que estos 

negocios transiten hacia modelos productivos sostenibles formales, limitando su impacto en 

la reducción de la pobreza y la generación de empleo. Además, la falta de acceso a crédito 

y la escasa articulación con circuitos comerciales formales restringen las posibilidades de 

crecimiento y consolidación de estas iniciativas, perpetuando la dependencia de actividades 

económicas de subsistencia.  

En el ámbito rural, las dificultades para acceder a fuentes de ingresos están 

relacionadas con la escasez de oportunidades formales y la dependencia de actividades 

agropecuarias de subsistencia. Aunque el trabajo en el campo es históricamente informal, 

el desplazamiento forzado ha generado una ruptura en los sistemas tradicionales de 

producción y tenencia de tierra, lo que limita las posibilidades de recuperación económica. 

En muchos casos, las personas desplazadas no cuentan con tierras propias ni con acceso a 

insumos para retomar actividades agrícolas, viéndose forzadas a empleos eventuales o al 

trabajo en condiciones de explotación dentro de economías rurales frágiles. El 9,6 % de las 

personas encuestadas en la IV Encuesta sobre Goce efectivo derechos de la población 

desplazada se encuentra en el sector agropecuario, minero y forestal, actividades que, si 

bien ofrecen una conexión con los medios de vida previos al desplazamiento, pueden verse 

limitadas por la falta de acceso a tierras, la precariedad de las condiciones laborales y la 

escasa inversión en infraestructura productiva. La pérdida del territorio ha obligado a esta 

población a insertarse en trabajos agrícolas temporales o en economías extractivas que no 

garantizan estabilidad ni condiciones dignas (Comisión Seguimiento a Políticas sobre 

desplazamiento, 2024). 

A su vez, la limitada capacidad institucional del sector agricultura impide 

garantizar oportunidades sostenibles de generación de ingresos para la población 

desplazada. En efecto, la capacidad actual del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 

y de sus entidades adscritas y vinculadas no permite implementar medidas de generación de 

ingresos sostenibles para sujetos de reparación colectiva y comunidades con PRR. En 2024, 

el Ministerio desarrolló acciones para 96 sujetos de reparación colectiva y 8 Planes 

específicos de comunidades étnicas, pero estos no contaron con presupuesto definido para 

su implementación.49 Esto genera la baja permanencia de la población en programas y la 

ausencia de un modelo de seguimiento y acompañamiento enfocado en la sostenibilidad de 

las iniciativas (Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 2024A).  

 
49 Mediante los programas Desarrollo de capacidades productivas y empresariales sostenibles rurales a nivel 

nacional - Ruralidad Para la Vida y Proyecto Apoyo a Alianzas Productivas, que cuentan con oferta de priorización 

municipal, se han venido atendiendo los compromisos que surgen en cumplimiento de órdenes judiciales, por lo 

que la demanda desborda la oferta y no es posible generar impactos en comunidades rurales. 
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Adicionalmente, la población desplazada enfrenta desventajas competitivas para 

participar en las cadenas de valor locales, regionales y nacionales que fortalezcan la 

generación de ingresos en la ruralidad. Esto se debe en gran parte a la falta de acceso a 

factores productivos claves como tierra, capital, tecnología, recursos y maquinarias. Según 

el último Censo Nacional Agropecuario solo el 23,6 % de las personas poseen maquinaria, 

mientras cerca del 45 % tiene dificultades para el acceso al agua. La financiación de los 

proyectos de víctimas a través del sistema financiero ha avanzado en los últimos años, sin 

embargo, sigue siendo limitada. Esto se debe, entre otros factores a la falta de educación 

económica y financiera que mitigue la percepción de riesgo de la financiación de este tipo 

de proyectos, e inclusión financiera diferencial para las víctimas que permanecen en la 

ruralidad, la cual está relacionada con el alto costo de los servicios financieros y la falta de 

alfabetización en su uso (Ministerio de Agricultura , 2024B) 

Finalmente, la fragilidad de los procesos de asociatividad rural representa un 

obstáculo adicional para la generación de ingresos y para el fortalecimiento de la 

producción agropecuaria y el acceso a mercados. La falta de estructuras organizativas 

dificulta la articulación de pequeños productores, limitando su capacidad para negociar 

mejores condiciones de comercialización, acceder a insumos y tecnología, y participar en 

programas de apoyo estatal. Sin una base asociativa sólida, los productores quedan en 

desventaja frente a intermediarios y grandes actores del mercado, lo que perpetúa 

condiciones de baja rentabilidad y vulnerabilidad económica. Esta problemática es 

especialmente evidente en la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria, donde apenas 

el 15,62 % de los productores están vinculados a alguna organización (Ministerio de 

Agricultura y Desarrollo Rural, 2024A). La atomización del sector impide la consolidación de 

economías de escala y restringe el acceso a financiamiento colectivo y asistencia técnica. 

Además, la desconfianza en las figuras asociativas, derivada de experiencias previas de 

gestión ineficiente o falta de incentivos claros, ha frenado el desarrollo de cooperativas y 

redes de productores. Según el Observatorio de Restitución de Tierras, se han identificado 

alrededor de 50 Territorios Campesinos Agroalimentarios (Tecam)50 en el país (Mapa 2), 

 
50 Espacios geográficos delimitados y habitados por comunidades campesinas en Colombia, orientados a 

garantizar la permanencia en el territorio, la soberanía alimentaria y el desarrollo agroecológico. Su objetivo es 

consolidar modelos de producción sostenibles, fortalecer la economía campesina y preservar las prácticas 

culturales y sociales del campesinado. Reconocidos en el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 y regulados 

por el Decreto 780 de 2024, los TECAM buscan articularse con políticas de reforma agraria y desarrollo rural 

para garantizar el acceso equitativo a la tierra y mejorar las condiciones de vida de sus habitantes. 
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aunque estimaciones del Coordinador Nacional Agrario51 sugieren que la cifra podría 

alcanzar los 100 territorios con esta vocación (Observatorio de Tierras, 2024). A pesar de 

su potencial, el reconocimiento y formalización de estos espacios sigue siendo un reto, lo que 

limita su consolidación como una estrategia efectiva para atender las necesidades de la 

población desplazada y garantizar su derecho a la tierra y al desarrollo rural, toda vez que 

coinciden con municipios y territorios donde hay procesos de retornos y reubicaciones en 

contextos rurales.  

Mapa 2: Territorios Campesinos Agroalimentarios TECAM 

 

Fuente: Observatorio de Tierras (2024) 

 
51 Organización campesina colombiana con presencia en 22 departamentos, que agrupa a trabajadores del 

campo, pescadores y agromineros. Su objetivo es promover la soberanía alimentaria, la defensa del territorio y 

la organización comunitaria, planteando alternativas al modelo de producción capitalista y fortaleciendo el 

acceso a la tierra y la autonomía campesina. 
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4.2.3.  Persistencia de barreras estructurales en el acceso, la formalización y la tenencia 

de la tierra para la población desplazada 

El acceso a la tierra no solo está limitado por su alta concentración en pocos 

propietarios, sino también por la falta de seguridad jurídica en la tenencia. La población 

desplazada que logra asentarse en zonas rurales enfrenta dificultades para regularizar sus 

predios, lo que restringe su acceso a derechos y beneficios asociados a la propiedad formal. 

Sin títulos legalizados, los pequeños productores no pueden acceder a créditos, subsidios ni 

asistencia técnica, lo que impide la consolidación de proyectos agrícolas sostenibles y 

profundiza la exclusión en el acceso a los recursos del Estado. Según un análisis de la Unidad 

de Planificación Rural Agropecuaria (UPRA) con base en datos catastrales, registros 

mobiliarios y bases de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), el 52 % de los predios rurales 

están en situación de informalidad (UPRA, 2023). Los departamentos más afectados son 

Putumayo (68,11 %), Nariño (66,84 %) y Cauca (65,86 %). La falta de seguridad jurídica 

sobre la tierra impacta directamente a comunidades campesinas y desplazadas, dificultando 

su permanencia en el territorio y la consolidación de proyectos productivos sostenibles. 

A pesar de los avances normativos y la implementación de diversos planes y 

programas en materia de acceso a tierras, persisten limitaciones que evidencian rezagos 

en procesos de entrega y formalización. Desde la oferta, según el Ministerio de Agricultura, 

se ha logrado avanzar en la gestión del Fondo de Tierras, alcanzando la consecución de 

634.798 hectáreas de 2.705 predios a través de compras directas, transferencias sin 

erogación y procesos agrarios decididos a favor de la Nación. Asimismo, se ha avanzado 

en la entrega provisional de 156.723 hectáreas en 777 predios de los 3 millones de 

hectáreas proyectadas para acceso a tierras en el marco de la reforma rural integral En 

cuanto al proceso de formalización masiva, que tiene como meta 7 millones de hectáreas, el 

avance es del 24 %, con 1.726.453 hectáreas tituladas y formalizadas (Ministerio de 

Agricultura, 2025). Sin embargo, la magnitud de la demanda de tierras y la necesidad de 

garantizar condiciones adecuadas para su aprovechamiento productivo siguen 

representando un desafío. La distribución de estos predios debe ir acompañada de inversión 

en infraestructura, acceso a crédito y asistencia técnica, elementos fundamentales para que 

la tierra asignada no solo sea un recurso disponible, sino una base real para el desarrollo 

rural sostenible y la recuperación de los proyectos de vida de la población desplazada. Estos 

aspectos han dificultado que los esfuerzos hasta ahora realizados se traduzcan en cambios 

estructurales que permitan revertir la exclusión histórica de los campesinos y desplazados en 

la tenencia de la tierra. 

Por su parte, los pueblos étnicos siguen enfrentando rezagos en los procesos de 

formalización que inciden en sus derechos colectivos y afectan los procesos de retornos 
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y arraigo territorial. De acuerdo con la Comisión Nacional de Territorios Indígenas, para 

2024 se habían registrado 1.136 solicitudes de formalización, de las cuales 

aproximadamente el 50 % corresponde a solicitudes que no fueron atendidas por entidades 

actualmente desaparecidas, como el Incora y el Incoder (Comisión Nacional de Territorios 

Indígenas, 2025). A la fecha, se han constituido 121 resguardos indígenas, que abarcan 

316.760 hectáreas, y se han realizado ampliaciones en 98 resguardos, que comprenden 

811.499 hectáreas; no obstante, a pesar de estos avances, persiste un rezago significativo 

en la atención de las solicitudes de formalización (Ministerio de Agricultura, 2025). Por su 

parte, para 2023, la ANT había identificado 535 solicitudes de formalización de territorios 

colectivos correspondientes a Consejos Comunitarios de comunidades NARP (ANT, 2023). 

A la fecha, se han titulado 65 territorios colectivos, que comprenden 47.256 hectáreas; sin 

embargo, estos avances también resultan insuficientes frente al volumen de solicitudes 

registradas, lo que evidencia un rezago persistente en los procesos de formalización 

(Ministerio de Agricultura, 2025). La Unidad para las Víctimas ha reconocido que en efecto, 

las acciones asociadas a acceso a tierras en los PRR presentan una alta complejidad en su 

implementación y cumplimiento debido a dificultades en el desarrollo de los procesos de 

formalización y restitución. Asimismo, la Corte Constitucional en el Auto 859 de 2022 

advirtió la baja ejecución de acciones relacionadas con el acceso a tierras en los planes de 

retorno (75,5 % sin cumplir), además de señalar la baja coordinación con los procesos de 

reforma agraria que no están priorizando comunidades étnicas en procesos de retorno, una 

situación señalada también por la Procuraduría en el séptimo informe de seguimiento a la 

implementación del Acuerdo de Paz, en donde destacan avances significativos en titulación 

pero revelan un panorama de estancamiento crítico en la atención específica a los planes de 

retorno. (Procuraduría General de la Nación, 2025).   

4.2.4. Limitada disponibilidad y acceso a la oferta institucional en materia de vivienda y 

hábitat de la población desplazada a nivel urbano y rural 

El derecho a una vivienda es fundamental para una solución duradera, ya que 

proporciona un entorno seguro para que las personas desplazadas puedan reconstruir 

sus vidas de manera estable. Sin embargo, la respuesta estatal ha sido inadecuada e 

insuficiente y no ha satisfecho la demanda de viviendas tanto en áreas rurales como 

urbanas. En las zonas rurales, la falta de infraestructura básica y la inseguridad jurídica en 

la tenencia dificultan la construcción de viviendas adecuadas, mientras que, en las áreas 

urbanas, el hacinamiento y la informalidad son agravados por la falta de acceso a servicios 

básicos. 

La garantía del derecho a la vivienda es una de las principales brechas para la 

población desplazada. A pesar de la existencia de diversos programas e instrumentos de 
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política para la garantía del derecho a la vivienda de la población desplaza, la crisis 

habitacional persiste de manera alarmante, por lo tanto, la garantía del derecho a la vivienda 

es una de las principales brechas para la población desplazada. De acuerdo con las 

mediciones en materia de vivienda,52 para diciembre de 2023, el 86 % de las personas 

desplazadas no tenían una vivienda adecuada. Dentro de este grupo, el 37 % enfrenta un 

déficit cuantitativo y el 67 % enfrenta un déficit cualitativo (Ministerio de Vivienda, 2024). 

Mapa 3.  Déficit habitacional por municipios en Colombia 

 

 

Fuente: Elaboración propia, basado en DANE, 2022 

 

 
52 El IGED de Vivienda está compuesto por 17 indicadores:  Vivienda adecuada, Acceso a planes, programas o 

proyectos, Acueducto, Alcantarillado, Cocina, Cohabitación, Déficit cualitativo, Déficit cuantitativo, Energía 

eléctrica, Hacinamiento Mitigable, Hacinamiento No Mitigable, Material de Pisos, Material de Paredes Exteriores, 

Recolección de Basuras, Seguridad Jurídica, Sin Afectaciones por Evento, Tipo de Vivienda. 
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Además, persiste una marcada desigualdad territorial en el acceso a vivienda 

adecuada, con un déficit habitacional más profundo en las regiones periféricas del país. 

El Mapa 4 representa la distribución espacial del porcentaje de hogares que cuentan con 

vivienda adecuada en Colombia, revelando patrones profundos de desigualdad territorial. 

Las zonas en color rojo, que representan los territorios con los niveles más bajos de 

cumplimiento (entre 0 % y 5,3 %), predominan ampliamente en la periferia del país, 

especialmente en regiones como la Amazonía, la Orinoquía, la Costa Pacífica y amplios 

sectores del Caribe y del nororiente. En contraste, los niveles más altos de cumplimiento (entre 

33,1 % y 55 %) se concentran en pequeños núcleos del centro del país, particularmente en 

zonas urbanas del Eje Cafetero, el Valle del Cauca y el altiplano cundiboyacense. La política 

pública resulta insuficiente y no se adapta a esta realidad territorial del déficit habitacional 

para la población desplazada (Ministerio de Vivienda, 2024).  

Mapa 4. Distribución porcentual territorial de vivienda adecuada en Colombia 

 

Fuente: Unidad para las Víctimas, a partir de los resultados de IGED para el derecho a la Vivienda (2023) 
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Por su parte, los subsidios y programas resultan insuficientes para atender a la 

población desplazada con carencias habitacionales y no se ha desarrollado una política 

integral que combine acceso a vivienda, mejoramiento de condiciones de vivienda, 

subsidios de arrendamiento y abordajes innovadores para la garantía de la vivienda 

digna. El Ministerio de Vivienda ha informado que 93 % de las víctimas de desplazamiento 

no han accedido a planes, programas y proyectos del Gobierno Nacional para la vivienda 

digna (Gobierno de Colombia, 2024). A pesar de los esfuerzos institucionales, persisten 

rezagos significativos y un bajo nivel de cumplimiento en múltiples programas de vivienda 

dirigidos a la población desplazada. En 2023, solo el 11,3 % de los subsidios de Mi Casa 

Ya fueron asignados a víctimas del conflicto, mientras que los Programas de Mejoramiento 

de Vivienda han enfrentado dificultades en su implementación, limitando el acceso de las 

familias desplazadas a condiciones habitacionales dignas. Asimismo, el enfoque de subsidios 

para la asegurar la tenencia de vivienda ha impuesto barreras para las personas que no 

cuentan con capacidades para la generación de ingresos. Esta apuesta por volcar la oferta 

hacia la seguridad jurídica ha implicado que no se tengan en cuenta otras ofertas y políticas 

relacionadas con mejoramiento de las condiciones de habitabilidad e incluso el 

arrendamiento.  

Además, el acceso a créditos para compra de vivienda, tanto nueva como usada, 

por parte de víctimas del conflicto resulta insuficiente y excluye a la población que 

enfrenta además complejas situaciones de pobreza monetaria. Durante el año 2023 

víctimas del conflicto radicaron 6.529 solicitudes de crédito para compra de vivienda por un 

valor total de 620.535 millones de pesos con un promedio de 95 millones de pesos por 

crédito; de los cuales 2.155 están afiliados por Ahorro Voluntario Contractual (AVC), 744 

por AVC y Cesantías, 3.592 tiene únicamente Cesantías, y 38 solo tienen crédito. Sin 

embargo, para esta población solo se desembolsaron 1.257 créditos por un monto de 

108.148 millones de pesos con un promedio de 86 millones de pesos por crédito, 535 

cuentan con apoyo para el cierre financiero a través de algún tipo de subsidio para la compra 

de vivienda VIS (Gobierno de Colombia, 2024).  

A su vez, la falta de integración entre las políticas de vivienda y las estrategias de 

generación de ingresos limita el impacto de las intervenciones habitacionales, ya que, 

por sí sola, el acceso a una vivienda digna no siempre se traduce en una mejora sostenible 

de las condiciones de vida. Sin un enfoque articulado que contemple la vivienda como un 

espacio con potencial productivo, se profundizan las dificultades para generar ingresos que 

permitan a las familias mantener y consolidar su estabilidad habitacional a largo plazo (Mesa 

Expertos Vivienda y Habitat para personas desplazadas, Diciembre de 2024). Un enfoque 

de soluciones duraderas implica entender la vivienda no solo como un espacio de 
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alojamiento, sino como un eje central de la estabilidad socioeconómica de los hogares, con 

el potencial de convertirse en una unidad productiva (Torres, 2024)53. 

Adicionalmente, no se cuenta con programas en implementación que promuevan la 

autoconstrucción para el desarrollo de nuevas unidades habitacionales. Como por 

ejemplo construcción en sitio propio o ampliación de manera directa para población 

desplazada, sino que en gran medida responden a la demanda del mejoramiento 

habitacional. De igual manera, los programas de titulación gratuita en gran medida 

dependen de las entidades territoriales y se ha restringido a los predios fiscales, lo cual limita 

la posibilidad de tener un porcentaje importante de viviendas beneficiarias para garantizar 

la seguridad jurídica de las viviendas. La población desplazada que se encuentra asentada 

en áreas de riesgo no cuenta con una estrategia nacional de mitigación o de reasentamiento 

temporal o definitivo acordes a las necesidades culturales y de calidad de estos hogares 

(Mesa Expertos Vivienda y Habitat para personas desplazadas, Diciembre de 2024). 

De manera complementaria, los problemas asociados al déficit habitacional para 

la población desplazada se agudizan en las zonas rurales. Respecto al contexto rural se 

revela una situación alarmante en términos de habitabilidad para la población desplazada, 

marcada por una precariedad generalizada y persistente. Apenas el 2,8 % de los hogares 

rurales desplazados residen en viviendas que cumplen con los criterios mínimos de 

adecuación, mientras que el 94,9 % presenta condiciones que no satisfacen los estándares 

básicos de habitabilidad. En cuanto al déficit habitacional, el 45,6 % enfrenta problemas 

estructurales graves como construcciones con materiales precarios y hacinamiento, y el 80,2 

% de las viviendas carecen de servicios esenciales como alcantarillado, energía eléctrica o 

pisos adecuados, lo que acentúa las condiciones de insalubridad y vulnerabilidad. La 

inseguridad jurídica constituye otro factor estructural que impide el goce efectivo del derecho 

a la vivienda, ya que el 63,3 % de los hogares carecen de tenencia formal o arriendo 

informal. Adicionalmente, la exposición a riesgos ambientales es significativa: el 35,3 % de 

estas viviendas ha sido afectado por eventos como inundaciones y derrumbes, evidenciando 

un alto riesgo a la vida de la población desplazada en zonas rurales por factores ambientales 

(Ministerio de Vivienda, 2024). 

Aunque se ha reconocido que las políticas de vivienda y hábitat contribuyen a 

garantizar el respeto y materialización de derechos fundamentales y colectivos, aun se 

requieren desarrollos operativos y estrategias específicas para atender las necesidades 

 
53 Al respecto, Torres encuentra en un estudio localizado en la ciudad de Bogotá, la evolución de la función 

habitacional de la vivienda hacia una función económica, que se consolida en vivienda productiva en tres ámbitos: 

actividad comercial y de servicios, edificabilidad y oferta de alquileres residenciales que viabiliza la generación 

de ingresos. 
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de los pueblos étnicos. El artículo 30254 del PND 2022- 2026 Colombia, Potencia Mundial 

de la Vida consideró que la política de vivienda y hábitat incluirá un enfoque diferencial que 

reconozca la condiciones socio económicas y culturales de los pueblos indígenas, de las 

comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, campesinas y de grupos 

poblacionales específicos. El Ministerio de Vivienda ha reconocido que desarrollar el enfoque 

diferencial puede asegurar que las soluciones habitacionales se adapten a las realidades 

diversas, que las intervenciones de vivienda resulten adecuadas a los contextos de 

poblaciones vulnerables y que se tengan en cuenta las particularidades ecológicas y sociales 

de cada región. Sin embargo, las condiciones y problemáticas asociadas a la vivienda de 

la población desplazada perteneciente a pueblos étnicos, como la ubicación en 

asentamientos informales, el desarrollo de vivienda palafítica y en terrenos ganados al mar, 

así como los déficits en materia de vivienda en contextos rurales, persisten sin respuestas 

concretas  (Ministerio de Vivienda, 2023) 

Por otra parte, las políticas de vivienda para las víctimas y la población desplazada 

han estado centradas principalmente en la entrega de unidades habitacionales, sin 

incorporar un enfoque integral de mejoramiento del hábitat y del entorno. La política se 

ha enfocado en mecanismos de subsidio a la demanda dentro del mercado inmobiliario, lo 

cual ha dificultado el acceso efectivo para gran parte de esta población. Un enfoque integral 

de hábitat implica intervenciones que van más allá de la vivienda, abordando la reducción 

de riesgos de desastres, la mitigación de impactos ambientales, la optimización de redes de 

servicios públicos, la infraestructura vial, el acceso a transporte público, la creación de 

espacios públicos y equipamientos colectivos, así como la conectividad y el mejoramiento de 

la calidad estructural de las viviendas (Franco, 2023). La ausencia de estos componentes ha 

restringido el impacto de las políticas de vivienda y ha perpetuado la exclusión de las víctimas 

en los procesos de desarrollo urbano y territorial.  

El acceso a agua potable y saneamiento básico es una de las principales 

privaciones que enfrenta la población desplazada en la garantía del derecho a una 

vivienda digna y adecuada. De acuerdo con las cifras más recientes del IGED (corte 31 de 

diciembre de 2024), el 67,3 % de los hogares con al menos una víctima de desplazamiento 

(1.551.089 hogares) enfrenta déficit cualitativo, subsanable con subsidios de mejoramiento, 

adecuación de servicios públicos y formalización de asentamientos informales, sin requerir 

 
54 

y sistemas alternativos tradicionales de construcción. El Gobierno nacional, por iniciativa del Ministerio de 

Vivienda, Ciudad y Territorio, definirá condiciones especiales para la construcción de la vivienda diferencial, que 

incluye la vivienda de interés cultural, que permitan e incentiven el uso de materiales y sistemas alternativos 

fundamentados en las características locales, regionales, geográficas, culturales e históricas de la región o sector 

 



 

 

 

 

70 

 

 

 

una nueva unidad habitacional. Por otro lado, en dos de los indicadores que conforman el 

déficit cualitativo, se evidencia que el 28 % de los hogares víctimas de desplazamiento 

forzado no cuenta con condiciones adecuadas de alcantarillado, y el 25,6 % presenta 

carencias en acueducto. Esta situación exige que, tanto a nivel nacional como territorial, las 

entidades fortalezcan sus procesos de gestión de bienes y servicios, priorizando inversiones 

en saneamiento básico para garantizar el goce efectivo del derecho a una vivienda digna. 

Además, aunque hay avances importantes en el acceso al servicio público de 

energía eléctrica, las privaciones en este siguen afectando especialmente a comunidades 

rurales y pueblos étnicos. De acuerdo con las mediciones de IGED en materia de déficit 

cualitativo en vivienda, el 94 % (1.996.831) de los hogares víctimas de desplazamiento 

habitan en una vivienda con acceso o servicio de energía eléctrica, mientras un el 6 % 

(130.956) de los hogares habitan en una vivienda con privaciones por acceso a este servicio 

(Gobierno de Colombia, 2024). De acuerdo con información de la Unidad de Planeación 

Minero Energética en materia de acceso a energía en contextos rurales solo el 73 % de la 

población rural cuenta con servicio del sistema interconectado, el 15 % cuenta con 

electrificación de sistemas locales no interconectados y el 16 % no dispone de electricidad. 

Asimismo, los consumos en los sistemas no interconectados están por debajo del consumo de 

subsistencia, este escenario indica la persistencia de brechas de acceso al servicio de energía 

eléctrica entre los entornos urbanos y rurales y los impactos que se generan para la población 

desplazada y en procesos de retorno e integración en estos contextos (UPME, 2024) 

A su vez, la política de legalización de asentamientos no ha logrado consolidarse 

como un eje central dentro de una estrategia nacional que garantice la articulación entre 

los niveles de gobierno y defina rutas claras y mecanismos eficaces para su 

implementación. Aunque se han desarrollado esfuerzos institucionales, estos se han 

concentrado principalmente en la asistencia técnica a las entidades territoriales, sin abordar 

de manera estructural las limitaciones que enfrentan en términos de suelo urbanizable, 

financiamiento, capacidades administrativas y logísticas. La respuesta del Estado en este 

aspecto ha sido fragmentada, dejando en manos de los gobiernos locales la tarea de avanzar 

en procesos de legalización sin el respaldo de una política nacional clara y con herramientas 

suficientes para su ejecución, a pesar de los reiterados llamados de la Corte Constitucional 

para fortalecer la coordinación y corresponsabilidad entre el nivel nacional y local. Esto ha 

generado una respuesta desigual entre territorios. Ciudades como Bogotá, Medellín y Cali 

han logrado desarrollar estrategias locales de legalización y mejoramiento integral de 

barrios, mientras que en otros municipios con menor capacidad institucional estos procesos 

siguen siendo incipientes o inexistentes (Opción Legal, 2016). 



 

 

 

 

71 

 

 

 

La limitada disponibilidad de infraestructura comunitaria restringe las 

oportunidades de integración social y reconstrucción del tejido social en los territorios 

con presencia de población desplazada. La falta o insuficiencia de espacios públicos 

adecuados para la convivencia, la participación ciudadana y el desarrollo de actividades 

culturales, educativas y recreativas afecta la cohesión social e impide la consolidación de 

redes comunitarias. Esta ausencia de equipamientos colectivos también limita el acceso a 

instancias de articulación entre comunidades de acogida y población desplazada, 

reduciendo las posibilidades de generar estrategias conjuntas para la resolución de conflictos 

y la construcción de entornos seguros. A pesar de los esfuerzos institucionales, la cobertura 

de iniciativas que buscan atender esta necesidad ha sido insuficiente y fragmentada, sin una 

planificación territorial que garantice su sostenibilidad y apropiación por parte de la 

comunidad. Entre 2017 y 2023, la UARIV apoyó 686 proyectos de infraestructura social y 

comunitaria, incluyendo equipamientos agropecuarios, en el marco de la estrategia de 

Prevención y Atención de Emergencias, la infraestructura construida permanece subutilizada 

o en deterioro debido a la falta de mecanismos de mantenimiento y financiamiento a largo 

plazo (Gobierno de Colombia, 2024). 

4.2.5. Barreras de acceso, permanencia y pertinencia educativa para la población 

desplazada 

 A pesar de los avances en materia de matrícula y cobertura educativa para NNA 

víctimas de desplazamiento, persisten barreras de acceso a la educación preescolar, 

primaria, básica y media. El Gobierno Nacional reportó que se han adelantado acciones 

para garantizar la cobertura de 609.000 NNA y jóvenes víctimas del desplazamiento 

forzado identificados en el marco del Auto 373 de 2016, que se encontraban sin cobertura 

del servicio educativo, en tal sentido por medio de acciones de búsqueda activa se logró la 

atención del 85.27 % de estos menores, restando un total de 89.677 menores por atender 

(Gobierno de Colombia, 2024). Sin embargo, las mediciones de SSV indican que un 36 % 

de la población desplazada entre 5-17 años no se encuentran matriculadas ni asisten a 

instituciones educativas. Las brechas siguen siendo amplias para NNA de pueblos étnicos, 

ya que un 39% de población indígena y 41 % de población afrocolombiana, no accede al 

sistema educativo. La situación para personas desplazadas entre 18 y 28 años resulta 

también preocupante dado que el 88 % de la población no ha accedido a programas de 

nivelación o terminación de sus estudios (UARIV, 2025A) . 

A su vez, las brechas de acceso y cobertura educativa en contextos rurales, son 

mayores para la población desplazada. De las 55.889 sedes educativas del país, un 67 

% se localiza en áreas rurales, concentrando su oferta educativa en la mañana (76 %) y en 

los niveles de preescolar (38 %) y primaria (46 %). La cobertura educativa en estas zonas 
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enfrenta serios desafíos, en especial en el nivel de preescolar, donde es solo el 47 %, y en 

el nivel media, solo 46 %. En básica primaria y secundaria la cobertura ya es del 64 %. Del 

mismo modo, se revelan deficiencias significativas en acceso y permanencia ya que menos 

de la mitad de los estudiantes que ingresan a primero de primaria llegan a grado once. Solo 

el 1,9 % ofrece educación media, en comparación con el 39 % en las ciudades. Aunque 

estos datos son de la población rural en general, estas condiciones de la educación en la 

ruralidad impactan a población desplazada (Universidad Javeriana, 2024). 

Adicionalmente, existe un elevado deterioro de la infraestructura educativa en 

contextos rurales y en comunidades víctimas del desplazamiento forzado. Instituciones 

Educativas en territorios con crisis humanitarias recurrentes presentan deterioro estructural y 

de dotación, lo que dificulta la continuidad educativa y la generación de entornos adecuados 

para el aprendizaje. A pesar de los avances en materia de infraestructura educativa al primer 

semestre de 2024  en el marco de acciones del Fondo para el Financiamiento de 

Infraestructura Educativa que indica la construcción, ampliación y mejoramiento de 238 

sedes educativas que benefician a cerca de 78.525 estudiantes en los 32 departamentos del 

país (Ministerio de Educación Nacional, 2025), un 57 % de las instituciones educativas 

enfrentan dificultades por la falta de claridad en la propiedad de sus predios lo que ha 

impedido el acceso a recursos públicos (FINDETER, 2023). La falta de infraestructura 

adecuada no solo afecta la calidad de la educación, sino que también incide en la capacidad 

de las instituciones para brindar entornos seguros y propicios para la integración de los niños 

y jóvenes desplazados.   

Por otro lado, la educación que recibe la población desplazada no siempre 

responde a sus necesidades y realidades culturales. Por ejemplo, en el caso de pueblos y 

comunidades étnicas, la falta de pertinencia cultural y lingüística contribuye a la pérdida de 

sus tradiciones y saberes ancestrales, afectando la identidad de estas comunidades y su 

cohesión social. La implementación de programas de etnoeducación ha sido un avance en 

algunos territorios, pero su cobertura sigue siendo insuficiente para garantizar una educación 

realmente inclusiva y respetuosa de la diversidad cultural. A pesar de los avances normativos 

y de las políticas educativas que respaldan la etnoeducación (Sistema Educativo Propio), su 

implementación efectiva encuentra varios desafíos, la falta de formación adecuada de los 

docentes en enfoques etnoeducativos, la persistencia de métodos de enseñanza tradicionales 

que no se alinean con los principios de la etnoeducación, y la necesidad de recursos y apoyo 

institucional continuo. Desde 2007 el número de sedes con etnoeducación ha aumentado de 

5.277 a 6.568 en 2023, lo que representa un crecimiento del 24,5 % en 16 años. Para 

2023, estas sedes se agruparon en 2.347 instituciones educativas (colegios). A pesar del 

crecimiento en el número de sedes, la implementación efectiva de la etnoeducación enfrenta 
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varios desafíos como la dotación o la oferta de todos los niveles en las sedes educativas  

(Laboratorio de Economía de la Educación, 2024B).  

Finalmente, la demanda de la población desplazada para el acceso a la educación 

superior viene en aumento, por lo que se requiere fortalecer la oferta y programas que 

faciliten y permitan el acceso a este nivel educativo. Desde el año 2022 aumentó el número 

de víctimas vinculadas a algún nivel de educación superior en 8 % con un total de 306.334, 

frente a un total de 283.251 en 2021. En su mayoría son las mujeres las que acceden a 

algún programa con un histórico de 485.529 entre 2020 y 2022 frente a los hombres con 

325.900 entre 2020 y 2022; de estos el nivel con mayor participación es el universitario, 

con un total de 190.036 vinculaciones a 2022. Entre 2022 y 2023, se evidenció que, con 

el aumento de los recursos al Fondo de Educación para Víctimas, el número de solicitudes 

creció en un 165 %, pasando de 9.499 en 2022 a 25.211 en 2023. Dado lo anterior, el 

número de créditos aprobados se incrementó en un 735 % pasando de 403 a 3.366 respecto 

a la vigencia 2022. Estas tendencias dan cuenta de la necesidad de adaptar la oferta a una 

demanda creciente que puede tener incidencia en fomentar la autonomía de la población 

desplazada y brindar mayores oportunidades de estabilización. (Gobierno de Colombia, 

2024).  

4.2.6. Deficiente cobertura de los servicios de salud para la población desplazada en 

contextos rurales 

 

A pesar de los avances en afiliación al Sistema de Salud, la población desplazada 

enfrenta barreras para acceder a servicios de atención primaria en salud en contextos 

rurales. De acuerdo con los datos de medición de superación de la vulnerabilidad para junio 

de 2024 un 9.6 % (752.696) personas no cumplían con el goce del derecho a la salud, 

siendo el 40 % niñas, niños y adolescentes. La Corte Constitucional en el marco de los autos 

331 de 2019 y 859 de 2022, identificó la persistencia de carencias asociadas a servicios 

de salud para la población desplazada en contextos rurales debido al acceso limitado 

causado por barreras geográficas y de infraestructura que impiden la atención oportuna, así 

como por la escasez de centros de salud y personal médico en territorios rurales y la 

deficiencia de transporte y conectividad para traslados a niveles superiores de atención. Las 

poblaciones rurales están mayormente expuestas a situaciones de salud asociadas a 

enfermedad diarreica aguda, infección respiratoria aguda, enfermedad renal crónica, 

depresión y afectaciones a la salud mental y prevalecen las barreras para el acceso a 

servicios en materia de salud sexual y reproductiva (Así vamos en Salud, 2024).  
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Los pueblos étnicos enfrentan barreras adicionales relacionadas con la ausencia de 

enfoques diferenciales en el modelo de salud rural que garantice el acceso a servicios y 

el desarrollo de los sistemas y practicas propias, la corte constitucional refirió en el auto 

859 de 2022 la falta de datos desagregados para pueblos étnicos en los indicadores de 

salud, Aunque la emisión  del Decreto 480 de 2025 que establece el Sistema Indígena de 

Salud Propia e lntercultural busca atender la situación de salud de los pueblos indígenas,  el 

19.3 %  de las personas que no cumplen con el derecho a la salud en el marco de las 

mediciones de SSV pertenecen a pueblos étnicos, quienes siguen enfrentando barreras de 

acceso a servicios de salud (UARIV, 2025A), así mismo, existen problemas asociados al 

desarrollo del Sistema Indígena de Salud Propio e Intercultural, política de salud diseñada 

para atender las necesidades de pueblos indígenas. De acuerdo con la Contraloría General 

de la República, a pesar de que este ha sido objeto de abordaje en el marco de los Planes 

de Desarrollo 2010-2014, 2014-2018 y 2018-2022, a la fecha no se presentan avances en 

su implementación. En estos últimos 12 años el Ministerio de Salud habría asignado recursos 

por 20.193 millones de pesos para desarrollar dicho sistema de salud, y habría girado otros 

50.043 millones de pesos a las entidades territoriales y organizaciones indígenas, estas 

asignaciones se dieron sin criterios técnicos ni metas asociadas, lo que ha generado un grave 

incumplimiento y el lento avances de medidas especiales adaptadas a las necesidades de 

pueblos indígenas en materia de salud integral, salud mental y atención 

psicosocial (Contraloría General de la República, 2024). 

Aunque hay avances debido a los cambios operativos del Programa de Atención 

Psicosocial y Salud Integral a Víctimas (PAPSIVI) por la atención directa de actores del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud, se requiere el fortalecimiento de las 

medidas de atención y estrategias que faciliten el acceso de las víctimas de 

desplazamiento a ofertas y programas de acompañamiento psicosocial.  De acuerdo con 

la Comisión de Seguimiento del Ministerio Público a la Ley de Víctimas, el indicador 

relacionado con víctimas del conflicto armado que han accedido a la atención psicosocial 

por demanda y búsqueda activa entre los años 2019 y 2023 da cuenta de una sensible 

disminución en las atenciones realizadas por el Ministerio de Salud y la UARIV, de tal forma 

que en 2019 se registraron 122.858, en 2020 una reducción del 29 % con un registro de 

atenciones de 87.570, en 2021 una reducción del 35 % con 79.896 víctimas y en 2022 la 

atención de 10.8898 víctimas lo que en comparación del 2019 indica una reducción del 92 

% (CSMLV, 2024).  

Por su parte, la demanda de atención psicosocial por parte de la población 

desplazada ha venido creciendo, sin embargo, aún persisten dificultades y barreras para 

la atención oportuna y diferencial que incluya estrategias que amplíen las necesidades 
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de atención para la población. De esta forma, el 76,8 % (98.227) de las víctimas que 

solicitaron atención psicosocial accedieron a la rehabilitación psicosocial, por el contrario, 

29.671 (23,2 %) no lo hicieron. Las mujeres requieren esta atención especializada en mayor 

proporción que los hombres, mientras un 78 % de las mujeres (57.744) accedieron a estas 

medidas solo un 75 % de los hombres (40.478) lo ha hecho (UARIV, 2025A). Dentro de la 

población con pertenencia étnica, se encuentra que 13.458 (79,5 %) víctimas negras o 

afrocolombianas han accedido a rehabilitación psicosocial, siendo estas las de mayor 

número, seguidas por las víctimas indígenas, donde 7.669 (71,6 %) han accedido a esta 

medida de reparación. Por otra parte, 74 personas de pertenencia al pueblo Rrom (80,4 %) 

accedieron a rehabilitación, 104 (76,5 %) raizales y 56 (80 %) palenqueros accedieron a 

esta medida (UARIV, 2025A).  

Asimismo, las dificultades en la atención en salud se agravan en contextos de 

emergencia humanitaria, donde la respuesta institucional suele ser insuficiente para 

garantizar la atención inmediata de la población desplazada. Las restricciones para la 

Misión Médica en zonas de conflicto impiden la llegada de insumos y personal de salud a 

los territorios que más lo necesitan, lo que pone en riesgo la vida de quienes requieren 

atención urgente. De acuerdo con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) en el año 

2023 la Mesa Nacional de la Misión Medica identificó 511 actos violentos, de estos el 27 

% estuvieron relacionados con situaciones asociadas al conflicto armado (Comite 

Internacional de la Cruz Roja, 2025). Estas situaciones generan restricciones para el acceso 

a servicios ofrecidos por personal sanitario como enfermería, psicología, odontología y 

barreras para el transporte en emergencia y traslados. De acuerdo con Oficina de 

Coordinación de Asuntos Humanitarios de Naciones Unidas (OCHA), en los contextos de 

emergencia humanitaria atendidos en el año 2024, se advirtieron incrementos de casos de 

ideación suicida y el suicidio consumado, infecciones de transmisión sexual, mortalidad 

infantil asociada a enfermedades diarreicas, infecciones respiratorias agudas y desnutrición, 

mortalidad materna, deterioro de las condiciones de salud de los pacientes crónicos, entre 

otras morbilidades y mortalidades evitables (OCHA, 2024).  

 

4.3. Persisten barreras culturales y participativas y de revictimización que debilitan el 

tejido social, las capacidades sociales y comunitarias de las personas desplazadas 

y de las comunidades de acogida en los territorios donde deciden asentarse 

 

El desplazamiento forzado ha generado transformaciones profundas en la sociedad 

colombiana, impactando a múltiples generaciones y alterando tanto los territorios de 
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origen como los de acogida. Las nuevas formas de violencia, la discriminación y la falta de 

participación, han ocasionado la pérdida del arraigo y la ruptura de los proyectos de vida 

individuales y colectivos. Estos factores han debilitado la autonomía de la población 

desplazada y limitado sus oportunidades de integración, afectando el tejido social y la 

cohesión comunitaria. 55 

Más allá de la afectación individual, la fragmentación del tejido social ha 

restringido la capacidad de las comunidades para organizarse, participar en procesos 

de toma de decisiones y reconstruir vínculos esenciales para su desarrollo. La Comisión 

de la Verdad documentó cómo el desplazamiento forzado ha implicado graves y reiteradas 

violaciones a los derechos humanos, dejando traumas individuales y colectivos con impactos 

duraderos en las víctimas (Comisión de la Verdad, 2022). La ruptura de los lazos 

comunitarios y la desconfianza en la institucionalidad han limitado la capacidad de las 

comunidades para generar redes de apoyo y estrategias de resiliencia a largo plazo. 

De esta forma, si bien la población desplazada ha desarrollado estrategias de 

afrontamiento, resistencia y adaptación para sobreponerse a la adversidad, persisten 

riesgos estructurales que perpetúan su exclusión. La Comisión de Seguimiento a Políticas 

sobre Desplazamiento ha identificado que esta población enfrenta múltiples barreras para el 

ejercicio pleno de su ciudadanía, ya sea por la falta de oportunidades para la juventud, la 

permanencia de contextos de violencia asociados al conflicto armado, la criminalidad y la 

extorsión, o la percepción de un Estado con limitada capacidad de respuesta (Comisión de 

Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, 2025). Estos elementos no 

solo restringen su acceso a derechos fundamentales, sino que también debilitan la 

reconstrucción de la vida comunitaria y limitan su papel en la construcción de paz y desarrollo 

local. 

 

4.3.1.  Persisten de hechos revictimizantes que afectan el tejido social y las capacidades 

comunitarias de la población desplazada y de las comunidades de acogida 

La continuidad de hechos de violencia, amenazas y riesgos de revictimización en 

los territorios donde se asienta la población desplazada genera un impacto estructural 

 
55 El tejido social, entendido como el conjunto de relaciones sociales y comunitarias que permiten el desarrollo 

y la cooperación en los ámbitos familiar, comunitario y laboral, es fundamental para el bienestar de las 

comunidades afectadas por el conflicto armado. Sin embargo, investigaciones han mostrado que el conflicto y el 

desplazamiento forzado generan una ruptura en estas redes que no solo afecta a las personas desplazadas, sino 

también a las comunidades receptoras. La ausencia de políticas efectivas orientadas a reconstruir el tejido social 

y promover la cohesión comunitaria ha dejado a muchas personas desplazadas en una situación de exclusión y 

precariedad, al no poder restablecer vínculos de confianza y apoyo en sus nuevos entornos.  
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que trasciende la vulneración individual de derechos y limita la construcción de tejido 

social. Tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en los Autos 756 de 2021, 811 de 

2021 y 092 de 2008, la falta de garantías efectivas de seguridad perpetúa la vulnerabilidad, 

impide la reconstrucción del tejido social y limita la integración local, afectando la 

sostenibilidad de las soluciones duraderas. Estos fenómenos erosionan la confianza, 

fragmentan redes comunitarias y profundizan las desigualdades, especialmente en mujeres, 

pueblos étnicos y otros grupos con riesgos diferenciados. La respuesta institucional debe 

reconocer que la seguridad es condición habilitante para la cohesión social y la convivencia 

pacífica, articulando medidas de prevención, y atención integral que respondan a los 

contextos territoriales y a las afectaciones diferenciales. 

De esta forma, el desplazamiento forzado sigue siendo el principal hecho 

victimizante en el país, focalizándose en territorios con altos niveles de vulnerabilidad y 

afectando la reconstrucción del tejido social y las capacidades comunitarias en procesos 

de retornos e integración de la población desplazada. A pesar de los desarrollos del 

Sistema de Prevención56, y de que las emergencias por desplazamiento se dan de manera 

recurrente en varios territorios y regiones del país, las entidades nacionales no cuentan con 

medidas y acciones específicas para la prevención del desplazamiento, al respecto, la Corte 

Constitucional mediante el auto 894 de 2022 llamo la atención acerca de la falta de atención 

de las emergencias y sobre la ausencia de una estrategia de prevención del desplazamiento 

forzado.  

 

 
56 El sistema de prevención está compuesto por un conjunto de decretos (1066 de 2015, 1581 de 2017, 2124 

de 2017, 1139 de 2021, que determinan roles de coordinación en el nivel nacional desde el sector interior y 

comprenden una serie de instrumentos como los Planes Integrales de Prevención y Protección, los Planes 

Territoriales de Prevención, los programas de protección individual y colectiva, el Sistema de Respuesta Rápida 

a las Alertas Tempranas.  
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Mapa 5. Desplazamientos Individuales y Masivos 2021-2024 

 

Fuente: Unidad para las Víctimas, 2024, Visor de Desplazamientos 2021-202457  

Además, la población desplazada está expuesta a riesgos contra su vida, libertad 

e integridad que afectan la reconstrucción de sus proyectos de vida y limitan su 

participación en procesos de cohesión social. De acuerdo con los Indicadores de Goce 

Efectivo de Derechos, la incidencia de delitos graves como homicidio, desaparición forzada 

y violencia sexual es significativamente más alta entre las personas desplazadas que en la 

población general. Específicamente, en 2022, la tasa de homicidios en la población 

desplazada fue de 37,7 por cada 100.000 habitantes, frente a 26,8 a nivel nacional. En 

desaparición forzada, la tasa ascendió a 14,8 en la población desplazada, mientras que el 

promedio nacional fue de 11,3. En el caso de los delitos contra la integridad sexual, la tasa 

de victimización en 2022 alcanzó 53,6 por cada 100.000 habitantes en la población 

desplazada, superando el promedio nacional de 50,5 (UARIV, 2022A). En 2024, la tasa de 

 
57  Para más información sobre el visor de desplazamiento, puede consultar el siguiente enlace 

https://response.reliefweb.int/es/colombia/dashboard-datos-oficiales) 
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homicidios en la población desplazada fue de 38,3 por cada 100.000 habitantes frente a 

26,4 a nivel nacional.  En desaparición forzada, la tasa fue de 10,9 en la población 

desplazada mientras el promedio nacional fue 9,2 (Gobierno de Colombia, 2024). La 

ocurrencia de estos graves delitos restringe las libertades civiles y derechos fundamentales de 

las personas desplazadas causando situaciones de revictimización que inciden en sus 

experiencias vitales y desarticulan sus entornos comunitarios y familiares.  

Asimismo, pesar de la emisión de las Alertas Tempranas que dan cuenta de los 

riesgos de revictimización, la respuesta rápida no se refleja en acciones de prevención 

efectivas, exponiendo a la población desplazada a nuevos hechos de violencia. Entre 

2017 y 2025 la Defensoría del Pueblo ha emitido 331 Alertas Tempranas, 303 (91 %) han 

advertido riesgos de desplazamiento forzado para la población (Defensoria del Pueblo, 

2025).  Esta realidad ha acentuado la vulnerabilidad de las personas desplazadas, ha 

dificultado los procesos de retorno seguro y ha generado nuevas dinámicas de 

desplazamiento, en un contexto donde no se han adoptado medidas estructurales para frenar 

la repetición de estos hechos. De esta forma, la medición de ocurrencia de nuevos hechos 

victimizantes refleja una alta reincidencia de violencias y revictimización. Para 2023, el 

Indicador de Garantías de No Repetición, se tradujo en una tasa de 1.184 por cada 

100.000 habitantes en esta población. La violencia y el conflicto armado siguen siendo las 

principales causas de desplazamiento en Colombia. Tras la firma del Acuerdo de Paz en 

2016, el país ha experimentado un nuevo ciclo de violencia caracterizado por disputas entre 

grupos armados, ocupación territorial y ataques indiscriminados que han generado graves 

consecuencias humanitarias. En 2024, el Comité Internacional de la Cruz Roja identificó 

ocho escenarios de conflicto armado no internacional,58 con afectaciones como 

desplazamiento forzado, confinamiento, uso de artefactos explosivos, ataques contra bienes 

protegidos y agresiones a la misión médica (Comite Internacional de la Cruz Roja, 2025). 

Por su parte, la contaminación por minas antipersonales y artefactos explosivos 

afecta el arraigo territorial de comunidades en procesos de retorno, integración y en 

riesgo de desplazamiento, limitando sus usos del territorio y la construcción de cohesión 

y tejido social y comunitario. A partir de 2020 se han incrementado las afectaciones 

individuales y colectivas a la población civil por el uso indiscriminado de este tipo de armas, 

en territorios donde persiste el conflicto armado. Entre 2021 y 2025 se han presentado 376 

víctimas de minas, de las cuales el 12 % pertenecen a pueblos indígenas, el 7 % son 

 
58 De acuerdo con el CICR existen 3 Conflictos entre el Estado, el ELN, el EGC o Clan del Golfo y Disidencias 

de las antiguas FARC. Adicionalmente, se presentan 5 conflictos ente grupos no estatales uno entre el ELN y las 

AGC, y otros cuatro entre grupos disidentes contra el ELN, las AGC, los Comandos de la Frontera y la Segunda 

Marquetalia.  
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afrocolombianos, el 13 % corresponden a NNA y el 7 % a mujeres (AICMA, 2024). 

Asimismo, se han presentado 3.549 incidentes con minas y artefactos explosivos, de los 

cuales 3.241 fueron por labores de desminado y 308 por la identificación de áreas con 

sospecha de contaminación. Las víctimas de minas antipersonales, enfrentan barreras 

relacionadas con el acceso a medidas de rehabilitación física y psicosocial. De acuerdo con 

información del Grupo AICMA 97 municipios con planes de retorno han tenido intervenciones 

de acción contra minas, 37 de estos se encuentran libres de minas y 60 se encuentran en 

intervención o por intervenir. De igual forma, de 274 municipios con solicitudes de restitución, 

178 se encuentran liberados y 96 en intervención o pendientes (Grupo AICMA, 2025). Las 

limitaciones al uso del territorio por la contaminación con Minas afectan la producción y 

obtención de alimentos, el acceso a bienes y servicios, restringen la libre movilidad y 

provocan el abandono de áreas y bienes de uso comunitario, incidiendo en los procesos de 

construcción del tejido social.  

Mapa 6. Territorios con Víctimas de Minas Antipersonales 2016-2024 

 

Fuente: Reporte Víctimas por MAP y MUSE (2024)  

Del mismo modo, el confinamiento tiene impactos colectivos que afectan a la 

población desplazada y a comunidades en procesos de retornos e integración, causando 
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el debilitamiento de sus procesos comunitarios. Desde el año 2016 hasta septiembre de 

2024, la UARIV ha reportado la inclusión en el RUV de 167.263 víctimas de confinamiento 

afectadas por uno o más eventos. De este total, el 51,4 % (85.873) corresponde a hombres 

y el 48,5 % (81.074) a mujeres. Asimismo, el 36,7 % (61.279) de las personas afectadas 

corresponde a NNA entre los 0 y 17 años, quienes constituyen el grupo etario más 

impactado, seguido por los adultos entre 29 y 59 años, que representan el 31,6 % (52.848). 

Como se observa en el Mapa 7, el confinamiento ha tenido una alta incidencia en los pueblos 

étnicos. En efecto, entre 2016 y septiembre de 2024, el 76,3 % (127.589) de las personas 

afectadas presenta algún tipo de pertenencia étnica, de las cuales el 63,6 % (81.114) 

corresponde a población indígena, seguida por la población negra y afrocolombiana, que 

representa el 36,4 % (46.379). Las restricciones impuestas por grupos armados han limitado 

el acceso a alimentos, salud y libre movilidad, de las poblaciones generando no solo 

situaciones de crisis humanitaria sino también profundas afectaciones al tejido social, toda 

vez que impide la relación de las personas con el territorio, fragmenta y separa a familias y 

comunidades, restringe el desarrollo de actividades cotidianas y comunales, generando el 

debilitamiento de las capacidades sociales y comunitarias de las poblaciones afectadas.  
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Mapa 7. Mapa de Confinamientos 2016-2024 

 

Fuente: Unidad para las Víctimas, Dirección de Registro y Gestión de la Información (2024) 

Las violencias contra NNA está generando la ruptura del tejido social y comunitario 

de las comunidades víctimas de desplazamiento forzado. Los daños intergeneracionales 

debilitan la transmisión de conocimientos, la vinculación de las nuevas generaciones a los 

procesos organizativos y comunitarios, impactan la salud mental individual de las víctimas y 

colectiva de sus comunidades, y deterioran las redes sociales y entornos que pueden prevenir 

estos delitos (OACNUDH, 2025).  Entre agosto de 2022 y agosto de 2024 el 33 % de las 

personas desplazadas en el país fueron NNA (UARIV y Blumont, 2024). De acuerdo con el 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), las Unidades Móviles de Atención han 

atendido entre el 1 de enero de 2016 a 28 de febrero de 2025, a 1.201.459 NNA víctimas 

del desplazamiento forzado, en riesgo inminente de desplazamiento o afectados por 

situación de desastre. De acuerdo con Naciones Unidas, en 2023 se registró un aumento del 

58 % en los casos de reclutamiento forzado, con 348 casos verificados; adicionalmente, 133 

NNA fueron asesinados o mutilados. En este contexto, los niños y niñas indígenas y 

afrocolombianos representaron el 43 % de las víctimas infantiles de graves violaciones, 
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incluyendo asesinato, reclutamiento, mutilaciones y violencia sexual (Secretario General de 

las Naciones Unidas, 2024). Esta situación ha incrementado de manera sustancial las 

necesidades y demandas de protección de la niñez en el marco del conflicto armado. En 

consecuencia, el Programa de atención a NNA amenazados por reclutamiento inminente del 

ICBF ha atendido a 785 NNA desde 2016, mientras que el Programa de atención 

especializada para niñas, niños y adolescentes víctimas de reclutamiento ilícito que se han 

desvinculado de grupos armados organizados al margen de la ley ha atendido, en el mismo 

periodo, a 1.939 NNA (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 2025).  

Además, las mujeres víctimas de desplazamiento, que representan el 50 % del total 

de esta población,59 enfrentan múltiples formas de violencia que agravan su situación de 

vulnerabilidad y limitan sus capacidades para desarrollar procesos de liderazgo y de 

reconstrucción del tejido social60. La violencia sexual61, las violencias basadas en género62, 

las amenazas por sus ejercicios de liderazgo y la violencia contra sus hijos son prácticas 

sistemáticas63 que generan impactos profundos en sus vidas y en sus comunidades, 

exponiéndoles a situaciones de revictimización e impidiendo que desarrollen roles activos en 

actividades que contribuyen a la reconstrucción del tejido social y de los vínculos 

comunitarios, en la participación e incidencia en políticas y programas, y en procesos de 

exigibilidad de derechos. Los hallazgos de la Corte Constitucional en el Auto 092 de 2008 

sobre el impacto diferencial y agudizado del conflicto armado sobre las mujeres tienen 

vigencia, la violencia sexual y otras violencias contra las mujeres generan cargas 

extraordinarias y desestructuración familiar y comunitaria, asimismo, perpetúan patrones 

estructurales de discriminación que afectan la cohesión social y la participación, lo que 

incrementa la vulnerabilidad colectiva.  De acuerdo con datos de los IGED la tasa de 

victimización de mujeres desplazadas por delitos contra la integridad sexual fue superior a 

 
59 El 21% de ellas relacionan alguna pertenencia étnica y el 41% son Niñas y Adolescentes Fuente especificada 

no válida. 

60 La Corte Constitucional reconoció en el Auto 092 de 2008, 10 riesgos de género en el marco del conflicto 

armado y dieciocho facetas de género del desplazamiento forzado, en las cuales se identifican diferentes formas 

de violencia y discriminación que enfrentan las mujeres desplazadas.  

61 Entre enero y octubre de 2024, las mujeres representaron el 90 % de las víctimas de violencia de pareja y el 

80 % de los casos de violencia contra niños, niñas, adolescentes y adultos mayores, en estos contextos las mujeres 

desplazadas afrontan riesgos por estas formas de violencia (Instituto de Medicina Legal, 2024). Asimismo, las 

mujeres fueron víctimas del 83,3 % (30.797) de los casos de violencia sexual reportados en el año 2024 de los 

cuales el 66 % fueron contra niñas y adolescentes, siendo Bogotá, Antioquia, Cundinamarca, Cali, Valle del 

Cauca, Santander, Nariño, Risaralda y Cauca los departamentos y ciudades donde más casos ocurrieron 

(SISPRO, 2024) 

 
63 La Comisión de la Verdad señaló que las mujeres han sido víctimas de formas de violencia concomitantes y 

sistemáticas, situaciones que se exacerbaron en el marco del conflicto armado colombiano. 

https://www.comisiondelaverdad.co/etiquetas/continuum-de-violencia 
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la tasa nacional entre 2019 y 2022 siendo los departamentos de Guaviare y Huila los de 

mayores tasas de violencias sexuales contra mujeres desplazadas (Gobierno de Colombia, 

2024). Asimismo, las mujeres desplazadas enfrentan violencias basadas en género: violencia 

psicológica, violencia sexual, violencia física, explotación y abuso sexual, violencia 

económica/patrimonial, las cuales ocurren en sus entornos familiares y en los territorios de 

acogida y retorno (GIFMM, 2023). 

Los ejercicios de liderazgo de las mujeres desplazadas enfrentan riesgos y 

amenazas que limitan su participación e incidencia en procesos de reconstrucción del 

tejido social y comunitario. Entre 2016 y 2025 han sido asesinadas 520 personas que 

ejercían liderazgos y pertenecían a los sectores de víctimas, pueblos étnicos, defensoras de 

los derechos de las mujeres y reclamantes de tierras en 29 departamentos y 67 municipios 

de las cuales 76 (15 %) fueron mujeres (INDEPAZ, 2025). Dentro de los factores de riesgo 

que enfrentan las mujeres lideresas y defensoras se encuentran la ocurrencia de violencias 

basadas en género, la intensificación de la violencia armada en sus territorios, la 

discriminación, estigmatización, violencia por prejuicio, racismo y sexismo y falencias en la 

atención, prevención y protección ante estos riesgos (Defensoría del Pueblo, 2023), esto 

afecta además el ejercicio de acciones para la defensa de los derechos individuales y 

colectivos que ejercen las mujeres en sus comunidades y sus aportes a los procesos de 

sanación, memoria, justicia, participación ciudadana y ejercicio de la ciudadanía, labores 

fundamentales para la reconstrucción del tejido social (SISMA, 2024).  

 

4.3.2. Persisten barreras culturales asociadas a situaciones de exclusión y discriminación, 

que generan ruptura del tejido social en las comunidades desplazadas y limitan 

su integración en las comunidades de acogida 

La población desplazada enfrenta discriminación por origen, etnia y situación 

socioeconómica, lo que limita su integración en las comunidades de acogida y dificulta 

el diálogo social. Estas formas de exclusión han sido exacerbadas por el racismo estructural 

y la estigmatización asociada al desplazamiento, manifestándose en rechazo, temor, burla 

y percepción de riesgo por parte de la población receptora (Avila, 2022). En particular, las 

personas desplazadas pertenecientes a pueblos étnicos han sido objeto de formas de 

discriminación más profundas y sistemáticas, como lo ha señalado el Instituto para el 

Liderazgo, la Equidad y la Excelencia (ILEX), al evidenciar cómo el racismo estructural afecta 

su acceso a derechos y oportunidades (ILEX, 2024). La IV Encuesta Nacional de Verificación 

sobre el Goce Efectivo de Derechos de la Población Desplazada identificó que el 32,9 % de 



 

 

 

 

85 

 

 

 

los hogares encuestados ha sufrido discriminación, señalamiento o afectaciones a su 

dignidad y buen nombre (Comisión Seguimiento a Políticas sobre desplazamiento, 2024). 

 Además, la población desplazada enfrenta una marcada segregación territorial 

en entornos urbanos lo que afecta su capacidad de integración y construcción de 

proyectos de vida acorde a sus identidades étnicas y culturales. Al igual que ocurre a nivel 

nacional, en las ciudades esta población se asienta mayoritariamente en periferias urbanas, 

zonas de alto riesgo y asentamientos informales, donde existen barreras estructurales para el 

acceso a bienes y servicios básicos. En Bogotá, por ejemplo, las mayores concentraciones 

de población afrocolombiana se ubican en localidades con altos índices de pobreza como 

Bosa (18,7 %), Suba (15,1 %) y Ciudad Bolívar (10,6 %), seguidas de San Cristóbal (9,9 %) 

y Engativá (8,7 %), todas caracterizadas por condiciones precarias de habitabilidad y 

limitaciones en el acceso a infraestructura y oportunidades económica (Torino, 2024). Estas 

condiciones de exclusión, discriminación y segregación espacial perpetúan las 

desigualdades estructurales que afectan a la población desplazada, limitando su capacidad 

de integración y el ejercicio pleno de sus derechos. La falta de políticas efectivas de inclusión 

social y el reconocimiento insuficiente de las particularidades étnicas y culturales de estas 

comunidades han restringido sus posibilidades de reconstrucción de proyectos de vida en 

condiciones dignas. 

Por su parte, el limitado acceso a mecanismos comunitarios de mediación y 

resolución de conflictos a los que acuden las personas desplazadas dificulta la 

reconstrucción del tejido social y la convivencia. En el marco del proceso participativo, las 

comunidades manifestaron que no se reconocen las formas propias de resolución de 

conflictos, así mismo, que en sus experiencias acuden a conciliadores en equidad64, jueces 

de paz, centros de conciliación, Juntas de Acción Comunal, instancias de justicia propia de 

pueblos étnicos, entre otros escenarios para promover la convivencia, solucionar y gestionar 

conflictos comunitarios y construir confianza entre las comunidades (Viva la Ciudadanía , 

2025). La población desplazada y comunidades de acogida acuden a resolver sus disputas 

a través de vías extralegales o mecanismos alternativos, de acuerdo con el Ministerio de 

Justicia, en Colombia funcionan 497 centros de conciliación que, entre junio de 2023 y junio 

de 2024, atendieron 172.657 casos de conciliación en derecho. Además, en 2023 se 

registraron 31.327 casos de conciliación en equidad y 19.329 en el primer semestre de 

2024, en los cuales los principales motivos de consulta fueron conflictos de convivencia entre 

vecinos, así como disputas relacionadas con bienes y arrendamientos (Ministerio de Justicia, 

2024). Aunque la demanda y experiencias de la población desplazada en estos mecanismos 

 
64 A septiembre de 2024, se habían certificado 11.182 conciliadores en equidad en todo el país (El Espectador, 

2 de diciembre de 2024) 
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es valorada, la falta de reconocimiento institucional, la baja cobertura, promoción y 

fortalecimiento de estos es insuficiente frente a la magnitud de las necesidades de mediación 

a nivel nacional y, en particular, en comunidades desplazadas y receptoras. 

 

4.3.3.  Debilitamiento de procesos organizativos y del ejercicio de la participación 

política, social y comunitaria de la población desplazada y las comunidades de 

acogida  

 

Los espacios de participación para la población desplazada enfrentan debilidades 

en su representatividad, transparencia y renovación de liderazgos, lo que ha limitado su 

efectividad e incidencia en la toma de decisiones. En el marco de la política de víctimas, 

se han creado instancias de participación que han permitido la formación y cualificación de 

liderazgos de la población desplazada y de actores institucionales. Sin embargo, estos 

espacios han enfrentado tensiones y desafíos, entre ellos, la irrupción de dinámicas políticas 

y electorales locales, la falta de relevo generacional de los liderazgos y la escasa 

representación de mujeres, pueblos étnicos, jóvenes y personas con diversas orientaciones e 

identidades de género. Además, la ausencia de mecanismos de rendición de cuentas de los 

representantes a sus representados y de un seguimiento estricto a compromisos, sumada al 

incumplimiento de planes y acuerdos, ha afectado la confianza en estos espacios y ha 

limitado su impacto real en la toma de decisiones (Viva la Ciudadanía, 2024).  

Además, el acceso a información clara y oportuna sobre los mecanismos de 

participación sigue siendo un obstáculo significativo. Organizaciones de víctimas han 

señalado la inexistencia de canales adecuados para la difusión de información, lo que 

restringe la interlocución con las entidades responsables. Asimismo, la alta rotación de 

funcionarios en los niveles territorial y nacional ha generado pérdida de memoria 

institucional, debilitando la continuidad de los procesos participativos y dificultando la 

articulación efectiva con la población desplazada (Viva la Ciudadanía, 2024).  

A su vez, a pesar de la existencia de mecanismos institucionales de orientación, 

asesoría y acompañamiento para las personas desplazadas, persisten brechas que 

debilitan los procesos organizativos, la participación de la población desplazada y de 

acogida, así como el ejercicio pleno de la ciudadanía. Si bien el país cuenta actualmente 

con 35 Centros Regionales de Atención a Víctimas y 226 Puntos de Atención a Víctimas, 

coordinados por la Unidad para las Víctimas, y estos han contribuido de manera relevante a 

la atención de solicitudes y a la prestación de servicios de orientación psicosocial, jurídica y 

social, su alcance resulta heterogéneo y no siempre logra articular de forma integral la oferta 
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del SNARIV (CSMLV, 2025). Al respecto, las víctimas refirieron en los procesos de 

participación la necesidad de fortalecer la presencia de las instituciones del Estado en zonas 

apartadas, a nivel rural y también a nivel comunitario, en aras de reestablecer confianzas, 

facilitar el acceso a la oferta y avanzar hacia la reconstrucción de las capacidades de 

participación y ejercicio de la ciudadanía de la población desplazada (Viva la Ciudadanía, 

2025).  

Finalmente, las organizaciones conformadas por población desplazada enfrentan 

restricciones para su fortalecimiento organizativo debido a la falta de acceso a 

mecanismos de asistencia técnica y formación en incidencia política y social. Mientras en 

departamentos como Antioquia y Bolívar65 existen estructuras organizativas consolidadas que 

han logrado articularse con instituciones gubernamentales y organismos de cooperación 

internacional, en territorios como Chocó, Caquetá y Nariño se constatan escenarios distintos. 

En estos últimos, los altos niveles de violencia y las dinámicas de control territorial ejercidas 

por grupos armados ilegales han restringido la articulación entre organizaciones, afectando 

su capacidad para incidir en la implementación de políticas públicas y en la reivindicación 

de sus derechos (Viva la Ciudadanía, 2024).   

5. DEFINICIÓN DE LA POLÍTICA  

La identificación de los problemas que deben enfrentar la personas víctimas de 

desplazamiento y las comunidades de acogida ha dado lugar a la definición de objetivos 

y líneas estratégicas de acción encaminadas a mejorar sus condiciones y promover su 

desarrollo integral para la reconstrucción de sus proyectos de vida. Estos objetivos buscan 

abordar tanto las causas estructurales de su vulnerabilidad como los impactos diferenciados 

en cada contexto territorial, reconociendo la diversidad de necesidades, capacidades y 

realidades socioeconómicas. 

La política de Soluciones Duraderas se concibe como un complemento a los 

objetivos 2 y 4 del CONPES 4031 de 2021, en la medida en que se focaliza 

exclusivamente en la población víctima del desplazamiento forzado y en la superación 

estructural de sus vulnerabilidades en los territorios donde se asientan. A diferencia de los 

instrumentos previos, que abordan de manera general a todas las víctimas y se enfocan en 

la reparación integral y la asistencia, esta política organiza la respuesta estatal alrededor del 

 
65 Organizaciones como el Espacio de Organizaciones de población Desplazada Étnicas y Campesinas de 

Montes de María, la Caminata Pacífica de Montes de María, el Programa de Desarrollo y Paz del Magdalena 

Medio y otras iniciativas organizativas de víctimas y sociedad civil, son ejemplos de estructuras que han 

consolidado sus agendas en la búsqueda de soluciones a las problemáticas estructurales de los territorios y la 

población.  
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desarrollo del enfoque de área en intervenciones integrales territoriales definidas en la ley 

2421 de 2024, y una priorización clara de cinco catalizadores de derechos: vivienda y 

hábitat, generación de ingresos, tierras y desarrollo rural, educación y salud, y fortalecimiento 

del tejido social. 

De manera complementaria a lo definido en el marco de acción de la política de 

víctimas, el presente CONPES introduce innovaciones que no estaban presentes en los 

marcos anteriores: (i) el marco general para el desarrollo de la Estrategia Integral de 

Intervención Territorial de Soluciones Duraderas, que define metodologías comunes de 

focalización y priorización territorial; (ii) mecanismos intersistémicos y de articulación 

operativa en el territorio, que buscan superar la fragmentación sectorial y conectar el SNARIV 

con otros instrumentos de transformación territorial; (iii) la creación de un sistema único de 

monitoreo y seguimiento para soluciones duraderas, con medición diferenciada poblacional 

y territorial; y (iv) un enfoque integral y participativo de fortalecimiento de capacidades 

sociales y comunitarias, que reconoce a las personas desplazadas y a las comunidades de 

acogida como actores centrales de la reconstrucción del tejido social y de la sostenibilidad 

de las soluciones. 

En este sentido, la política parte del reconocimiento de que la superación del 

desplazamiento exige orientar de manera coherente la acción del Estado bajo los 

enfoques rectores definidos en el marco conceptual. Para ello, el CONPES establece como 

condición habilitante la adopción y aplicación por parte de las entidades del nivel nacional 

de un proceso único y estandarizado de focalización y priorización de territorios, que permita 

identificar de manera objetiva y concertada aquellos municipios donde se concentran la 

mayor cantidad de víctimas de desplazamiento forzado,  las mayores vulnerabilidades y 

rezagos en derechos de la población desplazada, así como su relación con las capacidades 

institucionales de las entidades territoriales involucradas. Esta lógica busca ordenar la oferta 

institucional, alinear instrumentos de política y planeación, y coordinar las intervenciones 

sectoriales en los mismos territorios priorizados, superando la fragmentación, la dispersión 

de esfuerzos y las respuestas aisladas que han limitado el impacto de las políticas previas.  

Con estas diferencias sustantivas, la política de Soluciones Duraderas no reemplaza los 

desarrollos normativos e institucionales previos, sino que los articula y profundiza, ofreciendo 

un marco orientado a resultados que traduce el reconocimiento de derechos en 

transformaciones concretas en la vida de las personas desplazadas y en los territorios que 

habitan.  

En el marco del proceso participativo llevado a cabo, las víctimas del 

desplazamiento forzado, comunidades de acogida, organizaciones sociales, autoridades 

territoriales y actores institucionales aportaron de manera directa en la identificación de 
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propuestas que se ven reflejadas en el presente documento. De manera concreta, el 

proceso participativo incidió directamente en la formulación de líneas estratégicas y acciones 

del PAS. Por ejemplo, las comunidades y organizaciones participantes enfatizaron la 

urgencia de contar con intervenciones integrales en los territorios que no se limitaran a 

programas aislados, sino que permitieran articular de forma efectiva la oferta institucional, 

definir responsabilidades claras y asegurar seguimiento a los compromisos adquiridos (Viva 

la Ciudadanía, 2025). Esta demanda se incorporó en la definición de las Estrategias 

Integrales de Intervención Territorial como principal mecanismo de implementación de la 

política, orientadas a concentrar y coordinar acciones de vivienda, hábitat, generación de 

ingresos, tierras, salud, educación, prevención de la revictimización y fortalecimiento del 

tejido social en los mismos territorios priorizados.  

Adicionalmente, el proceso participativo permitió identificar de manera explícita 

los catalizadores considerados prioritarios por las comunidades para avanzar hacia 

soluciones duraderas, entendidas no solo como la garantía material de derechos, sino 

como condiciones para lograr soluciones duraderas. En particular, las personas 

participantes señalaron la generación de ingresos sostenibles, la vivienda y el hábitat, el 

acceso y la formalización de la tierra, y el fortalecimiento del tejido social como dimensiones 

inseparables del proceso de superación del desplazamiento prolongado. En relación con 

generación de ingresos, por ejemplo, se evidenció la necesidad de superar esquemas 

asistenciales y avanzar hacia modelos productivos, de empleo y autoempleo con pertinencia 

territorial y acompañamiento sostenido, lo cual se refleja en la incorporación de estrategias 

diferenciadas rurales y urbanas dentro del CONPES (Viva la Ciudadanía, 2025). En materia 

de vivienda y hábitat, el proceso participativo destacó la precariedad de los asentamientos 

informales y la ausencia de rutas claras de legalización y mejoramiento, insumos que fueron 

incorporados en acciones orientadas a la identificación de asentamientos, planes de 

intervención, subsidios de arrendamiento y mecanismos de cierre financiero para el acceso 

a vivienda (Viva la Ciudadanía, 2025). Asimismo, las comunidades insistieron en que las 

soluciones duraderas requieren abordar la convivencia, la no discriminación y la prevención 

de nuevas violencias como condiciones habilitantes para cualquier intervención 

socioeconómica, lo que se traduce en acciones específicas de diálogo social, actos 

simbólicos, fortalecimiento organizativo y prevención de la revictimización incluidas en el eje 

sociocultural del CONPES (Viva la Ciudadanía, 2025) 

De esta manera, la política integra de forma coherente los aportes del proceso 

participativo, reconociendo que las soluciones duraderas son el resultado de 

intervenciones articuladas entre catalizadores y no de acciones sectoriales aisladas. 

Asimismo, plantea la necesidad de combinar las apuestas institucionales con las sociales e 
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incorpora enfoques diferenciales, para asegurar que las acciones propuestas respondan a 

las necesidades específicas de mujeres, comunidades indígenas, afrodescendientes y otros 

grupos en situación de especial vulnerabilidad. De este modo, se espera avanzar hacia 

soluciones duraderas que reduzcan las brechas sociales, mejoren el acceso a oportunidades 

y contribuyan a la construcción de un futuro más equitativo para todas las personas afectadas 

por el desplazamiento. 

 

5.1. Objetivo general  

Superar las barreras institucionales, socioeconómicas, culturales, participativas y de 

revictimización, para fortalecer la reconstrucción de los proyectos de vida de la población 

desplazada, fomentar su autonomía frente al Estado y garantizar su integración sostenible en 

los territorios de asentamiento, a 2035.  

5.2. Objetivos específicos 

 

OE 1. Superar las barreras institucionales a través del fortalecimiento de la 

coordinación Intersistémica, la articulación institucional a nivel nacional y entre niveles de 

gobierno, y la gestión y generación de información sobre desplazamiento forzado, para 

garantizar una implementación efectiva y coherente de la política de atención a la población 

desplazada. 

OE 2. Superar las barreras socioeconómicas para garantizar la disponibilidad y el 

acceso de los servicios sociales de subsistencia mínima, generación de ingresos, 

formalización y tenencia de tierras, vivienda y hábitat, educación y salud de la población 

desplazada. 

OE 3.  Superar las barreras culturales, participativas y de revictimización para 

fortalecer el tejido social y las capacidades comunitarias de la población desplazada y de 

las comunidades de acogida en los territorios de asentamiento.  

 

5.3. Plan de acción  

Para el cumplimiento del objetivo general de la presente política, se definieron tres 

ejes estratégicos, que se desarrollan a través de la implementación de 66 acciones 

específicas por parte de entidades del orden nacional, con un horizonte temporal de 

implementación hasta 2035. El conjunto completo de acciones está descrito en el Anexo A. 
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Plan de Acción y Seguimiento (PAS), el cual contiene el detalle de las entidades responsables, 

los tiempos de ejecución, las metas esperadas y, cuando aplica, los recursos proyectados 

para su desarrollo. 

Con estas acciones, las entidades del Estado colombiano buscan avanzar en la 

consolidación de una política pública integral de Soluciones Duraderas, que responda 

de manera sostenible y coordinada a las necesidades de las personas desplazadas y las 

comunidades de acogida. Las acciones formuladas reconocen la necesidad de una 

respuesta multisectorial e interinstitucional que contribuya a cerrar brechas en el acceso a 

derechos, reparar el tejido social, y fortalecer las capacidades institucionales y comunitarias 

para la gestión del desplazamiento forzado. 

El Plan de Acción contempla intervenciones diferenciadas que reconocen la 

diversidad territorial, poblacional y étnica del país, y promueve un enfoque intersistémico 

e interseccional en la respuesta. Asimismo, las acciones buscan superar la fragmentación 

de esfuerzos institucionales y avanzar hacia una respuesta más coherente, articulada y 

sostenible. 

A continuación, se presentan los ejes estratégicos definidos para la implementación de 

esta política pública, junto con una síntesis de las líneas de acción que los componen.  

5.3.1. Eje estratégico 1:  Superar las barreras institucionales a través del fortalecimiento 

de la coordinación Intersistémica, la articulación institucional a nivel nacional y 

entre niveles de gobierno, y la gestión y generación de información sobre 

desplazamiento forzado, para garantizar una implementación efectiva y coherente 

de la política de atención a la población desplazada. 

 

Línea de Acción 1: Estrategia para el desarrollo del enfoque intersistémico y la 

articulación de entidades del orden nacional 

 

Entre 2026 y 2031, el Departamento para la Prosperidad Social (DPS), en 

coordinación con la UARIV, diseñará e implementará una estrategia para articular los 

sistemas de políticas públicas relacionados con Soluciones Duraderas, con el propósito 

de integrar los instrumentos de política y planificación a nivel nacional. Esta estrategia 

buscará asegurar una respuesta más coherente, eficiente y sostenible entre los sectores, los 

niveles de gobierno y los actores involucrados en la atención a la población desplazada y a 

las comunidades de acogida. 
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Entre 2026 y 2027, el DNP diseñará la evaluación institucional del SNARIV a través 

de una Mesa Técnica, incluyendo las posibles rutas para su implementación y financiamiento. 

Este proceso permitirá identificar fortalezas, vacíos y oportunidades para orientar la 

reconfiguración de las capacidades institucionales necesarias para la implementación 

efectiva de las disposiciones contenidas en el presente CONPES. 

Con el fin de fortalecer la articulación operativa de las Soluciones Duraderas en el 

territorio, la UARIV diseñará e implementará el Subcomité Técnico de Estrategias Integrales 

de Intervención Territorial como instancia de coordinación y seguimiento para las 

entidades nacionales. Este subcomité permitirá promover la convergencia inter e 

intrasistémica y consolidar mecanismos de seguimiento orientados a resultados. Su desarrollo 

se adelantará entre 2026 y 2035. 

La URT implementará, entre 2026 y 2030, el protocolo operativo nacional 

interinstitucional para el cumplimiento de órdenes judiciales de restitución. Este 

instrumento define roles, plazos y mecanismos de coordinación y seguimiento, y permitirá 

establecer una ruta operativa clara que articule a las entidades responsables en la ejecución 

eficiente de las decisiones judiciales en materia de restitución de tierras. 

Sumado a la anterior acción, y con el propósito de mejorar la gestión del cumplimiento 

de órdenes judiciales y articularla con las Estrategias Integrales de Intervención Territorial de 

Soluciones Duraderas, la URT implementará, entre 2026 y 2030, la guía técnica para la 

colectivización de sujetos de restitución. Esta implementación facilitará procesos más 

eficientes en contextos rurales, fortalecerá la articulación territorial y contribuirá a superar 

barreras operativas asociadas al cumplimiento de las órdenes judiciales. 

Entre 2026 y 2028, la Agencia de Renovación del Territorio (ART) diseñará e 

implementará un lineamiento técnico que incorpore el enfoque reparador en la 

estructuración o actualización de los proyectos del capítulo de programas y proyectos de 

los PATR relacionados con los catalizadores de la Estrategia de Soluciones Duraderas. 

Este proceso se fundamentará en la identificación de los proyectos pertinentes en los PDET y 

buscará fortalecer la coordinación intersistémica entre los diferentes sistemas y sectores que 

convergen en la implementación territorial. 

Por último, entre 2026 y 2031, el DPS y la UARIV, diseñarán y realizarán seguimiento 

al proceso de adopción por parte de otras entidades nacionales, de acuerdo a sus 

competencias, de los lineamientos para el desarrollo o ajuste de esquemas especiales de 

acompañamiento con enfoque de Soluciones Duraderas, dirigidos a las entidades 

nacionales competentes en los catalizadores de generación de ingresos, vivienda y 
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hábitat y cohesión social. La acción tiene la finalidad de fortalecer la coordinación 

intersistémica y mejorar la coherencia de las intervenciones a nivel nacional. 

 

Línea de acción 2: Estrategia de articulación operativa entre las entidades del nivel 

nacional y territorial  

Se diseñará, implementará y realizará seguimiento, entre 2026 y 2030, a una 

estrategia nacional integral de asistencia técnica que armonice y fortalezca las 

estrategias existentes, a cargo del Ministerio del Interior y la UARIV. Al integrar los 

parámetros de corresponsabilidad, esta estrategia permitirá alinear criterios entre sectores y 

niveles de gobierno, reducir duplicidades y brindar lineamientos comunes de trabajo, 

fortaleciendo así la coordinación nación territorio y las capacidades locales para formular, 

ejecutar y monitorear proyectos estratégicos de Soluciones Duraderas. 

El Ministerio del Interior brindará, entre 2026 y 2028, asistencia técnica a las 

entidades territoriales para la conformación y fortalecimiento de Esquemas Asociativos 

Territoriales (EAT), incorporando líneas de acción que permitan la implementación de la 

PPV con enfoque de Soluciones Duraderas en sus planes estratégicos. Esta acción 

impulsará la cooperación territorial entre municipios expulsores, receptores y ciudades 

capitales, promoviendo respuestas regionales y sostenibles en materia de retorno, 

reubicación e integración local. 

Entre 2026 y 2031, el DPS y la UARIV formularán lineamientos técnicos y 

metodológicos, en desarrollo de los artículos 50 y 62 de la Ley 2421 de 2024, para la 

construcción, puesta en marcha y seguimiento de la Estrategia Integral de Intervención 

Territorial para Soluciones Duraderas. Estos lineamientos incluirán protocolos diferenciados 

para sectores urbanos y rurales, orientaciones para articular la estrategia con los instrumentos 

de planeación territorial y sectorial y mecanismos claros y efectivos para el seguimiento y 

reporte de su implementación a nivel territorial y nacional, además de guiar acciones para 

superar los rezagos de los PRR. 

El DPS y la UARIV, entre 2026 y 2031, ajustarán la estrategia de corresponsabilidad 

entre el nivel nacional y territorial para su integración en la estrategia integral de 

intervención territorial. Este ajuste establecerá criterios técnicos, roles institucionales, 

competencias y lineamientos operativos que permitan una gestión articulada y sostenida entre 

los sectores responsables de la garantía de derechos, fortaleciendo la coordinación 

diferenciada requerida en la implementación de intervenciones territoriales. 

Con el fin de mejorar la eficiencia y coherencia de la planeación territorial en el marco 

de la Estrategia de Soluciones Duraderas, el DNP formulará y adoptará, entre 2026 y 2029, 
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una estrategia integral de racionalización y optimización de los planes existentes en las 

entidades territoriales, incluidos los Planes de Acción Territorial y los planes de desarrollo. 

La estrategia se basará en un análisis detallado de capacidades institucionales, recursos 

fiscales, pertinencia territorial y alineación con las políticas nacionales, permitiendo avanzar 

hacia una planeación más ordenada, coherente y articulada entre niveles de gobierno.  

El DNP diseñará, socializará y acompañará, entre 2027 y 2028, la implementación 

de lineamientos técnicos para incorporar el enfoque de Soluciones Duraderas en los 

Planes de Desarrollo Territorial. Al establecer criterios comunes y orientar la alineación entre 

las prioridades nacionales y los procesos territoriales de planeación, estos lineamientos 

fortalecerán la coordinación nación-territorio, permitiendo intervenciones más consistentes, 

articuladas y sostenibles en la implementación de Soluciones Duraderas, articuladas a 

procesos ordinarios de planeación local. 

 

Línea de acción 3: Estrategia de generación y gestión de información para orientar 

las intervenciones territoriales focalizadas hacia la atención de la población desplazada. 

 

Para avanzar en la caracterización poblacional y territorial, entre 2026 y 2035, el 

DNP diseñará e implementará un instrumento único de caracterización poblacional, 

basado en el Registro Social de Hogares, que servirá como insumo para la planificación 

territorial y la implementación de la estrategia territorial de intervención. Esta acción 

fortalecerá la generación y gestión de información necesaria para orientar las decisiones a 

nivel nacional y servirá como insumo fundamental para la planificación e implementación de 

la estrategia territorial de intervención. 

Con el fin de superar la fragmentación en los procesos de focalización y orientar la 

coordinación territorial de Soluciones Duraderas, el DNP adoptará e implementará, entre 

2026 y 2027, un proceso único y estandarizado de focalización municipal y priorización 

territorial. Este proceso se formalizará mediante un instrumento administrativo 

interinstitucional que definirá criterios claros, objetivos y verificables, alineados con 

concentración de víctimas de desplazamiento forzado, vulnerabilidad, capacidades 

institucionales de las entidades territoriales, entre otros. 

Con el fin de contar con un mecanismo objetivo y comparable para monitorear el 

impacto de la Política de Soluciones Duraderas en la población desplazada, el DNP 

diseñará, entre 2026 y 2035, un modelo nacional de medición que integre variables 

poblacionales, territoriales y contextuales. Este modelo permitirá realizar evaluaciones 

periódicas basadas inicialmente en registros administrativos y, posteriormente, en 
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información estadística que abarque los derechos definidos en el marco IASC, facilitando un 

análisis holístico del progreso hacia soluciones efectivas y sostenibles.  

Entre 2026 y 2029, el DANE y la UARIV, coordinarán y pondrán en marcha la Mesa 

Estadística Sectorial para la población víctima de desplazamiento forzado adscrita al 

comité Estadístico de Salud, Bienestar Social y Demografía del Sistema Estadístico 

Nacional, o su equivalente. La UARIV ejercerá la secretaría técnica, y contará con la 

participación de las entidades responsables de la política de atención a víctimas, así como 

las demás que se consideren pertinentes. 

Para fortalecer el seguimiento y la transparencia en la implementación de la Política de 

Soluciones Duraderas, el DPS diseñará e implementará, entre 2026 y 2035, un micrositio 

digital especializado para la visualización pública de los avances y resultados de las 

Estrategias Integrales de Intervención Territorial. Este micrositio centralizará la información 

reportada por las entidades responsables, permitirá el seguimiento periódico y facilitará el 

acceso público a los compromisos y progresos institucionales. 

Entre 2026 y 2030, la URT diseñará e implementará una herramienta digital de 

monitoreo y seguimiento al cumplimiento de órdenes judiciales de restitución, que 

integrará captura de información, interoperabilidad entre las entidades del SNARIV, 

generación de reportes y presentación periódica en instancias como el Subcomité de 

Restitución y el escenario de Soluciones Duraderas. Con ello se busca fortalecer la 

trazabilidad y superar los rezagos existentes en la ejecución y cumplimiento de las órdenes 

judiciales que requieren la intervención de otras entidades. 

Con el objetivo de contar con información precisa sobre los asentamientos informales 

en contextos urbanos, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio diseñará, implementará 

y consolidará, entre 2026 y 2030, una metodología de identificación de asentamientos 

humanos de origen informal en los municipios priorizados para Soluciones Duraderas, 

de tal manera que mejoren sus capacidades institucionales con el fin de contribuir a 

mejorar las condiciones de vida de la población desplazada. Asimismo, la metodología 

permitirá identificar con claridad estos asentamientos y guiar procesos complementarios 

como la legalización de barrios, el mejoramiento integral y las acciones de reasentamiento 

cuando corresponda. 

El Ministerio del Trabajo diseñará e implementará, entre 2026 y 2031, un modelo 

integral de caracterización territorial y poblacional en los municipios priorizados por la 

Estrategia de Soluciones Duraderas, orientado a fortalecer la planeación, la focalización 

y el seguimiento de los programas de generación de ingresos dirigidos a la población 

víctima del desplazamiento forzado y a las comunidades de acogida. Los insumos 
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generados por el modelo permitirán decisiones más precisas y coherentes con las 

necesidades territoriales y poblacionales en relación con programas de generación de 

ingresos. 

5.3.2. Eje estratégico 2: Superar las barreras socioeconómicas para garantizar la 

disponibilidad y el acceso de los servicios sociales de subsistencia mínima, 

generación de ingresos, formalización y tenencia de tierras, vivienda y hábitat, 

educación y salud de la población desplazada. 

Línea de acción 4: Estrategia para la garantía del derecho a la subsistencia mínima 

en población desplazada.  

 El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio diseñará e implementará, entre 2026 

y 2035, un mecanismo operativo para la gestión y asignación de subsidios temporales 

de arrendamiento dirigidos a hogares víctimas del desplazamiento forzado en contextos 

urbanos priorizados por la Estrategia de Soluciones Duraderas. El mecanismo incorporará 

fuentes de financiamiento públicas y privadas y permitirá brindar soluciones habitacionales 

durante los procesos de integración local, retorno o reubicación. 

Con el fin de garantizar el bienestar nutricional de NNA víctimas de desplazamiento 

forzado, la Unidad Administrativa Especial de Alimentación Escolar  Alimentos para 

Aprender (UApA), entre 2026 y 2035, brindará asistencia técnica a las entidades 

territoriales certificadas priorizadas por la Estrategia de Soluciones Duraderas, orientada 

a garantizar la cobertura del Programa de Alimentación Escolar (PAE), su continuidad, 

la adecuación cultural de los menús y permanencia escolar.  

Se implementará, entre 2026 y 2035, la Estrategia Hambre Cero desde la 

misionalidad del DPS en los municipios priorizados por Soluciones Duraderas. La acción 

se orientará a incrementar el acceso físico, en cantidad y calidad, a alimentos, e incluirá el 

desarrollo del componente de información, educación y comunicación para promover hábitos 

de alimentación saludable, fortalecer el tejido social y dinamizar la asociatividad de hogares 

víctimas de desplazamiento forzado y sus comunidades de acogida en condiciones de 

pobreza y vulnerabilidad. 

Línea de acción 5: Estrategias de generación de ingresos sostenibles para la 

población desplazada.  

El Servicio Nacional de Aprendizaje diseñará e implementará, entre 2026 y 2035, 

una estrategia que facilite el acceso de la población víctima del desplazamiento forzado 

a la formación profesional integral, alineada con las vocaciones productivas y 

potencialidades de los territorios priorizados en la Estrategia de Soluciones Duraderas. 
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La acción incluirá procesos de orientación y acompañamiento integral que permitan asegurar 

la permanencia y culminación efectiva de la oferta formativa. 

Entre 2026 y 2035, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural diseñará, 

coordinará, adoptará y realizará seguimiento a la Estrategia Nacional de Generación 

de Ingresos Rurales con Enfoque de Soluciones Duraderas, de género, étnico y territorial. 

Esta estrategia será el instrumento sectorial para orientar la estabilización económica de 

población desplazada y comunidades de acogida en zonas rurales priorizadas, asegurando 

intervenciones articuladas y sostenibles en materia de generación de ingresos rurales. 

Con el fin de responder a las condiciones de informalidad, exclusión laboral y 

precariedad económica que enfrentan las personas víctimas del desplazamiento forzado en 

contextos urbanos y semiurbanos, el Ministerio del Trabajo diseñará e implementará, entre 

2026 y 2031, un modelo nacional de esquemas especiales de acompañamiento para la 

generación de ingresos por empleo y autoempleo, en desarrollo de lo establecido en los 

artículos 62, 65 y 66 de la Ley 2421 de 2024. Este modelo buscará fortalecer las 

oportunidades de inserción económica de esta población mediante mecanismos de apoyo 

pertinentes y sostenibles, acordes con las dinámicas y necesidades de los territorios 

priorizados. 

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, entre 2026 y 2035, diseñará e 

implementará un Plan Sectorial de acceso a mercados para productos generados por 

población víctima del desplazamiento forzado y comunidades de acogida en territorios 

priorizados, que incluya plataformas de comercio justo, asistencia técnica, apoyo financiero 

y formación, para reducir la intermediación, mejorar el acceso a mercados y garantizar 

precios justos y sostenibles. 

La ADR implementará, entre 2026 y 2035, estrategias para el fortalecimiento de 

capacidades comerciales y de acceso a servicios de apoyo a la comercialización, 

incluida la participación en circuitos cortos, dirigidas a productores reconocidos como 

víctimas del desplazamiento forzado con acciones previas de reparación. Estas acciones 

se desarrollarán conforme a los lineamientos de la Estrategia Nacional de Generación de 

Ingresos Rurales con Enfoque de Soluciones Duraderas, de género, étnico y territorial, y 

estarán orientadas a organizaciones de pequeños y medianos productores de la Agricultura 

Campesina, Familiar, Étnica y Comunitaria. 

El Ministerio de Trabajo, entre 2026 y 2031, diseñará e implementará una estrategia 

diferencial de generación de ingresos en modalidades de empleo y autoempleo para 

mujeres víctimas del desplazamiento forzado en territorios priorizados, promoviendo su 
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inclusión laboral, mitigando barreras estructurales y articulando con servicios de cuidado 

para garantizar su permanencia y sostenibilidad económica. 

Entre 2026 y 2035, la ADR implementará acciones integrales de promoción y 

fortalecimiento de la asociatividad para víctimas del desplazamiento forzado y 

comunidades de acogida en zonas rurales priorizadas por la Estrategia de Soluciones 

Duraderas. Estas acciones se llevarán a cabo bajo los lineamientos de la Estrategia Nacional 

de Generación de Ingresos Rurales con Enfoque de Soluciones Duraderas, de género, étnico 

y territorial, y estarán orientadas a consolidar capacidades colectivas y redes organizativas 

que fortalezcan la generación de ingresos rurales. 

Entre 2026 y 2035, el DPS diseñará e implementará, estrategias de inclusión 

productiva que fortalezcan la capacidad organizativa y promuevan la economía popular 

en las comunidades desplazadas y de acogida vinculadas a las estrategias integrales de 

intervención territorial de Soluciones Duraderas, como un medio para dinamizar el 

desarrollo de iniciativas autogestionadas, el acceso a circuitos económicos locales y la 

sostenibilidad de emprendimientos comunitarios. 

 

Línea de acción 6: Estrategia para el acceso, formalización y tenencia de la tierra 

para la población desplazada. 

Con el fin de avanzar en el reconocimiento territorial y en la garantía del derecho a la 

tierra para comunidades indígenas víctimas del conflicto armado, la ANT formalizará, entre 

2026 y 2035, predios en favor de estas comunidades en proceso de retorno y/o 

reubicación en los municipios priorizados por la Estrategia de Soluciones Duraderas. Esta 

acción se desarrollará en articulación con la Unidad para las Víctimas y en el marco de la 

ticulación para la adquisición o formalización de predios en desarrollo de los 

planes de retorno y/o reubicación para las comunidades étnicas víctimas del conflicto 

territoriales colectivos. 

A su vez, en el marco de la misma Ruta, y durante el mismo periodo 2026  2035, la 

ANT, formalizará predios en favor de comunidades negras víctimas del conflicto armado 

en proceso de retorno y/o reubicación en los municipios priorizados por la Estrategia de 

soluciones duraderas. 

La ANT implementará la atención bajo el modelo de oferta para el acceso a tierras 

a sujetos de reforma agraria, en los territorios priorizados por la Estrategia de Soluciones 

Duraderas. Esta acción que se implementará entre los años 2026 al 2035 con el fin de 
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ampliar el acceso y avanzar en la formalización de tierras para población víctima del 

desplazamiento forzado y comunidades de acogida.  

Para complementar el enfoque de acceso bajo modelo de oferta, entre 2026 y 2035 

la ANT implementará la atención bajo el modelo de demanda para el acceso a tierras a 

sujetos de reforma agraria, en los territorios focalizados en el marco de soluciones 

duraderas.    

 

Línea de acción 7.  Estrategia para ampliar la disponibilidad y el acceso a la oferta 

institucional en materia de vivienda y hábitat de la población desplazada a nivel urbano 

y rural. 

Con el fin de fortalecer la planificación territorial y avanzar en la regularización 

urbanística de asentamientos de origen informal, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 

Territorio brindará, entre 2026 y 2033, acompañamiento técnico a los municipios 

priorizados en la estrategia de Soluciones Duraderas, que se comprometan para tal 

efecto, mediante el apoyo a los procesos de formulación, revisión e implementación de 

los instrumentos de ordenamiento territorial que a su vez promuevan procesos de 

legalización de asentamientos de origen informal identificados, a través de:   (i) la entrega 

de productos de acompañamiento de carácter técnico que sirvan de insumo para la 

formulación, revisión e implementación de sus instrumentos de planeación territorial66;  

y/o (ii) la implementación de mecanismos de apoyo técnico con respecto a los avances 

en los procesos de ordenamiento territorial objeto de acompañamiento y en la 

legalización de asentamientos. 

Con el fin de fortalecer las capacidades institucionales locales en materia de agua 

potable y saneamiento básico, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio diseñará e 

implementará, entre 2026 y 2029, una estrategia por oferta de asistencia técnica dirigida 

a las entidades territoriales priorizadas en la estrategia de Soluciones Duraderas, que 

consiste en brindar apoyo para la formulación, radicación y evaluación de proyectos de 

agua potable y/o saneamiento básico, permitiendo responder a las necesidades específicas 

de los territorios y contribuir a mejorar las condiciones de vida y habitabilidad de la 

población víctima del desplazamiento forzado. 

Entre 2026 y 2035, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio asignará subsidios 

de mejoramiento de vivienda mediante herramientas de focalización y priorización 

 
66 Incluye Plan de Ordenamiento Territorial, Plan Básico de Ordenamiento Territorial y Esquemas de 

Ordenamiento Territorial.  
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dirigidas a hogares víctimas del desplazamiento forzado y población étnica, en ámbitos 

urbanos y rurales. Esta acción permitirá reducir el déficit cualitativo de vivienda y avanzar 

hacia condiciones de habitabilidad adecuadas para la población priorizada. 

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio brindará, entre 2026 y 2035, asistencia 

técnica y jurídica a municipios priorizados por la estrategia de Soluciones Duraderas, en 

los procesos de titulación de terrenos con viviendas construidas por población 

desplazada en predios fiscales urbanos y rurales. Esta acción contribuirá a la formalización 

patrimonial de los hogares y garantizará su seguridad jurídica, facilitando además el acceso 

a programas y beneficios del Estado en relación con vivienda digna. 

Con el fin de eliminar barreras económicas y permitir el acceso efectivo a soluciones 

habitacionales, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, entre 2026 y 2035, diseñará 

e implementará un mecanismo integral que garantice el cierre financiero para la 

adquisición de vivienda nueva y usada por parte de hogares víctimas del desplazamiento 

forzado. Este mecanismo articulará el Subsidio Familiar de Vivienda con fuentes 

complementarias de financiación provenientes del sistema financiero público y privado, 

permitiendo ampliar las oportunidades reales de acceso a vivienda digna. 

Entre 2027 y 2035, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, asignará subsidios 

de autogestión priorizando a los hogares víctimas de desplazamiento forzado, con el fin 

de facilitar procesos autogestionados de mejoramiento o construcción de vivienda y avanzar 

en la reducción del déficit habitacional mediante soluciones adecuadas, sostenibles y acordes 

con las necesidades de la población desplazada. 

Con el objetivo de promover soluciones culturalmente pertinentes y sostenibles en 

contextos rurales, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, entre 2026 y 2035, 

entregará subsidios de vivienda rural nueva en los territorios priorizados por la Estrategia 

de Soluciones Duraderas, implementando herramientas para la priorización de la 

población étnica e incorporando la participación efectiva de las comunidades y sus 

saberes arquitectónicos, sociales y culturales tradicionales. 

Entre 2026 y 2033, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio brindará asistencia 

técnica para la formulación de los Planes de Gestión del Hábitat del Programa Barrios 

de Paz en municipios priorizados, con el fin de consolidar intervenciones integrales que 

fortalezcan los procesos de integración local y reurbanización en entornos afectados por el 

desplazamiento. 

El Ministerio de Minas y Energía, entre 2026 y 2035, implementará comunidades 

energéticas para territorios que concentren población desplazada en zonas rurales y 

urbanas priorizadas, de acuerdo con los criterios de enfoque diferencial, eficiencia, 
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calidad e impacto territorial, con el objetivo de asegurar acceso estable, seguro y asequible 

a energía eléctrica para hogares víctimas del desplazamiento forzado y comunidades de 

acogida, así como mejorar las condiciones de habitabilidad en los territorios priorizados. 

Entre 2026 y 2035, el DPS rediseñará e implementará su programa de 

infraestructura y hábitat, integrando el enfoque de Soluciones Duraderas para orientar 

proyectos de mejoramiento del hábitat y fortalecimiento de infraestructura social  (por 

ejemplo, salud, educación, recreación, equipamientos comunitarios y espacio público) 

haciendo que exista sostenibilidad social, económica y ambiental de las intervenciones 

orientadas a la población víctima de desplazamiento. 

Línea de acción 8:  Estrategia para la eliminación de barreras de acceso, 

permanencia, pertinencia educativa de la población desplazada.  

 

Durante el periodo 2026 al 2035, el Ministerio de Educación Nacional ajustará el 

Fondo de Educación Superior de acuerdo con los hallazgos de su evaluación, con el 

propósito de ampliar y robustecer los mecanismos de acceso preferencial y apoyo económico 

para jóvenes víctimas del desplazamiento forzado en los territorios priorizados por la 

Estrategia de Soluciones Duraderas, facilitando su acceso y permanencia en programas de 

educación superior. 

Entre 2026 y 2029, el Ministerio de Educación Nacional brindará asistencia técnica 

a las Entidades Territoriales Certificadas priorizadas por la Estrategia de Soluciones 

Duraderas, atendiendo su contexto y las necesidades de la población desplazada, para 

el diseño e implementación de estrategias pedagógicas flexibles que fortalezcan la 

pertinencia educativa y la adecuación territorial de las prácticas pedagógicas en zonas 

afectadas por el desplazamiento. Estas estrategias buscarán, además, ampliar la cobertura 

y el acceso efectivo de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes víctimas del desplazamiento 

forzado a la oferta educativa. 

Entre 2026 y 2035, el Ministerio de Educación Nacional diseñará, ajustará y/o 

implementará proyectos y estrategias educativas interculturales en los territorios 

priorizados por la Estrategia de Soluciones Duraderas que reciben población desplazada 

étnica en contextos rurales y urbanos. Estas intervenciones incorporarán el enfoque étnico 

y diferencial como eje estructural del servicio educativo, con el propósito de garantizar la 

pertinencia cultural, fortalecer la identidad colectiva y asegurar que los procesos formativos 

respondan a las realidades, saberes y prácticas propias de las comunidades afectadas por 

el desplazamiento, lo cual conlleva a mejorar condiciones de acceso y permanencia de la 

educación dirigida a esta población.  
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Línea de acción 9: Estrategia para el fortalecimiento de la cobertura en la 

prestación de servicios de salud en contextos rurales. 

 

Con el objetivo de consolidar el marco que orienta las acciones del sector salud en 

clave de reparación integral a población desplazada, entre 2026 y 2027, el Ministerio de 

Salud y Protección Social formulará y expedirá la Política Nacional de Atención 

Psicosocial y Salud para la Reparación Integral, en cumplimiento del artículo 65 de la Ley 

2421 de 2024. Esta política incorporará el enfoque de soluciones duraderas, integrando la 

atención psicosocial, mental y física con un enfoque diferenciado y territorial. 

Entre 2026 y 2028, el Ministerio de Salud y Protección Social, en coordinación con la 

Unidad para las Víctimas, diseñará y brindará asistencia técnica para la adopción de 

lineamientos específicos de atención en salud y apoyo psicosocial en emergencias 

humanitarias derivadas del desplazamiento forzado, el confinamiento y los retornos de 

emergencia. Estos lineamientos estarán dirigidos a entidades territoriales con situaciones 

recurrentes de emergencia y con recepción significativa de población desplazada, con el 

propósito de fortalecer sus capacidades locales para ofrecer una respuesta oportuna, 

adecuada y diferencial frente a eventos críticos que afecten a comunidades desplazadas o 

en proceso de retorno. 

Entre 2026 y 2035, el Ministerio de Salud y Protección Social implementará acciones 

de asistencia técnica dirigidas a los departamentos y distritos para asegurar que los 

municipios priorizados por la Estrategia de Soluciones Duraderas cuenten con las 

condiciones necesarias para garantizar el funcionamiento del nivel primario de atención 

en salud. Estas acciones se desarrollarán conforme a lo establecido en la Línea Estratégica 

adoptado mediante el Decreto 0351 de 2025, y permitirán fortalecer el acceso efectivo a 

servicios esenciales en los territorios más excluidos, incluyendo el componente de salud 

étnica, contribuyendo a la garantía progresiva del derecho a la salud de las personas 

desplazadas y de las comunidades de acogida. 

 

5.3.3. Eje estratégico 3:  Superar las barreras culturales, participativas y de 

revictimización para fortalecer el tejido social y las capacidades comunitarias de 

la población desplazada y de las comunidades de acogida en los territorios de 

asentamiento.  
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Línea de acción 10:  Estrategia para la prevención de la revictimización de la 

población desplazada, así como de comunidades de acogida. 

 

Con el objetivo de mitigar los riesgos asociados a la presencia de minas antipersonal 

y otros artefactos explosivos, se implementarán, entre 2026 y 2035, intervenciones de los 

componentes de la Acción Integral contra Minas Antipersonal, en los territorios 

priorizados por la Estrategia de Soluciones Duraderas con niveles de afectación o 

sospecha que afecten procesos de retornos, reubicación e integración local. Estas 

acciones podrán incluir desminado humanitario, educación en el riesgo y asistencia a 

víctimas, las cuales serán lideradas por el Departamento Administrativo de la Presidencia de 

la República. 

Entre 2026 y 2029, el Ministerio del Interior emitirá lineamientos técnicos para la 

prevención del desplazamiento forzado y el confinamiento, promoviendo su adopción 

por parte de las entidades territoriales priorizadas en las Estrategias Integrales de 

Intervención Territorial de Soluciones Duraderas, especialmente en escenarios de crisis 

recurrente. Con estos lineamientos se busca fortalecer las capacidades locales para la 

gestión del riesgo de desplazamiento y confinamiento, y la protección temprana de la 

población en situación de vulnerabilidad. 

Se formularán e implementarán, entre 2026 y 2031, los Planes de Acción Territorial 

del Programa Integral de Garantías para Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos 

Humanos bajo el liderazgo del Ministerio del Interior, en los municipios priorizados por la 

Estrategia de Soluciones Duraderas. Esta acción permitirá avanzar en enfrentar múltiples 

formas de violencia, en la consolidación de garantías de no repetición, el fortalecimiento de 

medidas de protección territorial y la participación activa de mujeres en contextos de alto 

riesgo. 

Con el fin de consolidar una respuesta estatal integral frente a amenazas a la vida, la 

libertad y la integridad personal, entre 2026 y 2035 el Ministerio del Interior formulará 

lineamientos interinstitucionales para la prevención de estas afectaciones en los territorios 

priorizados para el desarrollo de las Estrategias Integrales de Intervención Territorial, con 

el fin de fortalecer las capacidades locales de prevención y coordinación institucional en 

contextos de riesgo asociados al desplazamiento forzado, con un especial énfasis en 

afectaciones diferenciadas a mujeres. 

Entre 2026 y 2035, la Defensoría del Pueblo presentará análisis semestrales sobre la 

situación de riesgo en los municipios priorizados por la Estrategia de Soluciones 
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Duraderas, a partir de la información del Sistema de Alertas Tempranas. Estos informes 

permitirán advertir oportunamente factores de riesgo que puedan afectar los procesos de 

retorno, reubicación e integración local, facilitando la activación de medidas preventivas y 

de protección por parte de las autoridades competentes. 

Entre 2027 y 2035, el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República 

brindará acompañamiento institucional y asistencia técnica a los Equipos de Acción 

Inmediata, a las Mesas Departamentales y a otros espacios locales de coordinación en 

los municipios priorizados por las Estrategias Integrales de Intervención Territorial. Esta 

acción tiene como fin mejorar la respuesta institucional frente al reclutamiento, uso, utilización 

y violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes, fortaleciendo la articulación territorial 

para la protección integral. 

Línea de acción 11: Estrategia para la superación de barreras culturales asociadas 

la exclusión y discriminación hacia la población desplazada y comunidades de acogida.  

 

Entre 2027 y 2031, la UARIV implementará estrategias de diálogo social y actos 

simbólicos en los municipios priorizados para las Estrategias Integrales de Intervención 

Territorial, orientadas a dignificar a las víctimas del desplazamiento forzado y a 

promover la no discriminación. Con estas estrategias se busca fortalecer la convivencia 

democrática, reconstruir el tejido social y favorecer la integración sostenible entre la 

población desplazada y las comunidades de acogida, en contextos urbanos y rurales. 

La UARIV, entre 2027 y 2031, elaborará productos comunicativos de alcance 

nacional orientados a visibilizar los aprendizajes, resultados e impactos de las estrategias 

de diálogo social y actos simbólicos implementados en los municipios priorizados por las 

Estrategias Integrales de Intervención Territorial.  

RTVC Sistema de Medios Públicos, entre 2027 y 2032, difundirá productos 

comunicativos audiovisuales y sonoros que den visibilidad nacional a los aprendizajes, 

resultados e impactos de las estrategias de diálogo social y actos simbólicos 

desarrollados en los municipios priorizados por las Estrategias Integrales de Intervención 

Territorial. Con ello se busca promover narrativas de dignificación, fortalecer la no 

discriminación y contribuir a la integración entre comunidades desplazadas y de acogida. 

Entre 2026 y 2030, el Ministerio de Justicia y del Derecho diseñará y socializará una 

ruta de acceso a mecanismos de resolución de conflictos para la población desplazada 

en los centros de conciliación, casas de justicia, centros de convivencia ciudadana y 

conciliadores en equidad presentes en los municipios focalizados por la política de 
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Soluciones Duraderas. Esta acción busca facilitar el uso efectivo de dichos mecanismos y 

fortalecer la resolución pacífica de conflictos. 

Entre 2026 y 2031, el DPS diseñará y apoyará la implementación de estrategias 

orientadas al fortalecimiento del tejido social y las capacidades colectivas en los 

territorios priorizados. Estas estrategias contemplarán el diseño de metodologías 

diferenciadas según las particularidades territoriales, la transferencia conceptual y 

metodológica a las entidades territoriales y a otros actores responsables de su ejecución, así 

como el acompañamiento y seguimiento a su implementación, con el fin de promover vínculos 

comunitarios solidarios entre víctimas de desplazamiento forzado, comunidades de acogida, 

y otros actores involucrados en el territorio que permitan generar entornos de convivencia y 

de no discriminación, así como condiciones sociales que favorezcan procesos sostenibles de 

cohesión social.  

 

Línea de acción 12: Estrategia para el fortalecimiento de los procesos organizativos 

y de participación política, social y comunitaria de la población desplazada y de las 

comunidades de acogida. 

 

Entre 2027 y 2028, el DNP diseñará y realizará una evaluación participativa de las 

Mesas de Participación Efectiva de Víctimas, con el fin de examinar su nivel de operación, 

representatividad y articulación tanto con la política de Soluciones Duraderas como con 

otras instancias de participación. Esta evaluación permitirá identificar recomendaciones 

orientadas a su fortalecimiento y a mejorar su contribución en los procesos de participación 

incidente de la población desplazada. 

Con el propósito de fortalecer el control ciudadano informado y la participación 

incidente de las comunidades en territorios priorizados, entre 2026 y 2029 el DNP diseñará 

e implementará una estrategia de capacidades comunitarias en veeduría, seguimiento, 

control social y participación en planeación municipal e incidencia en polít icas públicas. 

Esta estrategia estará dirigida a población desplazada y comunidades de acogida e incluirá 

de manera explícita a mujeres lideresas, comunidades étnicas y jóvenes, integrando 

formación con mecanismos prácticos de participación. 

Entre 2026 y 2035, la Defensoría del Pueblo diseñará e implementará una estrategia 

diferencial territorial para los municipios priorizados por la Estrategia de Soluciones 

Duraderas, con el fin de facilitar el acceso a orientación, atención y acompañamiento en 

relación con mecanismos de participación y exigibilidad de garantía de derechos de las 

víctimas de desplazamiento forzado que requieran utilizar la oferta institucional de la entidad.  
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5.4. Seguimiento 

 

El seguimiento a la ejecución física y presupuestal de las acciones para el cumplimiento 

del presente Documento CONPES se realizará a través del PAS, que constituye parte integral 

del mismo y se presenta en el Anexo A. En este se indica las entidades responsables de la 

ejecución de cada acción que conforma el PAS, los periodos de implementación de estas, 

los recursos necesarios para llevarlas a cabo y la importancia de cada una para el 

cumplimiento del objetivo general de la política. 

La presente política contará con la inclusión del avance de acciones en el Mecanismo 

Único de Seguimiento a Víctimas (MUSVI), una herramienta desarrollada a partir del PND 

2018-2022, en el que se visualizarán, además de los avances en los indicadores estratégicos 

de la política pública para las víctimas, los indicadores de seguimiento para la política de 

Soluciones Duraderas para víctimas del desplazamiento forzado y poblaciones de acogida. 

Así, el seguimiento del presente documento de política se articulará entre la plataforma 

de seguimiento a los Planes de Acción de los documentos CONPES, SisCONPES, con la 

plataforma MUSVI para aportar la visualización y seguimiento unificado de la política pública 

para las víctimas. 

El reporte periódico sobre el avance en la implementación del PAS lo realizarán las 

entidades responsables de cada acción y será consolidado de acuerdo con los lineamientos 

que para ello defina el DNP. Esta política tiene un periodo de implementación entre 2026 y 

2035 para un total de 10 años. El seguimiento se hará de manera semestral a través de 

informes de monitoreo, con base en los reportes de los indicadores cargados en SisCONPES. 

El primer reporte e informe se realizará con corte a junio de 2026 y el informe de cierre se 

realizará con corte al 31 de junio 2035. 

Tabla 3. Cronograma de Seguimiento 

Corte Fecha 

Primer corte Junio de 2026 

Segundo corte Diciembre de 2026 

Tercer corte Junio de 2027 

Cuarto corte Diciembre de 2027 

Quinto corte Junio de 2028 

Sexto corte Diciembre de 2028 

Séptimo corte Junio de 2029 
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Corte Fecha 

Octavo corte Diciembre de 2029 

Noveno corte Junio de 2030 

Décimo corte Diciembre de 2030 

Décimo primer corte Junio de 2031 

Décimo segundo corte Diciembre de 2031 

Décimo tercer corte Junio de 2032 

Décimo cuarto corte Diciembre de 2032 

Décimo quinto corte Junio de 2033 

Décimo sexto Diciembre de 2033 

Décimo séptimo Junio de 2034 

Décimo octavo Diciembre de 2034 

Décimo noveno  Junio de 2035 

Informe de cierre  Diciembre de 2036 

Fuente: DNP (2025) 

 

5.5. Financiamiento 

 Para efectos del cumplimiento de esta política las entidades responsables de la 

ejecución de acciones en el PAS gestionarán y priorizarán, en el marco de sus competencias 

y teniendo en cuenta el Marco de Gasto de Mediano Plazo de su sector, los recursos 

necesarios para la financiación de su implementación. A partir de lo anterior, el estimado de 

recursos presupuestales requeridos para el periodo 2026-2035 dentro del Plan de 

Financiamiento se presenta a continuación: 

Tabla 3. Financiamiento Estimado Indicativo de la Política de Soluciones Duraderas, por 

Entidad 

Entidad 
Costo Total 2026-2035 

(Millones de pesos) 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio  5.107.753 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social   2.271.617 

Ministerio de Minas y Energía 1.583.238 

Ministerio de Salud y Protección Social 546.805 

Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a 

las Víctimas  

332.547 

Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 

Despojadas  

99.031 



 

 

 

 

108 

 

 

 

Agencia Nacional de Tierras  87.552 

Servicio Nacional de Aprendizaje  48.308 

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 34.392 

Unidad Administrativa Especial de Alimentación Escolar - UAPA- 15.153 

Agencia de Desarrollo Rural (ADR) 14.654 

Ministerio de Educación Nacional 10.510 

Ministerio del Trabajo 2.910 

Departamento Nacional de Planeación 2.044 

Departamento Administrativo de la Presidencia de la República 1.914 

Ministerio del Interior  1.367 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural  MADR,  999 

Defensoría del Pueblo 377 

Agencia de Renovación del Territorio 250 

Departamento Administrativo Nacional de Estadística  180 

Ministerio de Justicia y del Derecho 120 

RTVC- Sistema de Medios Públicos 4 

TOTAL 10.161.727 

Fuente: DNP (2025) 

 

El costo total estimado para la implementación de la Política de Soluciones Duraderas 

para la Población Desplazada es de 10.161.727 millones de pesos. De acuerdo con este 

plan de financiamiento, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio será la entidad que 

mayores recursos requerirá para la implementación de la Política de Soluciones Duraderas, 

con unos costos estimados de 5.107.753 millones de pesos, seguido del DPS, con un monto 

de recursos estimados por valor de 2.271.617millones de pesos. 
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Tabla 4 Financiamiento Estimado Indicativo de la Política de Soluciones Duraderas por 

Objetivo Específico 

Objetivo Específico 
Costo Total 2026-2035 

(Millones de pesos) 

OE 1. Superar las barreras institucionales a través del fortalecimiento 

de la coordinación Intersistémica, la articulación institucional a nivel 

nacional y entre niveles de gobierno, y la gestión y generación de 

información sobre desplazamiento forzado, para garantizar una 

implementación efectiva y coherente de la política de atención a la 

población desplazada 

116.907 

OE 2. Superar las barreras socioeconómicas para garantizar la 

disponibilidad y el acceso de los servicios sociales de subsistencia 

mínima, generación de ingresos, formalización y tenencia de tierras, 

vivienda y hábitat, educación y salud de la población desplazada. 

9.687.472 

OE 3.  Superar las barreras culturales, participativas y de 

revictimización para fortalecer el tejido social y las capacidades 

comunitarias de la población desplazada y de las comunidades de 

acogida en los territorios de asentamiento.  

357.347 

Total 10.161.727 

Fuente: DNP (2025) 
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6. RECOMENDACIONES 

El Departamento Nacional de Planeación; el Departamento para la Prosperidad Social; 

la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas; el Ministerio del Interior; el 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio; el Ministerio de Salud y Protección Social; el 

Ministerio de Trabajo; el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; el Ministerio de 

Comercio, Industria y Turismo; el Ministerio de Educación Nacional; Ministerio de Justicia y 

del Derecho; Ministerio de Minas y Energía; recomiendan al Consejo Nacional de Política 

Económica y Social (CONPES): 

1. Aprobar la Política de Soluciones Duraderas para Víctimas de Desplazamiento 

Forzado, incluyendo su Plan de Acción y Seguimiento (Anexo A). 

2. Solicitar a las entidades involucradas en el presente documento CONPES priorizar 

los recursos para la puesta en marcha de las estrategias contenidas en el mismo, de 

acuerdo con el Marco de Gasto de Mediano Plazo de cada sector. 

3. Solicitar al Departamento Nacional de Planeación: 

a. Diseñar una evaluación institucional del Sistema Nacional de Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV) a través de una Mesa Técnica, así 

como posibles rutas de su implementación y financiamiento   

b. Formular y adoptar una estrategia integral de racionalización y optimización 

de los planes existentes en las entidades territoriales, mediante un análisis 

detallado de capacidades institucionales, recursos fiscales, pertinencia 

territorial y alineación con las políticas nacionales vigentes, con el fin de mejorar 

la eficiencia y coherencia de la planeación territorial en el marco de la 

Estrategia de Soluciones Duraderas 

c. Diseñar, socializar y acompañar la implementación de los lineamientos técnicos 

para la incorporación del enfoque de Soluciones Duraderas en los Planes de 

Desarrollo Territorial, con el fin de facilitar la articulación entre la política 

nacional y la planificación local, asegurar la alineación con los instrumentos de 

política pública del nivel nacional, y garantizar procesos eficientes y eficaces 

de implementación territorial. 

d. Diseñar e implementar un instrumento único de caracterización poblacional 

para la estrategia de Soluciones Duraderas, que a partir del Registro Social de 

Hogares, sirva como insumo para la planificación territorial e implementación 

de la estrategia territorial de intervención.  
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e. Adoptar e implementar un proceso único y estandarizado de focalización 

municipal y priorización territorial para la implementación de la estrategia 

Soluciones Duraderas, con el fin de orientar la coordinación de las acciones 

territoriales de acuerdo con las tipologías municipales y los demás criterios de 

priorización y enfoques diferenciales. 

f. Diseñar un modelo de medición nacional de Soluciones Duraderas que incluya 

variables poblacionales, territoriales y contextuales, con el objetivo de 

monitorear y evaluar el impacto de la estrategia de Soluciones Duraderas en la 

población desplazada. 

g. Diseñar y realizar una evaluación participativa de las Mesas de Participación 

Efectiva de Víctimas (MPEV), con el objetivo de examinar nivel de operación, 

representatividad y articulación con la estrategia de Soluciones Duraderas y con 

otras instancias de participación, identificando recomendaciones para su 

fortalecimiento. 

h. Diseñar e implementar una estrategia de fortalecimiento de capacidades 

comunitarias en veeduría, seguimiento, control social y participación en 

planeación municipal e incidencia en políticas públicas, dirigida a personas 

desplazadas y comunidades de acogida en territorios priorizados por la 

Estrategia de Soluciones Duraderas. La estrategia deberá garantizar la inclusión 

de mujeres lideresas, comunidades étnicas y jóvenes, y combinar procesos 

formativos con mecanismos prácticos de participación. 

4. Solicitar al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social: 

a. Diseñar e implementar una estrategia para articular los sistemas de políticas 

públicas relacionados con Soluciones Duraderas con el fin de promover la 

integración de instrumentos de política y planificación a nivel nacional, 

buscando una respuesta más coherente, eficiente y sostenible. 

b. Diseñar realizar seguimiento al proceso de adopción por parte de otras 

entidades nacionales, de acuerdo a sus competencias, de los lineamientos para 

el desarrollo o ajuste de esquemas especiales de acompañamiento con enfoque 

de Soluciones Duraderas que contribuyan al fortalecimiento de la oferta en los 

catalizadores de generación de ingresos, vivienda y hábitat y cohesión social. 

c. Formular lineamientos técnicos y metodológicos, en desarrollo de lo establecido 

en los artículos 50 y 62 de la Ley 2421 de 2024, para la construcción, puesta 

en marcha y seguimiento de la Estrategia Integral de Intervención Territorial 



 

 

 

 

112 

 

 

 

para Soluciones Duraderas, que orienten su articulación con los instrumentos de 

planeación territorial y sectorial existentes. 

d. Ajustar la estrategia de corresponsabilidad entre el nivel nacional y territorial 

para su inclusión en la estrategia Soluciones Duraderas. 

e. Diseñar e implementar un micrositio digital especializado para la visualización 

pública de los avances y resultados de la implementación de las Estrategia 

Integral de Intervención Territorial (EIIT) definidas en el marco de la Política de 

Soluciones Duraderas.  

f. Implementar la Estrategia Hambre Cero desde la misionalidad del DPS en los 

municipios priorizados por Soluciones Duraderas, contribuyendo a incrementar 

el acceso físico en cantidad y calidad a alimentos y desarrollando el 

componente de información, educación y comunicación (IEC) para el 

fortalecimiento de hábitos en alimentación saludable, tejido social y 

asociatividad de los hogares víctimas de desplazamiento forzado y de sus 

comunidades de acogida en extrema pobreza, pobreza y vulnerabilidad 

g. Diseñar e implementar estrategias de inclusión productiva que fortalezcan las 

capacidades organizativas y promuevan la economía popular en las 

comunidades desplazadas y de acogida vinculadas a las estrategias de 

intervención territorial de Soluciones Duraderas, con el fin de superar las 

barreras que limitan el desarrollo de iniciativas autogestionadas, el acceso a 

circuitos económicos locales y la sostenibilidad de emprendimientos 

comunitarios 

h. Rediseñar e implementar el programa de infraestructura y hábitat de 

Prosperidad Social integrando el enfoque de soluciones duraderas para 

fortalecer la sostenibilidad social, económica y ambiental de las intervenciones 

orientadas a la población víctima de desplazamiento.  

i. Diseñar y apoyar la implementación de estrategias para el fortalecimiento del 

tejido social y las capacidades colectivas orientadas a favorecer la 

permanencia e integración de las víctimas de desplazamiento en las 

comunidades de acogida.   

5. Solicitar a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral 

a las Víctimas:  
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a. Diseñar e implementar el Subcomité Técnico de Estrategias Integrales de 

Intervención Territorial como instancia de articulación, coordinación y 

seguimiento para la implementación territorial de Soluciones Duraderas.  

b. Implementar estrategias de diálogo social y actos simbólicos en los municipios 

priorizados para la implementación de la Estrategia Integral de Intervención 

Territorial, orientadas a la dignificación de las víctimas del desplazamiento 

forzado y a la promoción de la no discriminación. 

c. Elaborar productos comunicativos de alcance nacional que visibilicen los 

aprendizajes, resultados e impactos derivados de la implementación de 

estrategias de diálogo social y actos simbólicos en cada vigencia en el marco 

de la Implementación de la Estrategia Integral de Intervención Territorial, en los 

municipios priorizados. 

 

6. Solicitar al Ministerio del Interior 

a. Diseñar, implementar y realizar seguimiento a una estrategia nacional integral 

de asistencia técnica que armonice y fortalezca las estrategias existentes, con 

los parámetros de corresponsabilidad, para mejorar las capacidades 

institucionales locales en formulación, ejecución y monitoreo de proyectos 

estratégicos relacionados con la Estrategia de Soluciones Duraderas. 

b. Brindar asistencia técnica a las Entidades Territoriales para la conformación y 

fortalecimiento de los Esquemas Asociativos Territoriales (EAT), en donde se 

incluyan líneas de acción para la implementación de la Política Pública de 

Victimas en sus Planes Estratégicos con enfoque de Soluciones Duraderas. 

c. Emitir lineamientos técnicos para la prevención del desplazamiento forzado y 

el confinamiento, y promover su adopción por parte de las entidades territoriales 

priorizadas en las Estrategias Integrales de Intervención Territorial de Soluciones 

Duraderas, especialmente en escenarios de crisis recurrente, con el propósito 

de fortalecer las capacidades locales para la gestión del riesgo de 

desplazamiento y el confinamiento y la protección temprana de la población en 

situación de vulnerabilidad. 

d. Formular e implementar Planes de Acción Territorial del Programa Integral de 

Garantías para Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos en los 

departamentos priorizados por la estrategia de Soluciones Duraderas.  
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e. Formular lineamientos interinstitucionales para la prevención de afectaciones a 

los derechos a la vida, la libertad y la integridad personal en los territorios 

priorizados para el desarrollo de las Estrategias Integrales de Intervención 

Territorial, con el fin de fortalecer las capacidades locales de prevención y 

coordinación institucional en contextos de riesgo asociados al desplazamiento 

forzado. 

7. Solicitar al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio:  

a. Diseñar, implementar y consolidar una metodología de identificación de 

asentamientos humanos de origen informal en municipios priorizados en la 

estrategia de soluciones duraderas, de tal manera que mejoren sus capacidades 

institucionales con el fin de contribuir a mejorar las condiciones de vida de la 

población desplazada. 

b. Diseñar e implementar un mecanismo operativo para la gestión y asignación de 

subsidios de arrendamiento temporales, dirigidos a hogares víctimas del 

desplazamiento forzado en contextos urbanos priorizados por la Estrategia de 

Soluciones Duraderas que cuente con diversas fuentes de financiamiento tanto 

públicas como privadas. 

c. Brindar acompañamiento técnico a los municipios priorizados en la estrategia 

de soluciones duraderas, que se comprometan para tal efecto, mediante el 

apoyo a los procesos de formulación, revisión e implementación de los 

instrumentos de ordenamiento territorial que a su vez promuevan procesos de 

legalización de asentamientos de origen informal identificados, a través de:  i) 

la entrega de productos de acompañamiento de carácter técnico que sirvan de 

insumo para la formulación, revisión e implementación de sus POT/PBOT/EOT  

y/o ii) la implementación de mecanismos de apoyo técnico con respecto a los 

avances en los procesos de ordenamiento territorial objeto de acompañamiento  

y en la legalización de asentamientos.  

d. Diseñar e implementar la estrategia por oferta de asistencias técnicas a las 

entidades territoriales priorizadas en territorios de Soluciones Duraderas para 

la formulación, radicación y evaluación en proyectos de agua potable y/o 

saneamiento básico, de tal manera que mejoren sus capacidades institucionales 

con el fin de contribuir a mejorar las condiciones de vida y habitabilidad de la 

población víctima del desplazamiento forzado. 
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e. Asignar subsidios para el mejoramiento de vivienda con herramientas para la 

focalización y priorización de hogares víctimas de desplazamiento forzado y 

población étnica, aplicable en contextos urbanos y rurales. 

f. Brindar asistencia técnica y jurídica en los procesos de titulación de los terrenos 

con viviendas construidas por la población desplazada en predios urbanos y 

rurales fiscales en los territorios priorizados por la estrategia de Soluciones 

Duraderas. 

g. Diseñar e implementar un mecanismo integral que garantice el cierre financiero 

en la adquisición de vivienda nueva y usada para hogares víctimas de 

desplazamiento forzado, considerando la articulación con Asignación de 

subsidios existentes como el Subsidio Familiar de Vivienda y fuentes 

complementarias de financiación provenientes del sistema financiero público y 

privado. 

h. Asignar subsidios de autogestión priorizando a los hogares víctimas de 

desplazamiento forzado. 

i. Entregar subsidios de vivienda rural nueva en los territorios priorizados en la 

estrategia de Soluciones Duraderas, implementando herramientas para la 

priorización de la población étnica, así como contemplando la participación 

efectiva y activa de las comunidades y los aspectos culturales, sociales y 

arquitectónicos tradicionales propios de cada comunidad.  

j. Brindar la asistencia técnica para la formulación de los Planes de Gestión del 

Hábitat (PGH) del Programa Barrios de Paz. 

8.  Solicitar al Ministerio de Salud y Protección Social: 

a. Formular y expedir la Política Nacional de Atención Psicosocial y Salud para la 

Reparación Integral, que establece la atención psicosocial, mental y física 

incorporando el enfoque de soluciones duraderas (artículo 65 de la Ley 2421 

de 2024). 

b. Diseñar y brindar asistencia técnica para la adopción de lineamientos 

específicos de atención en salud y apoyo psicosocial en emergencias 

humanitarias derivadas del desplazamiento forzado, confinamiento y retornos 

de emergencia, dirigidos a entidades territoriales con situaciones de 

emergencia recurrente y receptores de población desplazada. 

c. Implementar acciones de asistencia técnica a las entidades territoriales 

(departamentos y distritos) para que los municipios priorizados por la Estrategia 
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de Soluciones Duraderas cuenten con las condiciones necesarias para 

garantizar el funcionamiento del nivel primario de atención en salud, conforme 

para Zonas Rurales y Zonas Rur

de 2025  Plan Nacional de Salud Rural. 

9.  Solicitar al Ministerio de Trabajo:  

a. Diseñar e implementar un modelo integral de caracterización territorial y 

poblacional en los municipios priorizados por la Estrategia de Soluciones 

Duraderas, para fortalecer la planeación, la focalización y el seguimiento de 

programas de generación de ingresos dirigidos a población víctima del 

desplazamiento forzado y comunidades de acogida. 

b. Diseñar e implementar un modelo nacional de esquemas especiales de 

acompañamiento para la generación de ingresos por empleo y autoempleo, 

dirigido a población víctima del desplazamiento forzado en contextos urbanos 

y semiurbanos, en desarrollo de lo definido en los artículos 62, 65 y 66 de la 

Ley 2421 de 2024, con el fin de responder a las condiciones de informalidad, 

exclusión laboral y precariedad económica que afectan a esta población en 

entornos urbanos. 

c. Diseñar e implementar una estrategia diferencial de generación de ingresos 

orientada a garantizar el acceso y la permanencia de mujeres víctimas del 

desplazamiento forzado en territorios priorizados, mediante modalidades de 

empleo y autoempleo que promuevan la inclusión laboral, mitiguen barreras 

estructurales y se articulen con servicios de cuidado que favorezcan la 

sostenibilidad económica. 

10.  Solicitar al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 

a. Diseñar, coordinar, adoptar y realizar seguimiento a la Estrategia Nacional de 

Generación de Ingresos Rurales con Enfoque de Soluciones Duraderas, de 

Género, Étnico y Territorial, como instrumento sectorial para promover la 

estabilización económica de la población víctima del desplazamiento forzado 

y de las comunidades de acogida en zonas rurales priorizadas. 

 

11.  Solicitar al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 

a. Diseñar e implementar un Plan Sectorial de acceso a mercados para productos 

generados por población víctima del desplazamiento forzado y comunidades 



 

 

 

 

117 

 

 

 

de acogida en territorios priorizados, el cual busca reducir la intermediación, 

mejorar el acceso a mercados y garantizar precios justos y sostenibles. 

12.  Solicitar al Ministerio de Educación Nacional 

a. Ajustar el Fondo de Educación Superior conforme a la evaluación que se realice 

sobre su funcionamiento, con el propósito de fortalecer los mecanismos de 

acceso preferencial y apoyo económico para jóvenes provenientes de familias 

víctimas del desplazamiento forzado, con especial énfasis en los territorios 

priorizados por la Estrategia de Soluciones Duraderas. 

b. Brindar asistencia técnica a las Entidades Territoriales Certificadas priorizadas 

por la Estrategia de Soluciones Duraderas, de acuerdo con su contexto y las 

necesidades de la población desplazada para el diseño de estrategias 

pedagógicas flexibles.  

c. Diseñar, ajustar y/o implementar proyectos o estrategias educativas 

interculturales dirigidas a territorios priorizados por la Estrategia de Soluciones 

Duraderas, receptores de población desplazada étnica en zonas rurales y 

urbanas, con el propósito de garantizar la pertinencia cultural. 

 

13.  Solicitar al Ministerio de Justicia y del Derecho 

a. Diseñar y socializar una ruta de acceso a mecanismos de resolución de 

conflictos para la población desplazada en los centros de conciliación, casas 

de justicia, centros de convivencia ciudadana y/o conciliadores en equidad que 

operan en los municipios priorizados para la implementación de la estrategia 

de soluciones duraderas. 

 

14.  Solicitar al Ministerio de Minas y Energía 

a. Implementar comunidades energéticas para territorios que concentren 

población desplazada en zonas rurales y urbanas priorizadas, de acuerdo con 

los criterios de enfoque diferencial, eficiencia, calidad e impacto territorial 

15.  Solicitar al SENA 

a. Diseñar e implementar una estrategia que facilite el acceso a la formación 

profesional integral, dirigida a la población víctima del desplazamiento 

forzado, la cual estará alineada con las vocaciones productivas y 

potencialidades de los territorios priorizados en la estrategia de soluciones 
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duraderas, incluyendo acciones de orientación y acompañamiento integral a la 

población objeto. 

16.  Solicitar a la Agencia Nacional de Tierras 

a. Formalizar predios en favor de comunidades indígenas víctimas del conflicto 

armado en proceso de retorno y/o reubicación en los municipios priorizados 

por la Estrategia de soluciones duraderas, en articulación con la Unidad para 

formalización de predios en desarrollo de los planes de retorno y/o reubicación 

para las comunidades étnicas víctimas del conflicto armado. 

b. Formalizar predios en favor de comunidades negras víctimas del conflicto 

armado en proceso de retorno y/o reubicación en los municipios priorizados 

por la estrategia de soluciones duraderas, en articulación con la Unidad para 

formalización de predios en desarrollo de los planes de retorno y/o reubicación 

para las comunidades étnicas víctimas del conflicto armado. 

c. Implementar la atención bajo el modelo de oferta para el acceso a tierras a 

sujetos de reforma agraria, en los territorios priorizados por la estrategia de 

Soluciones Duraderas. 

d. Implementar la atención bajo el modelo de demanda para el acceso a tierras a 

sujetos de reforma agraria, en los territorios priorizados por la estrategia de 

Soluciones Duraderas. 

17.  Solicitar a la Agencia de Renovación del Territorio 

a. Incorporar el enfoque reparador en el diseño de un lineamiento técnico dirigido 

a orientar la estructuración o actualización de proyectos del capítulo de 

programas y proyectos de los PATR relacionados con los catalizadores de la 

Estrategia de Soluciones Duraderas. 

18. Solicitar a la Agencia de Desarrollo Rural 

a. Implementar estrategias de fortalecimiento de capacidades comerciales y de 

acceso a servicios de apoyo a la comercialización, incluida la participación en 

circuitos cortos, dirigidas a productores reconocidos como víctimas del 

desplazamiento forzado con acciones previas de reparación, pertenecientes a 

organizaciones de pequeños y medianos productores agropecuarios y de la 

Agricultura Campesina, Familiar, Étnica y Comunitaria (ACFEC), conforme a los 
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lineamientos de la Estrategia Nacional de Generación de Ingresos Rurales con 

Enfoque de Soluciones Duraderas, de Género, Étnico y Territorial.  

b. Implementar acciones integrales de promoción y fortalecimiento de la 

asociatividad para víctimas del desplazamiento forzado y comunidades de 

acogida en zonas rurales priorizadas por la estrategia de soluciones duraderas, 

conforme a los lineamientos de la Estrategia Nacional de Generación de 

Ingresos Rurales con Enfoque de Soluciones Duraderas, de Género, Étnico y 

Territorial. 

19.  Solicitar al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República 

a. Implementar intervenciones de los componentes de la Acción Integral contra 

Minas Antipersonal (AICMA), en los territorios priorizados para Soluciones 

Duraderas con niveles de afectación o sospecha que afecten procesos de 

retornos, reubicación e integración de población desplazada.   

b. Brindar acompañamiento institucional y asistencia técnica a los Equipos de 

Acción Inmediata, Mesas Departamentales y otros espacios locales de 

coordinación en los municipios priorizados para la implementación de las 

Estrategias Integrales de Intervención Territorial, con el fin de mejorar la 

respuesta institucional frente al reclutamiento, uso, utilización y violencia sexual 

contra niñas, niños y adolescentes (RUUVS). 

20. Solicitar al Departamento Nacional de Estadística 

a. Coordinar y poner en marcha la Mesa Estadística Sectorial para la población 

víctima de desplazamiento forzado adscrita al comité Estadístico de Salud, 

Bienestar Social y Demografía del Sistema Estadístico Nacional con el fin de 

fortalecer la producción, calidad, articulación, análisis y uso de estadísticas 

oficiales relacionadas con la población víctima de desplazamiento forzado. 

21.  Solicitar a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas 

a. Diseñar e Implementar el protocolo operativo nacional interinstitucional para el 

cumplimiento de órdenes judiciales de restitución de tierras. 

b. Implementar la guía técnica para la colectivización de sujetos de restitución con 

órdenes judiciales, orientada a mejorar la gestión del cumplimiento de las 

mismas y su articulación con las Estrategias Integrales de Intervención Territorial 

de Soluciones Duraderas.  
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c. Diseñar e implementar una herramienta digital de monitoreo y  seguimiento al 

cumplimiento de órdenes judiciales de restitución de tierras, que incluya 

herramientas de captura de información, interoperabilidad entre entidades del 

SNARIV, generación de reportes periódicos y presentación en espacios 

institucionales como el Subcomité de Restitución y el comité técnico de 

coordinación de la Estrategia Integral de Intervención Territorial de Soluciones 

Duraderas, con el propósito de superar los rezagos en la ejecución de las 

órdenes judiciales que requieren de la intervención de otras entidades. 

22.  Solicitar a RTVC Sistema de Medios Públicos 

a. Difundir los productos comunicativos (audiovisuales y/o sonoros) de alcance 

nacional que visibilice los aprendizajes, resultados e impactos derivados de la 

implementación de estrategias de diálogo social y actos simbólicos, en el marco 

de la Implementación de las Estrategias Integrales de Intervención Territorial, en 

los municipios priorizados., a través de medios de comunicación y canales 

digitales del Sistema de Medios Públicos. 

23.  Solicitar a la Unidad de Alimentos para Aprender 

a. Garantizar la continuidad del servicio, la adecuación cultural de los menús y la 

permanencia escolar de niños, niñas y adolescentes en contextos de 

desplazamiento forzado, en la cobertura del Programa de Alimentación Escolar 

(PAE) en territorios priorizados por la estrategia territorial de soluciones 

duraderas. 

24.  Solicitar a la Defensoría del Pueblo 

a. Presentar el análisis de la situación de riesgo de los municipios priorizados en 

la estrategia de Soluciones Duraderas, generando un informe semestral a partir 

de la información del Sistema de Alertas Tempranas 

b. Diseñar e implementar una estrategia diferencial territorial para atender los 

municipios focalizados para Soluciones Duraderas con el fin de que se facilite 

el acceso a mecanismos de orientación, atención y acompañamiento a las 

personas que requieran acceder a la oferta de servicios de la Defensoría del 

Pueblo.  
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GLOSARIO 

La Política Pública de Soluciones Duraderas considerará las siguientes definiciones: 

 

Acción Integral Contra Minas Antipersonal (AICMA): Intervenciones que incluyen 

desminado humanitario, educación en el riesgo y asistencia a víctimas, implementadas en 

territorios afectados o con sospecha de contaminación por minas antipersonal y artefactos 

explosivos. 

 

Agencia Nacional de Tierras (ANT): Entidad encargada de implementar estrategias 

integrales para la formalización y titulación de territorios, así como el acceso a tierras para 

víctimas del desplazamiento forzado y población de acogida. 

 

Articulación Nación-Territorio: Mecanismo que busca mejorar la coordinación entre los 

niveles nacional y territorial para la implementación de soluciones duraderas, fortaleciendo 

la capacidad operativa y financiera de las entidades territoriales y armonizando la 

planeación. 

 

Asociaciones Público-Populares (APPo): Instrumentos novedosos incorporados en el Plan 

Nacional de Desarrollo 2022-2026 para facilitar la vinculación de comunidades excluidas 

a las compras públicas, reforzando mecanismos de inclusión económica. 

 

Arraigo Territorial: La capacidad de la población desplazada para establecerse de 

manera sostenible en un territorio, reconstruyendo su proyecto de vida y fortaleciendo el 

tejido social, lo cual es un objetivo fundamental del enfoque de soluciones duraderas. 

 

Autonomía (de la población desplazada): En el contexto de las soluciones duraderas, 

se refiere a la capacidad de la población desplazada para fortalecer su autodeterminación 

y auto-suficiencia, siendo un enfoque clave que busca trascender el asistencialismo y 

promover su arraigo territorial. 

 

Catalizadores de Soluciones Duraderas: Cinco elementos priorizados para orientar el 

enfoque de soluciones duraderas: generación de ingresos, vivienda y hábitat, tierras y 

desarrollo rural, educación y salud, y cohesión social. Son interdependientes y deben 

abordarse de manera conjunta y coherente para una respuesta sostenible. 

 

Cohesión Social: Fortalecimiento de las relaciones sociales y comunitarias para promover 

la integración, la reconstrucción del tejido comunitario y la confianza entre la población 

desplazada y las comunidades de acogida. 

 

Coherencia de Políticas Públicas: Principio que exige una visión estratégica integrada 

entre diferentes sistemas de políticas públicas (como educación, salud, vivienda, empleo) 
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para potenciar sinergias, minimizar duplicidades y garantizar que las intervenciones sean 

complementarias y sostenibles en la respuesta al desplazamiento forzado. 

 

Coordinación Interinstitucional: Proceso para optimizar la implementación coherente y 

articulada de políticas públicas mediante ajustes a sistemas como el SNARIV y la creación 

de mecanismos de gobernanza intersistémica. Las deficiencias en esta coordinación han sido 

un obstáculo persistente señalado tanto por los entes de control como la Corte Constitucional. 

 

Corresponsabilidad: Proceso fundamental de gestión pública que permite la articulación 

entre niveles de gobierno (nacional y territorial) para la implementación de políticas de 

prevención, protección, atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto. 

 

Déficit Habitacional (Cuantitativo y Cualitativo): El Déficit Habitacional está compuesto 

por el Déficit de Vivienda Cuantitativo y el Déficit de Vivienda Cualitativo. El indicador de 

Déficit Cuantitativo identifica a los hogares que habitan en viviendas con deficiencias 

estructurales y de espacio, esto es, para los cuales es necesario adicionar nuevas viviendas 

al stock total de viviendas, deficiencias estructurales y de espacio de las viviendas en las que 

habitan estos hogares no son susceptibles de ser mejoradas para superar la condición de 

déficit. Este concepto reconoce que las deficiencias estructurales y de espacio de las viviendas 

en las que habitan estos hogares no son susceptibles de ser mejoradas para superar la 

condición de déficit. Por su parte, el Déficit Cualitativo identifica a los hogares que habitan 

en viviendas que requieren mejoramientos o ajustes para cumplir con condiciones de 

habitabilidad adecuadas. Este concepto reconoce que las deficiencias que tienen las 

viviendas en las que habitan estos hogares son susceptibles de ser corregidas mediante 

mejoramientos de vivienda. 

 

Desplazamiento Forzado: Fenómeno mediante el cual una persona o grupo de personas 

se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional, abandonando su localidad de 

residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su 

seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente 

amenazadas con ocasión del conflicto armado interno (Ley 1448 de 2011, artículo 3) o de 

una relación cercana y suficiente con el mismo (Corte Constitucional, Sentencia C-781 de 

2011 y Sentencia C-253 de 2012) o a causa de situaciones de violencia generalizada (Ley 

387 de 1997, artículo 1). El hecho victimizante de desplazamiento forzado, a diferencia de 

todos los demás hechos, puede producirse, además de en el marco del conflicto armado, su 

relación cercana y suficiente o de los factores comunes y vinculados a este, como 

consecuencia de situaciones de violencia generalizada. El desplazamiento ha afectado a 

millones de personas en Colombia, desestructurando comunidades, exacerbando 

desigualdades y profundizando la pobreza y exclusión, con rezagos en derechos 

fundamentales como vivienda, educación, salud, ingresos y acceso a tierras. 
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Economía Popular: Estrategia orientada a la generación autónoma de ingresos dignos y 

permanentes para la población desplazada y comunidades de acogida, mediante el 

fortalecimiento de capacidades productivas y organizativas. 

 

Ejercicio de la Ciudadanía: En el marco de las soluciones duraderas, implica reconocer 

a las víctimas como sujetos activos y protagonistas en la reconstrucción social y política de 

sus comunidades, facilitando su participación en la esfera pública y fortaleciendo las 

relaciones sociales. 

 

Enfoque de Área: Principio que considera el territorio como unidad fundamental de 

intervención, reconociendo sus particularidades y dinámicas poblacionales, económicas, 

sociales, ambientales y culturales. Promueve intervenciones integrales y fortalece dinámicas 

territoriales. 

 

Enfoque de Derechos: Principio que reconoce a las víctimas como titulares activos de 

derechos, enfatizando la responsabilidad del Estado en garantizar su protección, restitución 

y promoción, abordando las causas estructurales del desplazamiento. 

 

Enfoque Diferencial: Reconoce las particularidades de mujeres, comunidades indígenas, 

afrodescendientes y otros grupos vulnerables, garantizando respuestas adaptadas a sus 

realidades culturales y territoriales. 

 

Enfoque Étnico: Reconoce y protege la diversidad étnica y cultural, abordando las 

afectaciones específicas de los pueblos étnicos por el desplazamiento forzado y los riesgos 

de exterminio físico y cultural, buscando acciones diferenciales que garanticen sus derechos. 

 

Enfoque Intersistémico: Promueve la integración de múltiples sistemas de políticas 

públicas (educación, salud, vivienda, empleo) para garantizar respuestas holísticas y 

sostenibles a la complejidad del desplazamiento forzado. 

 

Esquemas Asociativos Territoriales (EAT): Mecanismos que buscan fomentar la creación 

y fortalecimiento de asociaciones entre entidades territoriales (municipios expulsores y 

receptores, ciudades capitales) para implementar soluciones duraderas de manera 

coordinada y regional, abordando los desafíos del retorno, reubicación e integración local. 

 

Estabilización Socioeconómica: Proceso fundamental en las soluciones duraderas que 

busca garantizar condiciones de vida dignas y sostenibles para la población desplazada, 

trascendiendo el asistencialismo y promoviendo su inclusión social y económica, con un 

horizonte de implementación hasta 2035. 

 

Estado de Cosas Inconstitucional (ECI): Declaración de la Corte Constitucional 

(Sentencia T-025 de 2004) que reconoce las deficiencias estructurales del Estado para 
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atender integralmente la crisis humanitaria del desplazamiento forzado, exigiendo políticas 

con enfoque diferencial y mayor asignación de recursos. 

 

Gasto Público Social (GPS): Componente del presupuesto cuyo objetivo es la solución 

de necesidades básicas insatisfechas en salud, educación, saneamiento ambiental, agua 

potable, vivienda y aquellas que contribuyen al bienestar general y mejoramiento de la 

calidad de vida de la población. Tiene prioridad sobre otras asignaciones. 

 

Gestión Basada en Datos y Evidencias: Implementación de instrumentos de 

caracterización poblacional, sistemas de monitoreo y micrositios digitales para el seguimiento 

público de la política, permitiendo tomar decisiones informadas y precisas. 

 

Indicadores de Goce Efectivo de Derechos (IGED): surge como una herramienta que 

permite evaluar el avance o retroceso del seguimiento de la política pública de 

desplazamiento en el marco de la sentencia T-025 de 2004, en la que declara el ECI. La 

batería de indicadores actualmente comprende (5) componentes: Prevención y protección, 

asistencia y atención, estabilización socioeconómica, reparación integral y verdad y justicia.   

(14) derechos: vivienda, subsistencia mínima, educación, indemnización, vida, integridad, 

libertad, justicia, rehabilitación, no repetición, retornos y reubicaciones y (89) indicadores 

entre los étnicos y no étnicos. 

 

Integración Local: Uno de los tres escenarios para alcanzar una solución duradera, 

donde la población desplazada se asienta permanentemente en sus comunidades de 

acogida. 

 

Ley 387 de 1997: Hito normativo que estableció el marco para la prevención, atención, 

protección y estabilización socioeconómica de la población desplazada en Colombia, 

impulsando la creación del SNAIPD y el Registro Único de Población Desplazada. 

 

Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas y Restitución de Tierras): Marco jurídico que 

reconoce a las víctimas del conflicto armado interno, establece mecanismos de reparación 

integral y restituye derechos, incluyendo la restitución de tierras. 

 

Ley 2421 de 2024: Ley que introdujo, por primera vez en el marco normativo, la 

Estrategia Integral de Intervención Territorial de Soluciones Duraderas, reconociendo el 

retorno, la reubicación y la integración local como rutas válidas y complementarias, y 

asignando competencias específicas a entidades nacionales con enfoque de soluciones 

duraderas, junto con el reconocimiento de nuevos hechos victimizantes. 

 

Modelo de Intervención Territorial Integral (MITI): Herramienta desarrollada por la 

UARIV que integra datos e información sobre elementos humanitarios y avances en 

reparación, útil para la planeación y focalización territorial. 
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PAPSIVI (Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas): Programa que 

busca atender la demanda de atención psicosocial y rehabilitación para las víctimas del 

conflicto armado. 

 

Planes de Acción y Fortalecimiento Institucional (PAFI): Instrumentos diseñados por la 

UARIV para orientar la incorporación del enfoque de soluciones duraderas y promover la 

articulación entre las entidades del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas (SNARIV), buscando sinergias, complementariedad y metas comunes. 

 

Planes de Retorno y Reubicación (R y R): Instrumentos de planificación y gestión para 

acompañar a las comunidades desplazadas en su regreso a sus lugares de origen (retorno) 

o su asentamiento en nuevas localidades (reubicación), buscando la estabilización 

socioeconómica. 

 

Población Desplazada Interna (PDI): Personas o grupos de personas que se han visto 

forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en 

particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, situaciones de 

violencia generalizada, violaciones de los derechos humanos o catástrofes naturales o 

provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente 

reconocida. 

 

Programa Barrios de Paz: Programa establecido por el Decreto 1470 de 2024 del 

Ministerio de Vivienda, que articula la política de paz, la política de vivienda y el 

ordenamiento territorial con un enfoque integral de intervención urbana y rural, coherente 

con los principios de soluciones duraderas. 

  

Reconstrucción de Proyectos de Vida: Objetivo central de la política de Soluciones 

Duraderas, que busca que las personas víctimas del desplazamiento forzado puedan rehacer 

su vida de manera digna y sostenible, superando las barreras institucionales, 

socioeconómicas y culturales. 

 

Registro Único de Víctimas (RUV): Herramienta de reconocimiento de las víctimas del 

conflicto armado en Colombia, que registra a las personas afectadas por el desplazamiento 

forzado y otros hechos victimizantes. 

 

Reubicación: Uno de los tres escenarios para alcanzar una solución duradera, donde la 

población desplazada se asienta en un nuevo lugar distinto a su sitio de origen. 

 

Retorno: Uno de los tres escenarios para alcanzar una solución duradera, donde la 

población desplazada regresa a su lugar de origen. 

 

Seguridad Humana: Eje transversal de la política de soluciones duraderas, enfocado en 

la protección integral de la vida, integridad y dignidad de la población desplazada, 
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integrando amenazas estructurales, sociales, económicas y ambientales que perpetúan la 

vulnerabilidad. 

 

Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV): 

Conjunto de entidades y procesos que buscan la atención, asistencia y reparación integral 

de las víctimas del conflicto armado en Colombia. 

 

Sujeto de Especial Protección Constitucional: Se refiere a la población desplazada, 

reconocida por el Estado colombiano como un grupo en situación de vulnerabilidad 

acentuada que requiere protección específica de sus derechos, especialmente desde la 

declaración del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) por la Corte Constitucional. 

 

Superación de la Situación de Vulnerabilidad (SSV): La Medición de Superación de la 

Situación de Vulnerabilidad (SSV) es un instrumento diseñado para hacer seguimiento a la 

política pública de las víctimas del conflicto armado y determinar su avance en la 

estabilización socioeconómica.  En el marco de la Ley 1448 de 2011, que obliga al Estado 

a definir los criterios de medición que permitan hacer la evaluación de la superación de la 

vulnerabilidad.  La SSV tiene como unidad de análisis a las víctimas del desplazamiento 

forzado. Esta medición evalúa el cumplimiento de ocho derechos fundamentales: 

identificación, educación, alimentación, reunificación familiar, vivienda, generación de 

ingresos, atención psicosocial y salud. Una persona se considera que ha superado su 

situación de vulnerabilidad cuando cumple con la totalidad de estos ocho derechos en cada 

período de evaluación semestral, y se entiende que ha alcanzado la estabilización 

socioeconómica si lo logra durante cuatro mediciones consecutivas (dos años). Los criterios 

para esta evaluación han sido ajustados a lo largo del tiempo, destacando la Resolución 

0349 de 2024 (que entró en vigencia en febrero de 2024) como la más reciente y rigurosa, 

exigiendo la verificación simultánea de los derechos y reflejando las condiciones 

socioeconómicas más actuales de la población. 

 

Tejido Social: Conjunto de relaciones sociales y comunitarias que permiten el desarrollo 

y la cooperación en los ámbitos familiar, comunitario y laboral, fundamental para el bienestar 

de las comunidades afectadas por el conflicto armado. 

 

Territorios Campesinos Agroalimentarios (TECAM): Espacios geográficos delimitados y 

habitados por comunidades campesinas orientados a garantizar la permanencia en el 

territorio, la soberanía alimentaria y el desarrollo agroecológico, consolidando modelos de 

producción sostenibles. 

 

Vivienda de Interés Prioritario (VIP) / Vivienda de Interés Social (VIS): Programas de 

política de vivienda que establecen valores de acceso y buscan atender el déficit 

habitacional. Su diseño ha estado principalmente orientado a la lógica de subsidio a la 

demanda del mercado inmobiliario, lo que ha limitado el acceso efectivo para gran parte de 

la población desplazada. 
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Viviendas Palafíticas / Terrenos Ganados al Mar: Tipo de viviendas construidas sobre 

pilotes en áreas o terrenos ganados al mar, comunes en zonas costeras. La política busca 

reconocer y abordar la precariedad y riesgos asociados a estos asentamientos informales. 
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ANEXOS  

Anexo A. Plan de Acción y Seguimiento (PAS) 
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